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Preliminares 


| compendio se integra con todas las publicaciones realizadas por la unidad 

académica de investigaciones jurídicas, Mentes penales, Pensamientos de 

derecho civil y procesal civil, Memoria jurídica y Gaceta del Poder judicial del 
estado de Guanajuato desde sus inicios el 12 de septiembre de 2017 a la fecha. 


Contiene dos diferentes formas de localizar la información, acorde al autor y 
por ejes temáticos. 


Se reitera que los escritos son responsabilidad de sus autores y no 
necesariamente representan el punto de vista del poder judicial del estado de 
Guanajuato, el que se desliga de cualquier responsabilidad que se pudiera causar. 
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Licenciado en derecho y ciencias jurídicas por la facultad de derecho y 
ciencias sociales de la universidad autónoma de Nuevo León. Maestro 
en procesos judiciales y estudiante de doctorado en derecho penal en el 
Centro de Estudios de posgrado. 


Juez Mtra. Ma. Concepción Montenegro Treviño. 

Juez de Partido Cuarto Civil de Celaya, Guanajuato, licenciada en 
Derecho, notario público, master en fiscal y diplomada en Derecho 
civil, por la Universidad de Guanajuato; tiene estudios concluidos de 
maestría en impartición de justicia civil, logrados en la colaboración 
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Estudiante del doctorado en Derecho por la Universidad Anáhuac, 
campus Querétaro. 
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O SY 
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Licenciado en derecho por la Universidad de Guanajuato, y maestro en 
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| 


MEN 
y 


Juez Mtro. Eduardo Villagómez Amézquita 
Juez de oralidad penal del Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 
Licenciado y maestro en ciencias jurídico penales por la Universidad de 
Guanajuato, México. 


Juez Mtro. Efraín Frausto Pérez 
Juez Federal, especializado en el sistema de justicia de oralidad penal, 
adscrito al Centro de Justicia Penal Federal de la sede Guanajuato, 
Capital. 
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Maestro en derecho procesal judicial por la Escuela de Estudios e 
Investigación Judicial del Poder Judicial de Guanajuato. 


Juez Mtro. Hugo Ernesto Hernández 
Juez Segundo Civil de Partido, especializado en Extinción de Dominio. 
Maestro en Derecho Procesal Judicial. Egresado de la Especialidad en 
Notaría Pública y de la Licenciatura en Derecho de la Universidad de 
Guanajuato, México. 


Juez Mtro. Jahaziel Reyes Loaeza 
Maestro por el Instituto Nacional de Ciencias Penales, la Universidad 
Autónoma Benito Juárez de Daxaca y por el Californa Western 
School of Law. Estudia el doctorado en la Facultad de Derecho de la 
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juez de oralidad en el Poder Judicial de esa Entidad Federativa. 
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derecho por la universidad de Guanajuato. 
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para Adolescentes por la Escuela de Estudios e Investigación Judicial 
del Poder Judicial del Estado de Guanajuato, Maestra en Impartición 
de Justicia con Especialización en materia Penal de la Universidad 
Iberoamericana. 


E 
O 
4 


LCC. Nancy Elizabeth Hurtado Castro 
Egresada de la licenciatura de Ciencias de la Comunicación, 
incorporada a la Secretaría de Educación Pública. 


LEP Antonio Galván García 
Asesor educativo histórico-cultural del museo regional de Guanajuato, 
Alhóndiga de Granaditas. Licenciado en pedagogía por el Instituto 
Michoacano en Ciencias de la Educación. Estudiante de la maestría 
en docencia en ciencias sociales por ese instituto y diplomado en 
prospectiva por la escuela nacional de formación y profesionalización 


sindical. 
e Lic. Cecilia Cervantes 
Licenciada en derecho. Jefa de unidad de causa y gestión en Irapuato 
Guanajuato. 
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Lic. Christian Maribel Sánchez Cornejo 
Jefa de unidad de causa en Irapuato, Guanajuato. Licenciada en 
derecho por la Universidad de León, plantel Irapuato 
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Juez y Magistrado del Supremo Tribunal de Justicia del estado de 
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Magistrado y Presidente del Supremo Tribunal de Justicia. Rector de la 
Universidad de Guanajuato. Licenciado en Derecho por la Universidad 
de Guanajuato. 


Lic. Eugenio Trueba Olivares + 
Presidente del Supremo Tribunal de Justicia. Rector de la Universidad 
de Guanajuato. Licenciado en Derecho por la Universidad de 
Guanajuato. 
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Secretario instructor en el Segundo Tribunal Laboral Federal de 
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Derecho por la Universidad de Guanajuato. 


/ 


E 


Y 


Lic. Guillermo Solorio Bracamonte 
Facilitador penal del Poder Judicial de Guanajuato. Maestro en 
criminología por la Universidad San Pablo. Licenciado en derecho por la 
Universidad Autónoma de Guadalajara. 


Mtro. Jesús Javier Palafox Daniel 
Maestría en Derecho Constitucional y Administrativo por la 
Universidad de la Salle. Especialista en Amparo. Licenciado en Derecho 
por la Universidad de León. Diplomado en Gestión Documental y 


Administración de Archivos por la Universidad de Guanajuato. Jefe de 


la unidad de resguardo del archivo de concentración, sede León 


Lic. José Francisco Lara Rodríguez 
Juez cuarto civil de partido en Irapuato y Ombudsperson del Poder 
Judicial del Estado de Guanajuato. 


y Lic. Josué Arias Sánchez 
; 0 Licenciado en derecho por la universidad de Guanajuato. Secretario 
Ne laboral en el estado de Guanajuato. 

Se 
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Lic. Katia Caballero 
Jefa de unidad de causa de oralidad penal en Guanajuato, capital. 
Licenciada en derecho por la Universidad de Guanajuato. 


Lic. Laura Nallely Sandoval Mújica 
Licenciada en derecho y egresada de la maestría en ciencias jurídico 


6 penales de la Universidad de Guanajuato, México. Abogada postulante. 


Lic. Laura Patricia Espinosa Ortiz 
Licenciada en derecho 


Mtra. Edna Aguilar Domínguez 
Exsubprocuradora de derechos humanos en Irapuato, Guanajuato. 
Master en derechos humanos por la universidad de Alcalá de Henares. 
Licenciada en derecho por la Universidad de Guanajuato. 


2 Lic. Thalía Eneida Barrientos Juárez 
4 


Licenciada en derecho por la Universidad de Guanajuato, con estudios 
terminados en la maestría en Ciencias Jurídico Penales. Asesor jurídico 
público. 


de 


) 
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Consejera del Poder Judicial del estado de Guanajuato. Exdirectora 
de gestión de oralidad. Exmagistrada penal del Supremo Tribunal de 
Justicia en el Estado de Guanajuato. Licenciada en derecho por la 
universidad de Guanajuato. 


LSIA Sandra Lorena Guevara López 
Licenciada en sistemas de información administrativa por la 
universidad de Guanajuato. Coordinadora de correspondencia y 
archivos de trámite del archivo del poder judicial del estado de 
Guanajuato. 


M. en H. Luis Ernesto Camarillo Ramírez 
Maestro en Historia, Investigación Histórica por la Universidad de 
Guanajuato. Licenciado en Historia por la Universidad de Guanajuato. 
Actualmente estudia el doctorado en Artes en la División de 
Arquitectura Arte y Diseño de la Universidad de Guanajuato, Camus 
Guanajuato. Jefe del archivo histórico del archivo del poder judicial del 
estado de Guanajuato. 


Magistrado Eloy Zavala Arredondo 
Magistrado supenumerario del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Maestro en Justicia familiar por la Escuela 
de estudios e investigación judicial del poder judicial del estado de 
Guanajuato. Especialista en notaría pública por la Universidad de 
Guanajuato. Licenciado en derecho por la Universidad Quetzalcóatl de 
Irapuato, Guanajuato. 


24 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 
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Universidad de Guanajuato. Licenciado en Derecho por la Universidad 
de Guanajuato. 


Magistrado Roberto Ávila García 
Magistrado propietario de la novena sala civil del supremo tribunal de 
justicia del estado de Guanajuato. Maestro en fiscal por la universidad 
de Guanajuato y en justicia familiar por la escuela de estudios e 
investigación judicial del poder judicial del estado de Guanajuato. 
Licenciado en derecho por la universidad de Guanajuato. 


MCJP. Claudia Araceli Jiménez González 
Licenciada en Derecho con mención honorífica por la Universidad 
Autónoma de Aguascalientes. Maestra en Ciencias Jurídico Penales 
por la Universidad de Guanajuato. Investigadora y abogada postulante. 


MJA Carlos Sosa Pinzón 

Maestro y especialista en justicia administrativa por el instituto 
de justicia administrativa. Licenciado en historia en la facultad de 
filosofía y letras de la universidad de Guanajuato y la universidad de 
Granada, España. Miembro de número del Colegio de Historiadores 

de Guanajuato desde 2005. Estudiante del doctorado en Derecho 

Civil por el Centro de Estudios Superiores en Ciencias Jurídicas y 
Criminológicas. Subdirector de archivos de concentración e histórico 

del archivo del poder judicial del estado de Guanajuato 
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Santa Fe 


Lic. Rafael Rosado Cabrera 
Licenciado en derecho por la Universidad de Guanajuato. Asistente de 
investigación de la unidad académica de investigaciones jurídicas del 
poder judicial del estado de Guanajuato. 


3 
Mtra. Rocío Laura Torón Hernández 
Abogada postulante especialista en derecho penal y sistema penal 


acusatorio por la Escuela Libre de Derecho. 


Mtra. Rosa María Reyes Nicasio 
Abogada postulante y maestra en Derecho, por la Universidad La Salle 
Bajío. 


Mtro. Abraham Rivera Rodríguez 
Maestro en Filosofía de la Ciencia por la UAZ. Licenciado en historia 
por la Universidad de Guanajuato. Miembro de la red de historia de 
la ciencia CERO MAYA coordinada por la UNAM y de la red de la 
historia del doctor Carlos Barros de España. 
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Mtro. Arturo de Villanueva Martínez Zurita 
Subprocurador especializado en la investigación de delitos de 
trascendencia social del estado de Oaxaca. Máster en Argumentación 
Jurídica por la Universidad de León, España. Especialización en 
Testifical desde el razonamiento probatorio y psicológico del testimonio 
por la Universidad de Girona, España. Estudios concluidos de doctorado 
con perspectiva en Derecho Penal. 


Juez Mtro. Mauricio Wilfrido Cruz Navarrete 
Juez de control y enjuiciamiento en Morelia, Michoacán. Maestro en 
derecho constitucional y derechos humanos. Licenciado en derecho por 
la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo. 


Mtro. Everardo Rodríguez Durón 
Maestro en justicia constitucional por la Universidad de Guanajuato. 
Investigador y docente universitario. Licenciado en derecho por la 
Universidad Autónoma de Aguascalientes. 


Mtro. Francisco Aguilera Troncoso 0 


Estado de na Licenciado en derecho por la Universidad de 
Guanajuato, México. 


Mtro. Israel González Ramírez 
Secretario proyectista de la segunda sala penal del supremo tribunal 
de justicia del Estado de Guanajuato. Licenciado en derecho por la 
Universidad de Guanajuato. Maestro en derecho procesal penal por el 
instituto de estudios superiores en derecho penal. Maestro en derecho 
procesal judicial por la escuela judicial de Guanajuato. 
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Abreviaturas, siglas y latinismos empleados 


causa petendi 
CPEUM 


Cfr. 

C.P. 

Dr. (Jur.) 

ed. 

Lic. 

LEP 

Mtro. (a) 
M.F. 
passim. 

plus petitio 
p (pp.) 
SCJN 

sine qua non 
Vid. (vid in extenso) 


Fundamento de la acción 
Constitución política de los Estados 
Unidos Mexicanos 

Confrontar 

Contador Público 

Doctor (en derecho) 

edición 

Licenciado (Licenciada) 

Licenciado en pedagogía 

Maestro (Maestra) 

Maestro (Maestra) en fiscal 

en varias partes 

pedido en demasía 

página (páginas) 

Suprema corte de justicia de la nación 
sin la cual no 

Ver (ver ampliamente) 


31 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


32 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Presentación 


a unidad académica de investigaciones jurídicas del poder judicial de Guanajuato 
México, desde su aparición el 12 de septiembre de 2017, produce resultados de 
investigación científica jurídica aplicada. 


La evidencia está en 4 diferentes publicaciones de difusión trimestral, 3 
fundadas por la propia unidad académica: Memoria Jurídica, Mentes Penales, 
Pensamientos de Derecho Civil y Procesal Civil y otra más que mudó de ser el boletín 
a la actual Gaceta del poder judicial. 


Pero la diversidad y la cantidad de publicaciones hicieron que el material de 
consulta, esté disperso y, si bien se pueden buscar electrónicamente en la plataforma 
digital, debe existir un mejor medio que facilite la consulta. 


De ahí que se reunieron todos los textos y se reordenaron en el compendio 
temático de investigaciones jurídicas del poder judicial de Guanajuato. 


Adicionalmente, la colección permitirá hilvanar el conocimiento pasado con el 
presente. En el entendido de que los textos remasterizados, porregla general, implican 
una evolución. 


Los contenidos jurídicos envejecen y pierden vigencia ya sea por modificación 
de la ley o por una nueva teoría o incluso por el estilo de redacción. 
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La vida de un texto, inicia con una larga planeación, se selecciona el tema, se 
corrige, se re - corrige, se maqueta, se produce un dummy, se buscan errores y cuando 
está listo se publica. Sin embargo, pese al largo y muchas veces complicado proceso 
de creación, puede tener una vida efímera y puede agonizar rápido, quedándose en el 
máximo olvido, aunque sea importante y de calidad. 


De ahí, que los textos deben conservarse, actualizarse y mejorarse. 
Remasterización que deben hacer los propios autores y, si no es posible, su sucesor 
intelectual, alguien de su estirpe, genealogía o de similares ideas jurídicas. 


De tal suerte, el compendio resulta un organizador de diferentes temas 
jurídicos, de diferentes materias y diferentes autores; a fin de que los resultados 
de la investigación sirvan de base para otras futuras, que racionalmente no deben 
comenzar de cero, sino perfeccionar lo hecho en el pasado. 


Su formato emula las enciclopedias temáticas y se reúnen en dieciséis tomos 
desde la letra A a la Z, que serán actualizados periódicamente y que constituye una 
porción importante de la creación intelectual del poder judicial de Guanajuato. 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


Guanajuato, Guanajuato. Diciembre de 2023 
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El derecho de acceso a la información pública 
gubernamental ¿un servicio público? 


MJA. Carlos Sosa Pinzón 
Introducción 


| 25 septiembre de 2020, el periódico Correo publicó una nota con el titular: 
“Tira SCJN cobros por acceso a información”. En el texto, el diario sintetiza 
el comunicado de la SCJN,* en el que refiere que el Pleno de dicho órgano 


Comunicado de Prensa No. 179/2020 de la SCJN 


Ciudad de México, a 24 de septiembre de 2020 


INVALIDA SCJN PRECEPTOS DE LEYES DE INGRESOS DE DIVERSOS MU- 
NICIPIOS DEL ESTADO DE GUANAJUATO, POR VIOLAR EL PRINCIPIO DE 
GRATUIDAD EN EL ACCESO A LA INFORMACIÓN 


La Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), en sesión remota del Tribu- 
nal Pleno, efectuada a través del sistema de videoconferencia, invalidó las dis- 
posiciones de las Leyes de Ingresos de once municipios del Estado de Guana- 
juato, que establecían cobros por concepto de derechos en materia de acceso 
a la información, al estimar que son violatorios del principio de gratuidad, pues 
el legislador local no justificó los costos por la reproducción de la información, ni 
los cobros diferenciados, en algunos casos, por concepto de copias e impresio- 
nes. 


En el mismo expediente, el Pleno validó las disposiciones de las Leyes de In- 
gresos de catorce municipios de esa entidad, que prevén derechos por la pres- 
tación del servicio de alumbrado público, al considerar que no violan el principio 
de legalidad tributaria, ya que los elementos del tributo, entre ellos, la época de 
pago, se encuentran contenidos tanto en los mencionados ordenamientos como 
en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado. 
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invalidó las disposiciones de las leyes de ingresos de once municipios del estado de 
Guanajuato, que establecían cobros por concepto de derechos en materia de acceso 
a la información. 


Además, continúa la nota, en el mismo expediente, se validaron las disposiciones 
de las leyes de ingresos de catorce municipios de esa entidad, que prevén derechos 
por la prestación del servicio de alumbrado público.? 


Efectivamente, en enero de 2020, María del Rosario Piedra Ibarra, 
Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, promovió la acción de 
inconstitucionalidad 88/2020, demandando la invalidez de disposiciones de las leyes 
de ingresos de varios municipios del Estado de Guanajuato para el ejercicio fiscal de 
2020, publicadas el 27 de diciembre de 2019.3 


Además, la SCJN determinó que, al haberse invalidado disposiciones generales 
de vigencia anual, en lo futuro el Congreso del Estado de Guanajuato deberá 
abstenerse de incurrir en los mismos vicios de inconstitucionalidad respecto de 
las normas declaradas inválidas. 


Acción de inconstitucionalidad 88/2020, promovida por la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, demandando la invalidez de disposiciones de Leyes de 
Ingresos de diversos municipios del Estado de Guanajuato para el ejercicio fis- 
cal de 2020, publicadas en el Periódico Oficial de esa entidad el 27 de diciembre 
de 2019. 


Suprema Corte de Justicia de la Nación: Comunicados de prensa. 179/2020. 


Recurso digital disponible en https://www.internet2.scin.gob.mx/red2/comunica- 
dos/noticia.asp?id=6222. consultado el 6 de julio de 2023. 


2 Periódico Correo: Tira SCJN cobros por acceso a información. Recurso digital 
disponible en https://periodicocorreo.com.mx/tira-scjn-cobros-por-acceso-a-in- 
formacion/. consultado el 5 de julio de 2023. 


3: Página central: Prohíbe SCJN cobro de impuestos a once municipios de Gua- 
najuato. Recurso digital disponible en https://paginacentral.com.mx/2020/09/25/ 
prohibe-scin-cobro-de-impuestos-a-once-municipios-de-guanajuato/. consulta- 
do el 5 de julio de 2023. 
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Así, más allá de la reflexión en torno a la vulneración del principio de gratuidad 
del derecho de acceso a la información, se abordará la cuestión respecto de si 
efectivamente el acceso a la información es un servicio público y, en su caso, las 
implicaciones que esto tendría respecto a la prestación de este servicio por parte del 
Estado. 
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l. Aspectos metodológicos 


a reglamentación del derecho de acceso a la información, previsto en el artículo 

6* constitucional, nace casi a la par del nuevo milenio. En este sentido, las 

actividades que desarrolla el Estado para garantizar, por un lado, la preservación 
de la memoria estatal, y por el otro, los mecanismos para propiciar su publicidad, son 
un tema novedoso que no suma más de dos décadas de su efectivo ejercicio. 


Bajo esta tesitura, el desarrollo teórico-conceptual sobre los servicios que 
presta el Estado a los ciudadanos para el acceso a la información, está escasamente 
explorado, debiendo cubrirse lagunas y oscuridades mediante pronunciamientos del 
poder judicial federal, así como criterios emitidos por el Órgano Garante federal, 
mismos que, por cierto, no son vinculantes. 


En este orden de ideas, resulta pertinente reflexionar sobre si los servicios 
prestados a los ciudadanos por los archivos públicos y las unidades de transparencia 
de los órganos de gobierno, pueden conceptuarse como “servicios públicos” y, en su 
caso, si efectivamente estarían sujetos a los principios que rigen en la ministración de 
éstos por parte del Estado. 


Para precisar la naturaleza jurídica de los servicios relacionados con el acceso 
a la información pública y relacionarlos con los servicios públicos prestados por el 
Estado, se utiliza en este trabajo el método inductivo-deductivo, específicamente, 
ciñéndonos al proceso de deducción, al ir de lo general (los servicios públicos) a lo 
particular (comprobar la inclusión de los servicios de acceso a la información dentro 
de los servicios públicos), estableciendo inferencias para “empatar” lo particular 
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con lo general. Efectivamente se aborda “lo desconocido” (acceso a la información 
pública) a partir de lo conocido (servicios públicos), para concluir, desde principios 
generales, las particularidades de lo estudiado. 


Cabe señalar que existen diversas teorías acerca del servicio público, que han 
intentado explicar su naturaleza, a partir de múltiples consideraciones que se han 
elaborado en relación con el papel que el Estado juega en su prestación, la naturaleza 
de las actividades que se realizan, y los mecanismos empleados para su definición. En 
aras de encuadrar a los servicios de acceso a la información pública gubernamental 
como servicios públicos prestados por el Estado, se deberá recurrir a las teorías que 
desarrollan el concepto de “servicio público”. 


No debemos perder de vista que la conceptualización adecuada del denominado 
“servicio público”, en el derecho público moderno, resulta ser sumamente complicada, 
yendo de la mano con el desarrollo de la noción de las funciones del Estado, y del 
nuevo rol de éste en la economía, además de las concepciones sobre la regulación 
económica que se tienen en el derecho público moderno. 


La primera de las teorías que tratan de definir la naturaleza jurídica de los 
servicios públicos, es la teoría subjetiva. Basado en lo aseverado por Christian Guzmán 
Napurí, se afirma que es ”(...) servicio público aquel prestado única y directamente 
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por el Estado, como parte de la función o actividad prestacional del mismo (...)”“, 


llegando a considerar algunos autores, ”(...) que toda actividad estatal, de naturaleza 
administrativa, configura servicio público (...).5 


Bajo esta perspectiva, sigue afirmando Guzmán que ”(...) en tanto que existe 
una naturaleza prestacional de la labor del Estado, luego entonces tenemos que el 


servicio público es tal si es prestado en forma directa por las diversas entidades de la 


Administración Pública. (...)"6 


Afirma el autor limeño que ”(...) Esta noción, que tiene su origen en la Sentencia 


Blanco?, dio pie a la concepción francesa del servicio público, que manejan juristas, 


entre otros Duguit, y que de alguna manera se conserva hasta el momento (...).”? 


4 Guzmán Napurí, Christian: Las Teorías Existentes Sobre El Servicio Público, 
revista Foro Jurídico, n.* 01. Mayo 2002, 77-87. Recurso digital disponible en ht- 


tps://revistas.pucp.edu.pe/index.php/forojuridico/article/view/18267. Consultado 
el 5 de julio de 2023. 


5 Guzmán Napurí, Christian: Las Teorías Existentes... 
6 Guzmán Napurí, Christian: Las Teorías Existentes... 
7 Agnes Blanco era una mujer fue atropellada por una vagoneta de servicio pú- 


blico, que circulaba en la ciudad de Burdeos, Francia. En la sentencia de su 
demanda se determinó que por ser la vagoneta un bien que cumplía un servicio 
público la competencia del asunto era de naturaleza administrativa. Asimismo, 
se decretó sobre la directa responsabilidad del Estado en los daños causa- 
dos. La llamada “Sentencia Blanco” definió qué derecho debía aplicarse en un 
problema de responsabilidad estatal en la prestación de un servicio público, 
además de afianzó la noción de servicio público. Vid. Ortega, Luis: La Respon- 
sabilidad Civil de la Administración Pública, en revista Themis No 32, 1995, p. 


18. Recurso digital disponible en http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/themis/ 
article/view/11475/11995. consultado el 5 de julio de 2023. 


8 Guzmán Napurí, Christian: Las Teorías Existentes... 
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De esta forma, la aparición del Estado de Bienestar y del Estado Social de 
Derecho, generó la necesidad de una administración pública capaz de prestar servicios 
al gobernado.* Dichos servicios han de ser prestados por el Estado directamente, en 
virtud de su capacidad. Gradualmente, y conforme las necesidades de la población 
iban en aumento, se hizo necesario que el Estado creara entes especializados en la 
prestación de dichos servicios, permitiendo, en muchas ocasiones, la concesión de los 
servicios al capital privado, para coadyuvar a las empresas estatales, que no siempre 
eran las más eficientes. 


Así las cosas, se generó la necesidad de atraer inversión privada hacia los 
servicios públicos, lo que obligó al Estado a permitir el ingreso de capital privado 
a fideicomisos, fondos, bienes públicos y prestación de servicios públicos, a través 
de mecanismos de privatización y de otorgamiento de concesiones, dando como 
resultado, que los servicios públicos fueran prestados por particulares. Ante este 
escenario, los seguidores de la teoría subjetiva sostuvieron que la prestación la seguía 
realizando el Estado, pero de manera indirecta a través de terceros. * 


Bajo esta teoría, la realización del servicio por parte de los particulares es una 
especie de concesión. Sin embargo, en el momento en que el Estado de Bienestar 
entró en crisis, a finales de la década de 1980, cuando el sistema estatal ya no pudo 
mantener los servicios públicos, y éstos empezaron a ser privatizados, el Estado se 
vio imposibilitado para establecer mecanismos de reserva de actividades económicas, 
lo cual incluía a los servicios públicos; con lo que se posibilitó que los particulares 
pudiesen prestar servicios públicos de manera directa, estableciéndose esquemas en 
los cuales ya no podía hablarse de titularidad estatal. En este punto de inflexión 


9 Guzmán Napurí, Christian: Las Teorías Existentes... 


10 Guzmán Napurí, Christian: Las Teorías Existentes... 
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se inscribe el tema que estamos tratando, pues se analiza la posibilidad de que los 
servicios de acceso a la información sigan la sinergia de los servicios públicos y, en 
un momento dado, pudieran privatizarse bajo un esquema similar al señalado líneas 
arriba. 


Por otro lado, se tiene la teoría objetiva que, a diferencia de la teoría subjetiva, 
señala que para que una actividad sea considerada servicio público, depende de la 
naturaleza del servicio que sea prestado, no importando quién sea el ente encargado 
de la gestión del servicio, sino las características de la actividad desplegada.” 


En términos simples, bajo la óptica de la teoría objetiva, los servicios públicos 
son aquellas actividades que resultan indispensables para la colectividad al nivel de 
necesidades primordiales.*? Así pues, como dice Guzmán Napurí, “(...) el Estado debe 
necesariamente regular de manera directa la prestación del servicio público, asegurando 
la satisfacción de dichas necesidades primordiales, a través de la prestación directa 
o de la regulación de los prestadores del servicio, legal y/o administrativamente (...)”. 


En consecuencia, hay que advertir que algunas de las actividades del Estado 
han sido tenidas por indispensables para los gobernados, mientras que otras no. 
Y eso puede servir para determinar qué actividad puede concesionar el Estado, y 
cuál prestará directamente, tal como se presentó durante la pandemia del Covid-19, 
donde el estado mexicano ejecutó políticas públicas haciendo la diferenciación entre 


“servicios esenciales” y “no esenciales”?? 


11 Guzmán Napurí, Christian: Las Teorías Existentes... 
12 Guzmán Napurí, Christian: Las Teorías Existentes... 


13 Gobierno de México: Medidas de seguridad sanitaria. Recurso digital disponible 
en https: //coronavirus.gob.mx/medidas-de-seguridad-sanitaria/. consultado el 5 
de julio de 2023. 
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Por último, la teoría funcional, también conocida como concepción instrumental 
del servicio público, se basa en “(...) que la determinación de un servicio público 
como tal depende del Estado y se genera por la decisión del mismo de generar una 
intervención intensa en la actividad que se califica como tal (...)."?* La declaración de 
servicio público que haga el Estado, debe estar basada en el interés público o interés 
general. 


14 Guzmán Napurí, Christian: Las Teorías Existentes... 
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ll. Los servicios públicos 


15 


oncuerdan los doctrinarios y estudiosos del derecho administrativo de distintos 
países, que en la definición del concepto de “servicio público” no se ha logrado 
un consenso. !* 


“(...) no debe sorprender que el término “servicio público” pueda tener distintos 
significados en el derecho comparado entre países, al punto que una actividad 
considerada servicio público en un país, deja de serlo en otro. Incluso el concep- 
to puede variar en un mismo país a través del tiempo, de modo que el término 
puede hacer referencia a actividades distintas en cada etapa o período. (...)” 


Rozas Balbontín, Patricio y Hantke-Domas, Michael: Gestión pública y servicios 
públicos. Notas sobre el concepto tradicional de servicio público. Serie Recur- 
sos naturales e infraestructura. ONU-CEPAL. Santiago de Chile, 2013, p. 35. 
Recurso digital disponible en https://www.cepal.org/sites/default/files/publica- 
tion/files/6366/LCL3648_es.pdf. consultado el 5 de julio de 2023. 

“(...) Conviene enfatizar que la configuración y el diseño de la noción de ser- 
vicio público se han visto afectados seriamente por un problema de carácter 
semántico, cuya consecuencia consiste en denominar de distinta manera una 
misma actividad; por tal motivo, lo que para unos autores es servicio público, 
para otros viene a ser función pública o cometido esencial, que con esos y otros 
nombres llaman a una misma actividad, sin ponerse de acuerdo en ese “diálogo 
de sordos” a que se refiere Marcel Waline, en el que “no hay posibilidad de en- 
tendimiento cuando cada uno de los que discuten da diferente significado a las 
mismas palabras”. 


[..] 

Un análisis somero de los conceptos de servicio público propuestos por diver- 
sos autores pone de manifiesto la discrepancia existente en la doctrina acerca 
del criterio para determinar el carácter público de un servicio, porque, para unos, 
el acento público lo pone el órgano a cuyo cargo corre su prestación, pues, a 
su juicio, sólo los órganos públicos pueden gestionar tal servicio; para otros, el 
calificativo público lo aporta el régimen jurídico exorbitante del derecho privado 
a que se somete el procedimiento de su organización y funcionamiento. 


Empero, no termina ahí el disenso, porque no son pocos los que rechazan am- 
bos criterios definitorios del carácter público del servicio, porque, en su opinión, 
tal rasgo lo habrá de imprimir el objeto del mismo, o como proponen otros, su 
finalidad, su telos, o, en fin, su reconocimiento por la ley; diferencia doctrinaria 
que permite hablar del criterio orgánico, del formal, del funcional, del técnico, 
del jurídico, y del legal, entre otros, aun cuando, en algunos casos, dos o más 
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Así, se parte de la noción de que los servicios públicos son un derecho humano. 


Y, adelantándose a la disertación, el derecho de acceso a la información pública 


también lo es, con lo que se tendría entonces, que los derechos humanos y el quehacer 


de la administración pública están estrechamente vinculados y correlacionados. 


Por otra parte, los derechos humanos, en tanto derechos inherentes a 


la persona, suponen un derecho respetuoso de la misma; protegen la igualdad, la 


libertad, y procuran el acceso a satisfactores indispensables para el desarrollo del 


individuo, complementándose con la declaración sobre el progreso y el desarrollo en lo 


social.*$ Luego entonces, tenemos que el Estado tiene a su cargo la prestación de los 


16 


denominaciones se refieren a un mismo criterio (...)” 


Fernández Ruiz, Jorge: Derecho Administrativo. INEHRM-UNAM-/IJ. México. 
2016, pp. 220, 222-223. Recurso digital disponible en https://archivos.juridicas. 
unam.mx/www/bjv/libros/9/4455/16.pdf. consultado el 5 de julio de 2023. 


“(...) Los Derechos Humanos son el conjunto de prerrogativas sustentadas en 
la dignidad humana, cuya realización efectiva resulta indispensable para el de- 
sarrollo integral de la persona. Este conjunto de prerrogativas se encuentra es- 
tablecido dentro del orden jurídico nacional, en nuestra Constitución Política, 
tratados internacionales y las leyes. 


Los derechos humanos son derechos inherentes a todos los seres humanos, 
sin distinción alguna de nacionalidad, lugar de residencia, sexo, origen nacional 
o étnico, color, religión, lengua, o cualquier otra condición. Todos tenemos los 
mismos derechos humanos, sin discriminación alguna. Estos derechos son in- 
terrelacionados, interdependientes e indivisibles. 


Los derechos humanos universales están a menudo contemplados en la ley 
y garantizados por ella, a través de los tratados, el derecho internacional con- 
suetudinario, los principios generales y otras fuentes del derecho internacional. 
El derecho internacional de los derechos humanos establece las obligaciones 
que tienen los gobiernos de tomar medidas en determinadas situaciones, o de 
abstenerse de actuar de determinada forma en otras, a fin de promover y pro- 
teger los derechos humanos y las libertades fundamentales de los individuos o 
grupos. (...)” 

Comisión Nacional de Derechos Humanos: ¿Qué son los derechos humanos?. 
Recurso digital disponible en https://www.cndh.org.mx/derechos-humanos/ 
que-son-los-derechos-humanos*t:—:text=Los%20Derechos%20Humanos%20 
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servicios públicos, que bien se pueden concebir, muchos de ellos, como derechos de 
los individuos, equiparables a derechos humanos, tal es el caso del derecho al agua, a 
la salud, a la educación, a la seguridad pública, entre otros. 


Los servicios públicos pues, son un género, en el cual están incluidas 
diferentes especies, entre otras, la seguridad, la justicia, la salud, la educación, 
las telecomunicaciones y los servicios públicos domiciliarios. Así las cosas, Sergio 
Roberto Matías-Camargo dice que: 


*(...) se entiende por servicio público toda actividad organizada 
tendiente a resolver necesidades de interés general, colectivas o públicas 
de la población, en forma regular, continua y obligatoria, de acuerdo con 
un régimen jurídico especial de derecho público, con la participación 
activa de la Administración Pública en la prestación directa, en su 
regulación y control. Los servicios públicos son aquellas actividades que 
satisfacen necesidades colectivas, generalmente esenciales, que deben 
ser ofrecidos en forma universal, obligatoria, continua y en condiciones 


de igualdad y calidad, a toda la comunidad. (...)" *? 


Se puntualiza que los servicios públicos, son definidos por el profesor Martínez 
López-Muñiz, citado por Rozas Balbotín y Hanke-Domas, como: 


son%20el,desarrollo%20integral/20de%20la%20persona. £text=Todos%20 
tenemos%20los%20mismos%20derechos%20humanos%2C%20sin%20discri- 
minaci%C3%B3n%20alguna. consultado el 6 de julio de 2023. 


17 Matías-Camargo, Sergio Roberto: La teoría del servicio público y las telecomuni- 
caciones, en revista Diálogos de Saberes, n.* 38. Junio de 2013. Recurso digital 
disponible en https://doi.org/10.18041/0124-0021/dialogos.38.2013.1828.2013 
consultado el 6 de julio de 2023. 
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“(...) aquellas actividades prestacionales de bienes y servicios a los 
ciudadanos de carácter vital o básico para la satisfacción o el ejercicio de 
los derechos fundamentales y el consiguiente desarrollo de una vida digna, 
mínimamente acorde con las condiciones espacio-temporales del desarrollo 
o del progreso social, y que, por ello, no pueden dejar de tener un destino 
universal y ser efectivamente accesibles a todos en condiciones básicas de 
igualdad, asegurándose su suficiente regularidad y continuidad, bajo unos 
patrones de calidad determinados, con adaptación progresiva a la evolución 


técnica y a los cambios sociales (...)”. 18 


Así pues, se tiene que en esta definición de “servicio público”, encontramos 


algunos conceptos clave que vale la pena destacar: 


18 


e Esuna actividad prestacional de un servicio a los ciudadanos. 

e Es de carácter vital o básico, para la satisfacción o el ejercicio de los 
derechos fundamentales. 

e  Conllevan el desarrollo de una vida digna, mínimamente acorde con las 
condiciones espacio-temporales del desarrollo o del progreso social. 

e Tienen un destino universal, y son efectivamente accesibles a todos en 
condiciones básicas de igualdad. 

e Debe asegurarse su suficiente regularidad y continuidad. 

e Debe someterse a ciertos patrones de calidad determinados. 

e Y tener una adaptación progresiva a la evolución técnica y a los cambios 
sociales. 


Además, Jorge Fernández Ruiz señala que: 


Rozas Balbontín, Patricio y Hantke-Domas, Michael: Gestión pública y... p. 34 
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“(...) En opinión generalizada de la doctrina, el servicio público está 
investido de ciertos caracteres jurídicos esenciales, sin los cuales se 
desnaturaliza o desvirtúa, por cuya razón el Estado tiene la obligación de 
asegurar que dicho servicio revista tales rasgos distintivos o caracteres 
esenciales, para garantizar la idónea satisfacción de la necesidad de 
carácter general que trata de satisfacer [...] Existe consenso doctrinario 
de que los caracteres jurídicos esenciales del servicio público son la 
generalidad, la igualdad, la regularidad y la continuidad; algunos 
autores agregan la obligatoriedad, otros la adaptabilidad; no falta quien 


mencione la permanencia y, alguien más, la gratuidad (...)”.** 


Así pues, además de lo antes mencionado, el ya citado autor señala como 


caracteres esenciales: 


e  Lageneralidad 

e  Laigualdad 

e  Laregularidad y 

e  Lacontinuidad 

e Considera también la adaptabilidad 
e  Lapermanencia 

e  Lagratuidad 


Para redondear, y retomando nuevamente a Fernández Ruiz, se entiende por 


generalidad el que todos los habitantes tengan derecho a usar los servicios públicos, 


de acuerdo a las normas que los rigen; es decir, de acuerdo con su forma, condiciones 


y limitaciones. La /gualdad se refiere a que todos los habitantes tienen derecho a las 


19 


Fernández Ruiz, Jorge: Derecho Administrativo... p. 228 
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prestaciones en igualdad de condiciones, si cumplen con los requisitos determinados 
por la ley. En tanto a la regularidad, entendemos que el servicio debe realizarse de 
acuerdo a las condiciones establecidas por la Ley, es decir, medir, ajustar o computar 
el servicio por comparación o reducción. El servicio debe manejarse conforme a 
reglas. Respecto de la continuidad, se tiene que el servicio no debe interrumpirse. 
La adaptabilidad consiste en la posibilidad de modificar la regulación del servicio 
público, a efecto mejorar las condiciones del servicio y de aprovechar los adelantos 
tecnológicos; esto es, la capacidad de transformar el régimen del servicio, que los 
medios y procedimientos sean públicos y se sometan a un régimen jurídico especial; 
la permanencia se refiere a que el servicio público debe existir en tanto subsistan las 
necesidades públicas para cuya satisfacción fue creado; y la gratuidad del servicio, 
referido a que debe ofrecerse al público sin la idea de lucro. Y por último, en cuanto 
a la obligatoriedad, se entendería el deber que tienen las autoridades encargadas de 
prestar el servicio.?% 


Por lo pronto, únicamente se apunta, y se retomarán más adelante, pero como 
ya podrá intuirse, cada una de las características mencionadas parecen encuadrar 
con el espíritu del derecho de acceso a la información. 


20 Fernández Ruiz, Jorge: Derecho Administrativo... pp. 228-231. 
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111.- El Derecho de Acceso a la Información 


n cuanto al derecho a la información se refiere, Jorge Carpizo McGregor, citado 

por el ministro Sergio Salvador Aguirre Anguiano, lo expone de la siguiente 

manera: ”(...) El derecho a la información es una “garantía social” cuyo titular 

es la sociedad; este derecho significa que la información no se manipule, sea objetiva, 

no se deforme y contribuya a dar opciones a la decisión política del ciudadano y la 
enriquezca (...)".21 

En este orden de ideas, se puede deducir que el derecho a la información se 

puede concebir como una facultad, en la que la sociedad, en su conjunto, es la titular 

de la misma, y por lo tanto, es una garantía social. Entendiendo a la sociedad como un 

conjunto de individuos que, dentro de su participación política y de convivencia, dan 

dinamismo al fenómeno social, provocando cambios sustanciales en la vida política 

del país; y, por otro lado, a la información como el motor de la participación de la 

ciudadanía, que dará cauce a sus expectativas, a la luz del derecho a la información. 


Así las cosas, tenemos que el derecho a la información se convierte en una 
garantía social, cuando los ciudadanos o gobernados, en su conjunto, necesitan de 
cierta información en poder del Estado para la correcta toma de decisiones, no sólo 
políticas, sino también de trámites y servicios que brinda el Estado. 


21 Suprema Corte de Justicia de la Nación: Sesión privada del pleno de la Supre- 
ma Corte de Justicia de la Nación, celebrada el martes veintidós de febrero de 
dos mil, en El derecho a la información. Serie Debates. No. 26. Suprema Corte 
de Justicia de la Nación. México. 2000, p.13. Recurso digital disponible en ht- 
tps://sistemabibliotecario.scin.gob.mx/sisbib/CST/36214/36214.paf. Consultado 
el 6 de julio de 2023. 
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Bajo esta premisa, este derecho cobra auge, y requiere de su delimitación a 
partir del surgimiento de la llamada sociedad de la información, así como del desarrollo 
de los diversos medios de comunicación. Es esa parte de la sociedad, la que desea 
estar informada, que está, en su conjunto, ejerciendo ese derecho; ya sea porque se 
encuentre en su calidad de elector, de profesional de la información, o de ciudadano 
interesado en la vida pública. 


Se tiene pues que, el nacimiento del derecho a la información, se dio a partir 
de ciudadanos que sintieron la necesidad de informar y ser informados, dando origen 
de manera aislada, pero progresiva, a las diversas libertades que conforman este 
derecho (la libertad de imprenta, libertad de expresión, libertad de opinión, libertad 
de prensa). Asimismo, al momento en que se le reconocen a la sociedad sus legítimas 
demandas de supervisar las acciones de gobierno, se convierte en titular del derecho 
a la información. Su ejercicio inicia desde que la propia sociedad es receptora de 
información sobre los asuntos de su gobierno, por cualquier medio que ésta se emita. 


Además, esta garantía social es también una garantía individual, pues antes, 
por “garantía social”, se entendía como aquella que protegía a un gremio determinado, 
por más amplio que éste fuera, por ejemplo, los campesinos y los trabajadores, y había 
toda una legislación protectora al respecto. Hoy se dice: “Es una garantía social” ... 
en donde el colectivo es toda la sociedad. Bueno, creo que definir a una garantía nada 
más así como “garantía social”, es prácticamente no decir nada, es como decir: “Todo 
individuo tendrá el derecho de que se le garantice...”, y de lo que estamos hablando 
es de una “garantía individual”, esto es, esta garantía es de tal amplitud, y de tal 
ambivalencia, que no creo que valga la pena insistir sobre esta materia.?? 


22 Suprema Corte de Justicia de la Nación: Sesión privada del pleno... p.42. 
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Retomando nuevamente las ideas del ya citado ministro Aguirre Anguiano, 
tenemos que: 


“(...) el derecho a la información se trata de una “garantía individual” 
y no de una “garantía social”. Se trata de una “garantía individual” 
porque está dirigida a todos los mexicanos, a todos los habitantes 
de la República Mexicana, sin distinción de clase, rango o actividad 
alguna; no es un derecho que rija a campesinos, para trabajadores o 
para alguna clasificación especial de gobernados, sino que rige para 
todos los individuos (...)".2 

En este sentido, tendríamos que, el derecho a la información colmaría el primer 
carácter esencial de un servicio público, referido por el doctor Fernández Ruíz, que es 
la generalidad. 


Abonando a lo anterior, tenemos que el maestro José Guadalupe Robles señala 
que: 


(...) el derecho a la información es un derecho fundamental tanto de 
carácter individual como colectivo, cuyas limitaciones deben estar 
establecidas en la ley, así como su garantía de que la información 
sea trasmitida con claridad y objetividad, por cuanto a que es un bien 
jurídico que coadyuva al desarrollo de las personas y a la formación de 
opinión pública de calidad para poder participar y luego influir en la vida 
pública (...).2 


23 Suprema Corte de Justicia de la Nación: Sesión privada del pleno... p.15 


24 Robles Hernández, José Guadalupe: Derecho de la información y comunicación 
pública. Universidad de Occidente. México. 2004; p. 73. 
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Por otra parte, de la lectura de la acción de inconstitucionalidad 88/2020, y 
de un ejercicio de contraste entre lo dispuesto por la Constitución política de nuestro 
país, con relación a los principios que rigen el derecho de acceso a la información, se 
tiene que uno fundamental es el de gratuidad. 


Textualmente, la promoción hecha por el la Procuraduría de los Derechos 
Humanos, señala que: 


“(...) Ello pues, como se explicó previamente, a diferencia de otros 
servicios prestados por el Estado, tratándose del ejercicio del derecho 
de acceso a la información, impera el principio de gratuidad, conforme 
al cual únicamente puede recuperarse el costo derivado del material 
de entrega, el del envío, en su caso, y el de su certificación; cualquier 
cobro debe justificarse por el legislador, a efecto de demostrar que no 
está grabando la información. (...)” 


Continúa el mencionado documento: 


“(...) Lo anterior, dado que los preceptos controvertidos se encuentran 
insertos en los títulos relativos a los “derechos” de los respectivos 
ordenamientos municipales mencionados de los cuales el Pleno 
de ese Máximo Tribunal Constitucional ha sostenido que son las 
contraprestaciones que se pagan a la hacienda pública del Estado, como 
precio por los servicios de carácter administrativo prestados por sus 
poderes y dependencias a las personas determinadas que los soliciten 


(.) 
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En este orden, para que las cuotas que se tengan que cubrir, en razón 
a derechos por servicios prestados por el Ente público, observen el 
principio de proporcionalidad de las contribuciones reconocido en la 
Norma Fundamental, es necesario que dicho cobro sea acorde al costo 
que representó para el Estado y que sean fijas e iguales para todas 
las personas que se beneficien por el mismo servicio, premisa que se 
sustenta con el siguiente criterio jurisprudencial sostenido en la tesis 
P.IJ. 3/98 por el Pleno de ese Alto Tribunal, que a la letra establece: 


“DERECHOS POR SERVICIOS. SUBSISTE LA CORRELACIÓN ENTRE 
EL COSTO DEL SERVICIO PÚBLICO PRESTADO Y EL MONTO DE LA 
CUOTA. No obstante que la legislación fiscal federal, vigente en la 
actualidad, define a los derechos por servicios como las contribuciones 
establecidas en la ley por los servicios que presta el Estado en sus 
funciones de derecho público, modificando lo consignado en el Código 
Fiscal de la Federación de 30 de diciembre de 1966, el cual en su 
artículo 30. los definía como “las contraprestaciones establecidas por 
el poder público, conforme a la ley, en pago de un servicio”, lo que 
implicó la supresión del vocablo “contraprestación”; debe concluirse 
que subsiste la correlación entre el costo del servicio público prestado 
y el monto de la cuota, ya que entre ellos continúa existiendo una 
íntima relación, al grado que resultan interdependientes, pues dicha 
contribución encuentra su hecho generador en la prestación del servicio. 
Por lo anterior, siendo tales características las que distinguen a este 
tributo de las demás contribuciones, para que cumpla con los principios 
de equidad y proporcionalidad que establece la fracción IV del artículo 
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31 constitucional, debe existir un razonable equilibrio entre la cuota 
y la prestación del servicio, debiendo otorgarse el mismo trato fiscal 
a los que reciben igual servicio, lo que lleva a reiterar, en lo esencial, 
los criterios que este Alto Tribunal ya había establecido conforme a 
la legislación fiscal anterior, en el sentido de que el establecimiento 
de normas que determinen el monto del tributo atendiendo al capital 
del contribuyente o a cualquier otro elemento que refleje su capacidad 
contributiva, puede ser correcto tratándose de impuestos, pero no de 
derechos, respecto de los cuales debe tenerse en cuenta ordinariamente 
el costo que para el Estado tenga la ejecución del servicio; y que la 
correspondencia entre ambos términos no debe entenderse como en 
derecho privado, de manera que el precio corresponda exactamente 
al valor del servicio prestado, pues los servicios públicos se organizan 
en función del interés general y sólo secundariamente en el de los 
particulares(...)”.2 

Como se puede advertir, además de que reiteradamente se plantea que el 
derecho de acceso a la información sería al menos un “servicio prestado por el estado”, 
al señalarse tarifas y derechos para el acceso a la información, y considerando que 
la tarifa es la disposición reglamentaria que fija el monto de la renta pagada por 
el particular usuario de un servicio público, tendríamos entonces que, tanto para la 
Procuraduría de los Derechos Humanos, como institución promotora y protectora de 
los derechos humanos, como para la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como 


25 Comisión Nacional de Derechos Humanos: Acción de inconstitucionalidad 
88/2020. pp. 14, 17, 19, 20. Recurso digital disponible en https://www.cndh.org. 
mx/documento/accion-de-inconstitucionalidad-882020. Consultado el 6 de julio 
de 2023. 
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intérprete de la norma y organismo encargado de resolver la controversia que se 
comenta, se acepta que el derecho a la información se erige, además de un derecho 
humano, como en servicio público. 


Sólo por mencionarlo, se considera en la controversia que el ejercicio del 
derecho de acceso a la información pública, por regla general, debe ser gratuito, 
y excepcionalmente pueden realizarse cobros por los materiales utilizados en 
la reproducción de la información, del costo de envío, en su caso, y el pago de la 
certificación de los documentos, cuando proceda. 
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Conclusiones: ¿Archivos y Unidades de Acceso a la Información 
Pública, brindan un servicio público? 


enciona la Organización de los Estados Americanos que ”(...) El acceso a 
la información es una herramienta fundamental para la construcción de 
ciudadanía, pues a través de ella, en los últimos años, se han consolidado 
sistemas democráticos cada vez más asentados y robustos, gracias a la activa 


participación de sus ciudadanos en asuntos de interés público (...)"28, 


Así, el acceso a la información es una herramienta que concuerda a la perfección 
con las expectativas que genera una sociedad democrática. A través de ella, es posible 
custodiar los derechos individuales y colectivos, así como prevenir abusos de parte 
del Estado, luchar contra males sociales como la corrupción, el autoritarismo o los 
gobiernos autocráticos. De igual forma, el acceso a la información es particularmente 
útil para el ejercicio enterado de otros derechos, como los derechos políticos o 
los derechos sociales y económicos. Además, puede ser un coadyuvante para la 
protección de sectores sociales marginados o excluidos, cuyo acceso a mecanismos 
de información sistemáticos y seguros, que les permitan conocer el alcance de sus 
derechos y la forma de hacerlos efectivos, se ve notoriamente disminuido. 


26 Organización de los Estados Americanos: El derecho de acceso a la información 
en el marco jurídico interamericano. Relatoría Especial para la Libertad de 
Expresión. OEA/Ser.L/V/Il CIDH/RELE/INF. 1/09. 30 diciembre 2009. Recurso 
digital disponible en  http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/ 
acceso/marcos%20comparados/el%20acceso%20a%20la%20informacion%20 
en%20las%20americas%202012%2005%2007.doc. Consultado el 6 de julio de 
2023. 
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Por otra parte, como asevera Muñoz-Camargo, ”(...) Las garantías político- 
jurídicas son la existencia de un régimen estatal realmente democrático, en donde 
los ciudadanos participen decisivamente en la conformación y ejercicio del poder 
político en todos sus niveles. El establecimiento de un régimen jurídico garantista, que 
justicialice plenamente los derechos fundamentales de los ciudadanos, castigue a sus 
violadores y disponga de los recursos humanos, técnicos y presupuestales suficientes 
y necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 


Las garantías socioeconómicas son las de un modelo económico y social, que 
garantice a todos los ciudadanos la existencia de condiciones materiales dignas y la 
satisfacción efectiva de sus necesidades materiales, síquicas y culturales. De una 
sociedad en la cual los hombres, las naciones y los pueblos se liberen de la injusticia 
social, de la pobreza y la desigualdad, en donde impere el progreso social, el desarrollo 
y el bienestar humanos y disponga de todas las posibilidades y potencialidades para 
lograr una vida libre y feliz (...)."2” 

En este sentido, es evidente que el derecho de acceso a la información es, 
amén de un derecho humano, un servicio público. Es de notar que los servicios públicos 
en general, como la educación, la salud, las telecomunicaciones, y los domiciliarios, 
atraviesan una profunda transformación, determinada por las nuevas concepciones 
ideológicas y los cambios sociopolíticos generados por las relaciones de poder del 
mundo contemporáneo, tendientes a privatizar los servicios que antes eran provistos 
por el estado o por concesionarios de éste. 


27 Matías-Camargo, Sergio Roberto: Los servicios públicos como derechos 
fundamentales, en Derecho y Realidad. Vol. 12. No. 24. Tunja, Colombia. 
2014. Recurso digital disponible en  https://doi.org/10.19053/16923936. 
v2.n24.2014,4544, Consultado el 6 de julio de 2023. 
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Partiendo de lo anteriormente mencionado, es evidente que vivimos un 
retroceso histórico, acercándonos cada vez más a la concepción del “estado 
gendarme”, volviendo a las políticas públicas del “dejar hacer y dejar pasar” a los 
capitales privados, monopolios y transnacionales, que desvirtúan principios como el 
de gratuidad de algunos servicios públicos. 


No parece lejana la posibilidad de que, igual que ha pasado con servicios 
públicos tales como la recolección de basura, transporte público, telefonía, entre 
otros, el derecho de acceso a la información pudiera ser proveído por particulares, 
primando el lucro sobre el interés público, haciendo posible el “cobro” de derechos por 
acceder a documentos e información gubernamental. 


Así pues, si tenemos que el acceso a la información es un derecho humano, 
cuyo ejercicio se materializa a través del correspondiente servicio público por 
el que se brinda la información (lo mismo que otros servicios públicos también se 
erigen en derechos humanos) ¿es legítimo el cobro de derechos por la reproducción 
de los documentos de archivo, y de la información que se entrega vía acceso a la 
información? ¿O vamos en vías de privatizar derechos humanos, al revestirlos del 
carácter de servicio público, posibilitando el cobro de tasas, tarifas y derechos? 
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La acción causal 
Juez Dr. Miguel Ángel Maricchi Carpio 


“La acción causal es una institución sustantiva compleja que se puede entender a 
través de sus aristas” 


Introducción 


a acción causal es una figura del derecho sustantivo; pero su trámite procesal, 

habitualmente ha sido confundido sobre si se debe encausar por la vía ordinaria 

civil o por la ordinaria mercantil. A pesar de lo anterior, el código de comercio 
mexicano, la doctrina, y las posturas de la suprema corte de justicia de la nación, la 
ubican en la vía ordinaria mercantil, no dejando pasar por alto que su fuente es el 
derecho civil. 


Resulta interesante el estudio de esta institución, para descubrir sus elementos 
y su naturaleza sustantiva; así como su forma adjetiva, para que el acreedor pueda 
estar en aptitud de poder realizar la petición de la acción, y que el demandado esté 
en posibilidad de oponer sus respectivas excepciones. Estas vertientes son las que se 
abordan en el presente estudio: 
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l. Acción 
e forma genérica, la acción se estudia desde dos ámbitos: 


Primero: Desde su concepción en el derecho romano, la idea de acción ”(...) 
Sirvió para designar al derecho de acudir a la autoridad judicial competente 
para pedir el reconocimiento de un derecho o la realización de uno previamente 


"m1 


reconocido (...)”". 


Segundo: ”(...) En sentido material, es decir, cual reclamación de un derecho — 
de un derecho civil obligatorio. Act/o se traduce aquí por lo que los modernos llamamos 
«pretensión» (...)”.? 


Lo cierto es que 


“(...) Acción es el derecho público cívico, subjetivo, abstracto y 
autónomo que tiene toda persona, natural o jurídica, para obtener la 
aplicación de la jurisdicción del Estado a un caso concreto, mediante 
una sentencia y a través de un proceso, con el fin (que es de interés 
público general) de obtener la declaración, la realización, la satisfacción 
coactiva o la protección cautelar de los derechos o relaciones jurídico- 
materiales, consagrados en el derecho objetivo, que pretende tener 
quien la ejercita (o la defensa de un interés colectivo, cuando se trata 
de una acción pública). (...)”3. 


1 Morineau Iduarte, Marta e Iglesias González, Román: Derecho romano. Oxford 
University Press. 4* ed. México. 2016. p 87. 

2 Iglesias, Juan: Derecho romano. Historia e instituciones. Ed. Ariel. Barcelona. 
10? ed. p. 190. 

3 Devis Echandía, Hernando: Nociones generales de derecho procesal civil. 
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II. La acción causal 


ara ser exactos en la diferenciación entre la acción causal y la cambiaria, 

debe distinguirse, en relación con la operación o negocio, cuál es directamente 

la relación fundamental, por lo que debe hacerse la distinción entre dos 
instituciones: La “causa petendi” de la pretensión cambiaría, la cual es el vínculo 
literal, autónomo y abstracto creado por la suscripción del título de crédito, y la 
“causa petitum”, que está dada por la suma de dinero precisada en el documento? 


Para María Ángeles Pérez; la acción causal, y su petición, se refieren de manera 
normal a los obligados naturales o inmediatos, vinculados entre sí por relaciones 
jurídicas extra-cambiarias, que hayan sido el origen de la letra o título-valor, cuya 
acción cambiaria no se requiere, o no se puede ejercer.* 


Con el razonamiento anterior, se colige que la acción causal tiene naturaleza 
extra-cambiaria, porque tutela el derecho del portador de la letra o título, a recibir 
su importe; pero cuyo fundamento y origen no radica en el título mismo, sino en las 
relaciones o negocios jurídicos subyacentes, ejercitable únicamente contra el sujeto 
que haya sido parte con el tenedor. 


Otro ejemplo para ilustrar qué es la acción causal, es: ”(...) La letra al igual 
que el cheque, es un medio de pago, pero a su vez, es un medio para la concesión 
de un crédito; de modo que ese crédito tiene origen en otro contrato ajeno a la letra 


Editorial Temis. Bogotá. 2? ed. pp. 217-218. 


4 Canelo Dávila, Gherman: Prescripción y caducidad en la ley de títulos valores. 
En Themis: Revista de derecho, N*. 19. 1991; p. 25. 


5 Pérez Albuquerque, María Ángeles: La acción causal. En Anuario de la Facultad 
de Derecho. Universidad de Extremadura, N* 14-15, 1996-1997; p. 462. 
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y éste es la causa de la propia letra. (..)"S. Así, se estima que la letra, o título, es 
un documento de reconocimiento de una deuda nacida del contrato causal; por lo 
tanto, es un documento de ejecución del contrato. Se dice que por encima del título, 
existe otro contrato básico, fundamental o subyacente. Esto implica que existen dos 
acciones insertas dentro del documento, como se aprecia en las siguiente graficas: 


Acción 


6 Pérez Albuquerque, María Ángeles: La acción causal... p. 462. 
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1II. Letra de cambio. Título de crédito y su causa 


n la siguiente gráfica, se explica la viabilidad de las acciones implícitas en la 
letra de cambio o título. La modalidad para el ejercicio de estas, por un lado, la 
cambiaria y por otro, la causal. 


Vencimiento 


Acción es 
da Acción causal 
cambiaria 


Pacto 


subyacente 


Fig. 
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IV. Dualidad de acciones incorporadas en un título de crédito 


ara el estudio de las acciones que se pueden intentar con el documento o título, 

se debe observar detenidamente la naturaleza de ellas, con sus consecuencias 

procesales y sustantivas, siendo preciso hacer el estudio de esta figura, como 
se expone: 


Principio de duplicidad de acciones. En virtud de este principio, parecería 
que, con el título de crédito, pueden ejercercerse, de manera independiente, cualquiera 
de las dos acciones: la cambiaria y la causal. Sin embargo, tambien se prevee el no 
abuso de acciones. Es decir, no por que exista duplicidad de acciones, se debe de 
abusar de su ejercicio. Debe tomarse en cuenta que, al interponer una acción, se 
extingue la otra; se anula una para proteger al deudor. La primera que se interpone 
elimina a la otra. 


De esta manera, se expone la diacronía para el ejercicio de las acciones 
ejecutiva y la causal, en el siguiente esquema: 


Acción ejecutiva —> Título ejecutivo —> Acción cambiaria —> Vencimiento 
Título < 


Acción causal —> Título prescrito, subsiste el pacto subyacente derivado de la obligación 


Fig.2 
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El nacimiento de la obligación entre los contratantes, ofrece la fuente y origen 
del acto jurídico que genera la relación”. Bajo este tenor, se hace evidente la existencia 
del concurso culminativo de las acciones cambiaria y causal, pero también se pretende 
evitar, de acuerdo a los principios de legalidad y seguridad jurídica implícitos en la 
norma, el abuso del derecho que el actor realizaría al ejercer las dos acciones —La 
cambiaria directa y la causal de manera simultánea— en virtud de que sólo pueden 
ejercerse de manera alternativa una u otra. Así, se determina que no existen dos 
créditos, sino sólo uno, revestido de sus posibles formas de accionar: por un lado, el 
nacido del ámbito cambiario —título de crédito- por otro, el derivado de la relación 
obligacional, pero siempre protegiendo al deudor del abuso del titular del crédito, de 
tal suerte que no puede cobrarse dos veces el mismo título. En México, opera este 
criterio y se corrobora con la siguiente tesis aislada: 


ACCION CAMBIARIA Y ACCION CAUSAL COMO POTESTADES 
PARA HACER EFECTIVO UN MISMO CREDITO MERCANTIL, 
NATURALEZA DE UNA Y OTRA. 


Conforme a los artículos 150, 151 y 152 de la Ley General de Títulos 
y Operaciones de Crédito, la acción cambiaria se ejercita en caso de 
falta de pago de un título de crédito, y se puede deducir en contra de 
cualquier obligado, para exigir el importe plasmado en el documento, 
los intereses moratorios, los gastos de protesto y demás accesorios 
legítimos. Por otra parte, en el artículo 168 de la misma Ley, se 
establece la subsistencia de la relación jurídica que dio origen a la 
emisión o transmisión de títulos de crédito, así como, de las acciones 


7 Garrigues, Joaquín: Curso de derecho mercantil. T. |. Porrúa. 9? edición. México. 
1998; p 10. 
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que deriven de dicha relación o acto jurídico, a menos que se pruebe que 
hubo novación, lo cual se traduce en la circunstancia de que el acreedor 
tenga a su favor dos acciones diferentes para hacer efectivo un mismo 
crédito. La diferencia entre una y otra, se deriva de la letra de la ley, es 
decir, será cambiaria cuando en la demanda se reúnan las condiciones 
establecidas en los artículos 150, 151 y 152 de la Ley en cita, esto es, 
cuando la reclamación del importe establecido en el documento, más 
sus accesorios legales, se fundamente única y exclusivamente en la 
emisión, y en su caso, transmisión del título de crédito, y en su falta de 
pago en los términos de ley; en cambio, la acción será causal, cuando se 
invoque como fundamento de la demanda la existencia de un concreto 
negocio jurídico, que hubiese dado origen a la emisión o transmisión 
del título de crédito, a virtud del cual, el demandado hubiese adquirido 
determinadas obligaciones, correlativas a derechos del actor, y que 
éstas hubiesen sido incumplidas.*? 


Criterio orientador, que sirve de referente para hacer efectivos los principios 
de seguridad jurídica implícitos en nuestra carta magna, dando paso a la siguiente 
pregunta obligada. 


8 Novena Época. Registro digital: 204201. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Materia(s): Civil. Tesis: XXl.20.5 C. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo ll, Septiembre de 1995, página 507. Tipo: Aisla- 
da. 
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V. ¿Cuándo debe promoverse la acción cambiaria, o cuando la 
causal? 


a pregunta surge cuando se intenta una demanda que tiene como base el 

documento o título. Derivado de lo anterior, se genera la duda sobre qué acción 

ejercer ¿la cambiaria directa o la causal?. Esto, en virtud de que el título de 
crédito contiene una duplicidad para el ejercicio de las acciones insertas en el propio 
documento. Sin embargo, es importante precisar que, por un lado, contiene una 
relación cambiaria, por el valor del título, lo que da lugar a la acción cambiaria directa, 
y a su vez, contiene una relación extra cambiaria, derivada de la obligación o acto 
jurídico, lo que da lugar a la acción causal; por lo que deberá tomarse en cuenta por 
el justiciable; si ejercita la acción derivada de conceptos cambiarios por el valor del 
título, o bien en las pretensiones basadas en el origen causal o derivado de la relación 
obligacional. Ante esta tesitura, se presenta la institución del concurso acumulativo 
de las acciones —acción cambiaria y acción causal-, la cual es un criterio sustentado 
en nuestro país en la siguiente tesis aislada: 


ACCIÓN CAUSAL. PARA SU PROCEDENCIA NO SE REQUIERE QUE 
LA ACCIÓN CAMBIARIA HUBIERA PRESCRITO O CADUCADO. 


De la interpretación del artículo 168 de la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito, se advierte que la acción causal subsiste con 
el título de crédito, lo que significa que la obligación de pago derivada 
de la causa no depende de que se encuentre vigente o no el derecho 
amparado por aquél, pues para su procedencia sólo se requiere que 
no haya sido cobrado por los motivos que la propia norma establece, 
y si bien ésta hace referencia a la extinción de la acción cambiaria 
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directa, ya sea por prescripción o caducidad, es con la finalidad de que 
el acreedor demuestre haber realizado determinados actos que dejen a 
salvo los derechos que pudieran corresponder al demandado respecto 
del título de crédito, pero no es una condición para la procedencia de 
la acción causal; por tanto, el acreedor tiene a su favor dos acciones 
diferentes para hacer efectivos los derechos que deriven del crédito 
imputado al deudor, el título de crédito o la causa que le dio origen, como 
se advierte de la tesis de jurisprudencia por contradicción número la./J. 
109/2009, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, de rubro: “TÍTULOS DE CRÉDITO. LA PRESENTACIÓN 
DEL TÍTULO SUSCRITO POR EL DEMANDADO, ADMINICULADO 
CON SU CONFESIÓN EN EL SENTIDO DE QUE LO SUSCRIBIÓ, Y 
LA NARRACIÓN DE LA RELACIÓN CAUSAL SUBYACENTE EN LA 
DEMANDA, DESPUÉS DE PRESCRITA LA ACCIÓN CAMBIARIA 
DIRECTA, SON INSUFICIENTES PARA PROBAR LA ACCIÓN CAUSAL.” 


Dicho criterio señala que, el pago de un título ejecutivo puede ser cobrado en 
la acción causal, y que no es necesaria la prescripción de la acción cambiaria directa 
para solicitar su pago, derivado de la relación obligacional. 


Esta cuestión se explica de la siguiente manera: si la acción que se pretende 
hacer valer es el pago de una obligación derivada de la causa y no del título de crédito, 
entonces, la circunstancia de que hubiera o no prescrito la acción cambiaria, no afecta 


la procedencia de aquélla, dada la autonomía del título.* 
9 Décima Época. Registro digital: 2003907. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Materia(s): Civil. Tesis: 1.110.C.26 C (10a.). Fuente: Semanario Judicial 


de la Federación y su Gaceta. Libro XXIl, Julio de 2013, Tomo 2, página 1292. 
Tipo: Aislada. 
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Sin embargo, existe otro punto de vista que señala que: ”(...) Lo que importa es 
que el proceso fundado en el contrato causal no puede iniciarse, sino después de que 
la letra haya sido impagada sin haber mediado culpa del acreedor que haya acarreado 
el perjuicio (...)'*%, dándose como presupuesto el que no se haya hecho el pago de la 
letra, ya que supondría que el documento nacido del contrato cartular se extinguió. 
Bajo esta postura, se pretende evitar la duplicidad, o el ejercicio simultáneo de las 
acciones, como forma de protección al deudor. 


Por tanto, deberá solicitarse el ejercicio la acción causal, en un proceso extra- 
cambiario, ordinario, común y declarativo, en palabras de Garrigues. 


Esta última postura es adoptada por el código de comercio en México en su 
artículo 168; el cual establece: 


Artículo 168.- Si de la relación que dio origen a la emisión o transmisión 
de la letra se deriva una acción, ésta subsistirá a pesar de aquéllas, a 
menos que se pruebe que hubo novación. 


Esa acción debe intentarse restituyendo la letra al demandado, no 
procede, sino después de que la letra hubiere sido presentada inútilmente 
para su aceptación o para su pago conforme a los artículos 91 al 94 
y 126 al 128. Para acreditar tales hechos, y salvo lo dispuesto en el 
párrafo que sigue, podrá suplirse el protesto por cualquier otro medio 
de prueba. 


10 Pérez Albuquerque, María Ángeles: La acción causal... p. 462. 
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Sila acción cambiaria se hubiere extinguido por prescripción o caducidad, 
el tenedor sólo podrá ejercitar la acción causal en caso de que haya 
ejecutado los actos necesarios para que el demandado conserve las 
acciones que en virtud de la letra pudieran corresponderle.*' 


Existe razonamiento jurisprudencial por contradicción, que expone la postura 
respecto a este criterio, como se puede observar en la siguiente tesis: 


ACCIÓN CAUSAL. SU EJERCICIO REQUIERE QUE SE SEÑALE 
CON PRECISIÓN EL NEGOCIO O LA RELACIÓN JURÍDICA QUE DIO 
ORIGEN A LA SUSCRIPCIÓN DEL TÍTULO DE CRÉDITO. 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 168 de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito, la acción causal procede cuando ha 
sido presentado inútilmente el título de crédito para su pago o cuando 
la acción cambiaria se hubiese extinguido por prescripción o caducidad; 
de tal suerte que el ejercicio de la acción causal supone que el título de 
crédito es ineficaz para hacer exigible el derecho en él incorporado y por 
tanto, el tenedor opta por reclamar el cumplimiento de la obligación que 
nació de la relación que dio origen a la emisión de dicho título, en tanto 
que éste, por las circunstancias aludidas, ha perdido su eficacia para 
intentar, únicamente con base en ese documento, el pago de la cantidad 
asentada en él. En esas condiciones, resulta claro que la procedencia 
de la acción causal requiere, indefectiblemente, que se señale con 
precisión el negocio o relación jurídica que dio origen a la suscripción 
11 Congreso de la unión. H. Cámara de diputados: Ley general de títulos y 


operaciones de crédito. Recurso digital disponible en https://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/paf/145_220618.paf. Consultado el 18 de enero de 2022. 


84 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


del título de crédito, pues sólo de esa forma se proporcionan al juzgador 
los elementos necesarios para que esté en posibilidad de determinar si 
resulta o no procedente la referida acción.?? 


12 Novena Época. Registro digital: 166530. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Materia(s): Civil. Tesis: 11l.10.C. J/48. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Septiembre de 2009, página 2783. Tipo: 
Jurisprudencia. 
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VI. ¿Cómo se trata el endoso en propiedad y la cesión del 
documento en la acción causal? 


n España, la postura legal permitida en el artículo 69 de la ley cambiaria y del 

cheque??, consiste en que el endosatario en propiedad, pueda ejercer la acción 

causal como titular de los derechos de provisión cedidos. Nuestra legislación no 
lo permite, como se expone a continuación. 


1. Endoso en propiedad 


En legislaciones como la nuestra, no se admite tal figura para accionar la 
causal, ni permite al endosatario en propiedad el ejercicio de la misma, por haberse 
perdido, con este acto de trasmisión, la titularidad de la relación obligacional natural 
entre partes. Así lo disponen los criterios orientadores de la suprema corte de justicia 
de la nación, que se transcriben a continuación: 


ACCIÓN CAUSAL. EL ENDOSATARIO EN PROPIEDAD DE UN 
TÍTULO DE CRÉDITO NO PUEDE EJERCERLA CONTRA EL 
SUSCRIPTOR ORIGINAL. 


13 Artículo sesenta y nueve. 
Si el librador, mediante cláusula inserta en la letra, declara que cede sus dere- 
chos referentes a la provisión, éstos pasan al tenedor. 
Notificada al librado la cesión, éste únicamente puede pagar al tenedor debida- 
mente legitimado, contra entrega de la letra de cambio. 
Boletín Oficial del Estado: Ley 19/1985, de 16 de julio, Cambiaria y del Che- 
que. Recurso digital disponible en  https://www.boe.es/buscar/paf/1985/ 
BOE-A-1985-14880-consolidado.pdf. consultado el 18 de enero de 2023. 
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“Del artículo 168 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito 
se advierte que la acción causal es independiente de la acción cambiaria, 
al subsistir si ésta se pierde, siempre que derive del negocio que 
originó el título de crédito o su transmisión y que no hubiera novación. 
Lo anterior, porque la emisión o transmisión de los títulos de crédito 
proviene de un negocio jurídico subyacente, lo que implica que por cada 
endoso se generan diversas relaciones jurídicas entre endosatarios y 
endosantes. Por tanto, para que el suscriptor de un título de crédito 
pueda ser demandado mediante una acción causal, es requisito que 
haya sido parte en el negocio jurídico del cual deriva dicha acción, con 
base en el principio res inter alios acta (relatividad de los contratos). 
En consecuencia, el endosatario en propiedad de un título de crédito no 
puede ejercer acción causal contra el suscriptor original, toda vez que 
éste carece de legitimación pasiva para ser demandado por el último 
tenedor, ya que no comparten una relación jurídica causal entre ellos, lo 
cual además contrasta con las acciones cambiarias, que emanan de los 
títulos de crédito que pueden exigirse contra el deudor original en la vía 
directa o contra los demás signatarios en vía de regreso.”** 


2. Cesión de derechos de los títulos. 


En la legislación mexicana, no se encuentra permitida la cesión de los derechos 
del título prescrito, ya que al acreditado sele estarían vulnerando derechos sustantivos 
y procesales, por no poder controvertir las causas de la obligación al cesionario. De ser 


14 Décima Época. Registro digital: 2005033. Instancia: Primera Sala. Materia(s): 
Civil. Tesis: 1a./J. 96/2013 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Libro 1, Diciembre de 2013, Tomo!, página 291. Tipo: Jurisprudencia. 
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este el caso, el demandado no podría alegar cuestiones personalísimas, ni excepciones 
sustantivas referentes a la causa de la obligación, contemplándose que, con la cesión 
del título prescrito, estaría perdiendo la relación directa de la causa subyacente. 
Sin embargo, en la legislación española, sí procede formular demanda causal por el 
legítimo tenedor en caso de cesión de provisiones, incluso novar la entrega de estas, 
pero también permite oponer excepciones de esta naturaleza en contra del cesionario, 
según el artículo 69 de la ley cambiaria de cheques. 
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VII. ¿Se puede elegir la acción causal siendo aún ejecutivo el 
documento? 


omo se ha mencionado en supra líneas, por la dualidad de acciones, es posible. 
Sin embargo, se tiene que atender de manera estricta a los elementos de 
acción, y a la intención del actor, por lo que se deberá tener cuidado con los 
hechos que se narran en la demanda, tomando en cuenta, la acción que se pretende 
y sus elementos, ya que existe una gran diferencia entre una acción y otra, por la 
universalidad y la naturaleza de hechos que se deben sentenciar en el caso concreto. 


Si el documento aún tiene aparejada ejecución, o tiene vigente la acción 
cambiaria directa, esta circunstancia no impide que se demande la acción causal en la 
vía ordinaria mercantil. Sin embargo, en ese caso, debe atenderse al título de crédito 
como un instrumento probatorio con calidad de privado, y debe probarse la relación 
subyacente con otros medios de prueba que sustenten la existencia de la relación 
obligacional. Pero si se pretende la ejecución aparejada contenida en el título, deberá 
promoverse la acción cambiaria directa en la vía especial ejecutiva. Todo esto se 
advierte del hecho de que no existe impedimento para iniciar un proceso en la vía 
ordinaria mercantil, en ejercicio de la acción causal, atendiendo sólo a cuestiones 
prácticas del solicitante, como se advierte en la siguiente jurisprudencia: 


VÍA ORAL MERCANTIL. PARA SU PROCEDENCIA SE DEBE 
ATENDER A LA PRETENSIÓN EFECTIVAMENTE PLANTEADA 
POR EL ACTOR, AUN CUANDO ACOMPAÑE A SU DEMANDA UN 
TÍTULO EJECUTIVO MERCANTIL. 
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La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia la. /J. 61/2016 (10a.) de rubro: “CRÉDITOS CON 
GARANTÍA REAL. EL ARTÍCULO 1055 BIS DEL CÓDIGO DE COMERCIO, 
QUE FACULTA AL ACREEDOR PARA ELEGIR ENTRE DISTINTAS 
VÍAS PROCESALES, NO VULNERA EL DERECHO FUNDAMENTAL DE 
ACCESO A LA JUSTICIA.”,(1) estableció que las vías procesales son 
diseños moduladores que moldean el acceso a la justicia en condiciones 
que el legislador consideró óptimas, las que se ejercen de acuerdo a las 
acciones formuladas y a las pretensiones exigidas en cada juicio; de ahí 
que se encuentran dotadas de determinadas y diferentes características, 
plazos, reglas, etcétera. Ahora bien, en materia mercantil, con el 
conocimiento de que existe una diversidad de pretensiones y de calidad 
de los documentos fundatorios de aquéllas, el legislador implementó 
diversas vías procesales para la resolución de los juicios mercantiles, 
como son la oral, la ejecutiva y varias especiales, cada una de ellas 
con diferentes características, plazos, finalidades, materias, objetos, 
etapas, etcétera. En ese tenor, ante la variedad de vías que regulan los 
juicios mercantiles, la parte actora tiene la potestad de elegir alguna de 
ellas, con la limitación de que sus pretensiones o intenciones se ajusten 
a las reglas y exigencias que el legislador haya establecido para su 
ejercicio. De ello se desprende que, la mera circunstancia de que en un 
juicio oral mercantil el actor acompañe a su demanda un documento al 
que la ley le otorga el carácter de título ejecutivo, no genera per se la 
improcedencia de esta vía, pues en todo caso el juzgador deberá atender 
a la acción efectivamente planteada de acuerdo con las pretensiones que 
se formulen en la demanda, de manera que si ésta corresponde a una 


92 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


acción personal de pago no habría inconveniente legal alguno para que 
el juicio se siga en la vía oral, en cuyo caso los documentos exhibidos 
deberán ser valorados conforme a las reglas generales de valoración 
de prueba que la ley prevea para los juicios orales mercantiles. Por el 
contrario, si en la demanda consta que el demandante ejerce la acción 
cambiaria porque en sus prestaciones se advierte la pretensión de 
ejecutar el título, la vía oral mercantil será improcedente, toda vez que 
es la vía ejecutiva la especial para tramitar ese tipo de acción.** 


Décima Época. Registro digital: 2018876. Instancia: Primera Sala. Materia(s): 
Civil. Tesis: 1a./J. 72/2018 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación. Libro 61, Diciembre de 2018, Tomo l, página 243. Tipo: 
Jurisprudencia 
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VIII. Elementos personales de la acción causal 


n el nacimiento de una relación /nter partes primarias, surge un nexo jurídico 
que se convierte en una relación causal.**. En virtud de estas circunstancias, se 
produce la personalidad de las partes. 


La personalidad de las partes es importante en el tratamiento de la acción 
causal, derivada de las obligaciones que nacen de su condición o circunstancias 
personales. Diversos autores como Couture, Von Biilow y Carnelutti, se refieren a 
la personalidad, para hacer mención a la capacidad de las personas que intervienen 
en la institución jurídica sustantiva; haciendo alusión a que los elementos personales 
de la acción causal, son los sujetos que, con sus diversas obligaciones o posturas 
circunstanciales, intervienen y se comprometen en esta relación. Rocco, por su parte, 
menciona que la acción es la facultad que emana de la personalidad, y por lo tanto, 
surge como facultad del estado?”. Por lo que deben precisarse los sujetos de la acción. 


Los sujetos que intervienen en una relación causal, según la citada Pérez 
Albuquerque, son!**: 


El sujeto pasivo: Es aquel que se compromete, suscribe o firma del documento 
o título-valor. 


El sujeto activo: Es el dueño del documento, tenedor o portador del mismo. 


16 Pérez Albuquerque, María Ángeles: La acción causal... p. 469. 
17 Pérez Albuquerque, María Ángeles: La acción causal... p. 459. 
18 Pérez Albuquerque, María Ángeles: La acción causal... p. 469. 
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Sin embargo, existen otras relaciones causales derivadas de la actividad o 
circulación de los documentos, tales como: 


1.- Librado-librador. Se da por el primero al segundo por la satisfacción de 
provisiones de fondo. 

2.- Librador-tomador. Cuando el primer librador adquiere la obligación de la 
entrega. 

3.- Endosante-Endosatario: En relación con esta figura, en México no es 
procedente cuando el documento está endosado en propiedad. En España, la 
relación se da por la obligación de la entrega del bien. 


Acción 
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IX. La problemática de interpretación acerca de cuáles son los 
elementos de la acción causal 


e ha observado que, en la práctica, los operadores jurídicos se han inclinado por 

formular sus demandas en la vía oral mercantil, con argumentos basados en 

los elementos de la acción ejecutiva mercantil, sin presentar medios de prueba 
más que el propio documento base, desahogando el procedimiento sin otros medios 
probatorios, dándole el tratamiento de documento ejecutivo. La problemática deviene 
de que, la acción causal como tal, no es comprendida ni tratada adecuadamente. Para 
su promoción, se parte de que su ejercicio está a criterio del propio titular de la acción, 
incurriendo en una inadecuada apreciación de los mismos, por lo que a continuación, 
se pretende dar luz al tema de los elementos sustantivos de la acción causal que 
deben agotarse. 
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X. La fundamentación de la acción causal 


ara fundamentar y abordar los elementos de la acción causal, es necesario 

recurrir a la transcripción de los numerales que se exponen en este apartado, 

con los cuales se pretende hacer un recorrido de la figura desde la fuente legal. 
El supuesto de ejercicio, y el fundamento normativo desde el código de comercio en 
México, del cual se pueden sustraer los elementos de la acción causal. 


Para dar un orden lógico al contenido de este apartado, es necesario iniciar con 
la exposición del artículo 165 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, 
el cual a la letra dice: 


Artículo 165.- La acción cambiaria prescribe a los tres años contados 
a partir de: 


|.- A partir del día siguiente de su vencimiento de la letra o en su defecto 
II.- Desde que concluyan los plazos a que se refieren los artículos 93 y 
128.% 


Del numeral anterior, se puede identificar cómo corren los plazos para la 
prescripción de los títulos. 


“Artículo. - 168 de la ley general de títulos y operaciones de crédito que 
señala: si de la relación que dio origen a la emisión o transmisión de la 
letra se deriva una acción, esta subsistirá a pesar de aquellas, a menos 
que se demuestre que existe una novación. 
19 Congreso de la unión. H. Cámara de diputados: Ley general de títulos y 


operaciones de crédito. Recurso digital disponible en https://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/paf/145_220618.pdf. Consultado el 18 de enero de 2022. 
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Esa acción debe intentarse restituyendo la letra al demandado, no 
procede sino después de que la letra hubiere sido presentada inútilmente 
para su aceptación o para su pago conforme a los artículos 91 al 94 
y 126 al 128 para acreditar tales hechos, y salvo lo dispuesto en el 
párrafo que sigue, podrá suplirse el protesto por cualquier otro modo 
de prueba. 


Si la acción cambiaria se hubiere extinguido por prescripción o 
caducidad, el tenedor sólo podrá ejercitar la acción causal en caso de 
que haya ejecutado los actos necesarios para que el demando conserve 
las acciones que en virtud de la letra pudieran corresponderle.”? 


Una vez transcritos y resaltados los elementos a considerar de la acción causal, 


Acción 


se plasman los que surgieron de esta interpretación personal. 


20 Congreso de la unión. H. Cámara de diputados: Ley general de títulos y opera- 
ciones de crédito. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/ 
LeyesBiblio/paf/145_220618.pdf. Consultado el 18 de enero de 2022. 
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XI. Elementos de la acción causal 


on el objeto de exponer los elementos de la acción causal, derivados de los 

preceptos legales anteriormente expuestos, es necesario hacer el tratamiento 

de cada uno de ellos, a efecto de poder plasmarlos adecuadamente en una 
demanda. Elementos que se explican de la siguiente manera: 


1. Debe presentarse un documento suscrito y reconocido por el deudor. 


Es requisito síne qua non que el documento provenga fehacientemente del 
deudor, así como la constancia del reconocimiento del mismo, ya que, de no ser 
documento fidedigno y cierto, no se justificaría la relación obligacional entre las 
partes para su cumplimiento. 


2. Existencia de la relación obligacional. 


Se debe demostrar cuál es la fuente de la relación obligacional; es decir, 
demostrar el nexo subyacente. Derivado de lo anterior, deben narrarse perfectamente 
en los hechos, así como el origen de la relación jurídica, o negociación que tuvo como 
consecuencia la suscripción del título, o la obligación en general. 


3. Prescripción de la acción cambiaria. 
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La prescripción de la acción cambiaria se da, cuando el acreedor no exige al 
deudor, en el plazo estipulado por la ley, el pago de la obligación.? La propia ley 
general de títulos y operaciones de crédito estipula los términos de prescripción para 
cada uno de los documentos que regula, como son: letra, cheque, pagare, obligaciones 
y demás títulos de crédito. 


Se debe observar que no es necesaria la prescripción o caducidad del documento 
cuando se solicite, en la vía ordinaria mercantil, el cumplimiento de la obligación; 
por ejemplo, en el caso de solicitud del pago de pesos, porque aún no ha perdido su 
ejecutividad; pero debe ser tratado como documento privado, sustentado con otro 
medio de prueba, porque no se está solicitando la acción cambiaria directa. Bajo este 
supuesto, importa el interés o intención del accionante. 


4. Protesto. Haber requerido de pago del documento. 


Deberá demostrarse que el documento prescrito se presentó para su cobro sin 
haber obtenido el pago. Este elemento se puede demostrar con otros medios de prueba, 
por ejemplo: interpelación judicial, requerimiento judicial, testimonial, confesional, 
comunicados electrónicos, o cualquier otro medio de convicción de requerimiento de 
pago. Incluso la demanda hace las veces de interpelación judicial. 


B. Reivindicación o restitución del documento. 


21 Dávalos Mejía, L. Carlos Felipe: Títulos y operaciones de crédito. análisis teórico 
práctico de la ley general de títulos y operaciones de crédito y temas afines. Ox- 
ford University Press México.4? ed. México. 2012; p. 217. 
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Deberá demostrarse que el documento se ha puesto a disposición del 
demandado, o que se le ha ofrecido la devolución del título original. El título debe 
estar en todo momento a disposición del demandado para su pago y entrega; incluso 
puede hacerse en la demanda, a manera de reivindicación, en contraprestación el buen 
cobro. 
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XII. ¿Cuáles son los actos fuente de la relación comercial? 


efecto de hacer el estudio de los elementos de la procedencia de la acción 
causal, así como lo relacionado con los hechos de la demanda y su probanza, 
es necesario hacer una exposición de los mismos, como se hace a continuación: 


A.- Deberá justificarse la relación contractual o verbal de comercio, incluyendo 
la electrónica, derivada de los artículos 3 y 4, relacionado con el artículo 75 
del código de comercio. 

B.- Que dispuso el deudor del dinero y/o material. En caso de ser necesario, 
justificar qué beneficio obtuvo, o en qué lo empleó. 

C.- Que se requirió el pago del documento, a través del protesto o por cualquier 
otro medio de prueba. 

D.- Que exista la constitución de deudor. Debe existir adeudo cierto de la 
cantidad consignada en el título, o en la relación obligacional comercial, que no 
esté afectada con la duda razonable sobre la entrega de la cosa. 

E.- Necesidad y obligación de probar los hechos, lo que conlleva probar todos y 
cada uno de los elementos de la acción. 


Los hechos y requisitos anteriormente descritos, deben demostrarse de manera 
imperativa, ya que el documento prescrito no tiene ejecutividad, sino que sólo tiene el 
valor probatorio de un documento privado. 


Sirve para sostener lo anterior, la resolución de la primera sala de la suprema 
corte de justicia de la nación, la cual determina que no sólo es suficiente que se narren 
los hechos, sino que sean ciertos, y que sean justificados por el actor; requisitos que 
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hacen que prospere la acción causal. Los elementos descritos, fueron sustraídos por 
interpretación de los numerales invocados, y sustentados en las siguientes tesis de 
jurisprudencia: 


TÍTULOS DE CRÉDITO. LA PRESENTACIÓN DEL TÍTULO SUSCRITO 
POR EL DEMANDADO, ADMINICULADO CON SU CONFESIÓN EN EL 
SENTIDO DE QUE LO SUSCRIBIÓ, Y LA NARRACIÓN DE LA RELACIÓN 
CAUSAL SUBYACENTE EN LA DEMANDA, DESPUÉS DE PRESCRITA 
LA ACCIÓN CAMBIARIA DIRECTA, SON INSUFICIENTES PARA 
PROBAR LA ACCIÓN CAUSAL 


La acción causal a que se refiere el artículo 168 de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito, que subsiste después de prescrita la 
acción cambiaria directa, es aquella que eventualmente puede derivar 
de la relación causal que subyace a la suscripción del título de crédito, 
por lo que el juicio en que se ejercite dicha acción se regirá por las 
normas aplicables a la naturaleza de la acción de que se trate, en tanto 
que puede ser cualquiera que tutele el derecho que pretende reclamarse. 
Así, el actor debe probar en el juicio su acción, es decir, narrar y 
demostrar los hechos cuya actualización, en su concepto, dieron origen 
a la relación causal, a fin de que el juez los valore y les atribuya la calidad 
y consecuencias jurídicas que en derecho proceda. Por ello y en virtud 
de que para probar la acción causal debe acreditarse la existencia de 
la relación causal, que es distinta e independiente del título de crédito, 
se concluye que la presentación del título suscrito por el demandado, 
adminiculado con su confesión en el sentido de que lo suscribió, y la 
narración de la relación causal subyacente en la demanda, después 
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de prescrita la acción cambiaria directa, son insuficientes para probar 
la acción causal, pues si bien tales probanzas pueden demostrar que 
existió la obligación cambiaria, no prueban la existencia de la distinta 
obligación cuya fuente es la relación causal subyacente en esa relación 
cambiaria. En efecto, el hecho de que determinada prueba, por sus 
características formales o de elaboración, es decir, por su continente, 
pueda producir valor probatorio pleno para demostrar hechos en 
general, no significa que, por su contenido, sea apta para acreditar 
los hechos que afirma su oferente; de ahí que en el supuesto referido 
el alcance probatorio tanto del título de crédito como de la confesión 
judicial se limita a demostrar la existencia de la obligación cambiaria 
extinguida por prescripción, e incluso indiciariamente pueden demostrar 
que el actor, de buena fe, pretende hacer valer la acción derivada de la 
relación causal subyacente a la suscripción del título, pero con ello no 
se demuestra que los hechos narrados sean ciertos, y mucho menos que 
merezcan la valoración jurídica que hace procedente la acción, pues tal 
extremo no es consecuencia ordinaria del hecho conocido demostrado. 
Además, no es jurídicamente válido revertir la carga probatoria en 
perjuicio del demandado para que, en su caso, demuestre no solamente 
lo que argumenta en sus excepciones o defensas, sino la verdadera 
naturaleza de la relación causal en que se sustenta la demanda, pues 
ello, además de implicar una indebida carga probatoria, puede desvirtuar 
la naturaleza del juicio entablado en su contra, que debe tramitarse en 
la vía y con los requisitos correspondientes a la naturaleza de la acción 
causal.? 


Novena Época. Registro digital: 164423. Instancia: Primera Sala. Materia(s): 
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Otra tesis jurisprudencial, que abona y sustenta lo narrado en líneas anteriores, 
sobre los elementos y el tratamiento de los elementos convictivos que prueben la 
existencia de la relación obligacional, establece que la demanda, amén de estar 
debidamente narrada, debe ser cierta, y estar sustentada, todo ello como requisito 
síne qua non para que la acción causal prospere; tesis que se menciona a continuación: 


ACCIÓN CAUSAL. SU EJERCICIO REQUIERE QUE SE SEÑALE CON 
PRECISIÓN EL NEGOCIO O LA RELACIÓN JURÍDICA QUE DIO ORIGEN 
ALA SUSCRIPCIÓN DEL TÍTULO DE CRÉDITO. 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 168 de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito, la acción causal procede cuando ha 
sido presentado inútilmente el título de crédito para su pago o cuando 
la acción cambiaria se hubiese extinguido por prescripción o caducidad; 
de tal suerte que el ejercicio de la acción causal supone que el título de 
crédito es ineficaz para hacer exigible el derecho en él incorporado y, 
por tanto, el tenedor opta por reclamar el cumplimiento de la obligación 
que nació de la relación que dio origen a la emisión de dicho título, en 
tanto que éste, por las circunstancias aludidas, ha perdido su eficacia 
para intentar, únicamente con base en ese documento, el pago de la 
cantidad asentada en él. En esas condiciones, resulta claro que la 
procedencia de la acción causal requiere, indefectiblemente, que se 
señale con precisión el negocio o relación jurídica que dio origen a la 


Civil. Tesis: 1a./J. 109/2009. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo XXXI, Junio de 2010, página 192. Tipo: Jurisprudencia. 
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suscripción del título de crédito, pues sólo de esa forma se proporcionan 
al juzgador los elementos necesarios para que esté en posibilidad de 
determinar si resulta o no procedente la referida acción.? 


Como puede apreciarse, en virtud de la exigencia de la norma, y del criterio 


por contradicción que más adelante se trascribe, es necesario precisar los hechos 


que dieron origen a la obligación, y justificar, de manera fehaciente, la existencia de 


la relación subyacente con los medios de prueba suficientes, tal como lo advierte la 


tesis de jurisprudencia que se transcribe: 


23 


24 


ACCIÓN CAUSAL. DEBE PRECISARSE EN LA DEMANDA EL NEGOCIO 
SUBYACENTE. 


“Cuando el actor demanda en la vía ordinaria mercantil diversas 
prestaciones, ejecutando la acción causal, en virtud de estar prescrita 
la acción cambiaria, forzosamente debe revelar la relación jurídica o 
negocio que dio como consecuencia la suscripción del título de crédito 
de que se trate, esto es, la relación jurídica subyacente, por virtud 
de la cual los demandados se constituyeron en deudores de la suma 
consignada en el propio título” .? 


Novena Época. Registro digital: 166530. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Materia(s): Civil. Tesis: 111.10.C. J/48. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Septiembre de 2009, página 2783.Tipo: 
Jurisprudencia. 


Novena Época. Registro digital: 166042. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Materia(s): Civil. Tesis: Vl.30.C. J/71. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Noviembre de 2009, página 829. Tipo: 
Jurisprudencia. 
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De aquí, la importancia de citar adecuadamente los hechos y justificar cada 
uno de ellos, relacionando la prueba con cada uno de los que se quieren probar, como 
lo menciona el artículo 1390 bis del código de comercio. Lo anterior se fundamenta 
en la siguiente tesis: 


ACCIÓN CAUSAL. SU EJERCICIO REQUIERE QUE SE SEÑALE CON 
PRECISIÓN EL NEGOCIO O LA RELACIÓN JURÍDICA QUE DIO ORIGEN 
ALA SUSCRIPCIÓN DEL TÍTULO DE CRÉDITO. 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 168 de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito, la acción causal procede cuando ha 
sido presentado inútilmente el título de crédito para su pago o cuando 
la acción cambiaria se hubiese extinguido por prescripción o caducidad; 
de tal suerte que el ejercicio de la acción causal supone que el título de 
crédito es ineficaz para hacer exigible el derecho en él incorporado y, 
por tanto, el tenedor opta por reclamar el cumplimiento de la obligación 
que nació de la relación que dio origen a la emisión de dicho título, en 
tanto que éste, por las circunstancias aludidas, ha perdido su eficacia 
para intentar, únicamente con base en ese documento, el pago de la 
cantidad asentada en él. En esas condiciones, resulta claro que la 
procedencia de la acción causal requiere, indefectiblemente, que se 
señale con precisión el negocio o relación jurídica que dio origen a la 
suscripción del título de crédito, pues sólo de esa forma se proporcionan 
al juzgador los elementos necesarios para que esté en posibilidad de 
determinar si resulta o no procedente la referida acción.? 


25 Novena Época. Registro digital: 166530. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Materia(s): Civil. Tesis: 111.10.C. J/48. Fuente: Semanario Judicial de la 
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De lo anterior, se argumenta que se exige la explicación de la fuente de la 
obligación, así como las circunstancias, y en qué consisten estas. No debe confundirse 
con los hechos que dan origen al cobro del documento extra contractual, como lo es el 
cobro del título mercantil, tal como se aprecia en la siguiente tesis: 


TÍTULOS DE CRÉDITO. CUANDO SE EJERCE LA ACCIÓN CAUSAL, 
NO DEBE ATENDERSE A LA LITERALIDAD DEL DOCUMENTO, 
SINO ALA DEL CONTRATO QUE LE DIO ORIGEN. 


Cuando se ejerce la acción causal, en caso de discrepancias entre lo 
pactado en el contrato y el contenido del título de crédito, no debe 
atenderse a la literalidad de este último, sino a la del contrato que le 
dio origen. Esto es, el beneficiario de un título de crédito no puede 
aprovechar el reconocimiento de obligaciones que se hagan con relación 
al título que deriva del negocio subyacente, ya que el límite de sus 
derechos es el texto del contrato que le dio vida a ese título y de ese 
modo, el reconocimiento de las obligaciones por parte del deudor, no 
recae en las contenidas en el título de crédito, sino en las derivadas del 
negocio causal, sin abarcar al título de crédito con el cual se documentó 
la obligación; motivo por el cual, habrá ocasiones en que difieran las 
cantidades por concepto de capital e intereses pactados en el título 
de crédito y en el negocio subyacente, pero deberá prescindirse en 
absoluto de las primeras y atenderse sólo a las segundas, cuando la 
acción ejercida no es la cambiaria directa sino la causal.” 


Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Septiembre de 2009, página 2783. Tipo: 
Jurisprudencia. 


26 Novena Época. Registro digital: 170163. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Materia(s): Civil. Tesis: 111.20.C.142 C. Fuente: Semanario Judicial de 
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Como se puede advertir de los criterios orientadores transcritos en este 
apartado, el accionante deberá atender, de manera estricta, a los ordenamientos de la 
norma, para fundar y justificar todos los hechos, así como los elementos de la acción 
causal, con el propósito de tener éxito en su petición. 


Acción 


la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Febrero de 2008, página 2457. Tipo: 
Aislada. 
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XIII. Prescripción de la acción causal 


n este punto, se analiza la posible extinción del ejercicio de la acción causal por 
prescripción. 


En la institución de la prescripción para el ejercicio de la acción causal, a nivel 
doctrinario, existen dos posturas teóricas:?” 


Primera: Sostiene que la oportunidad de ejercitar la acción causal, se pierde 
cuando se pierde la acción cambiaria directa, usando los principios de afectación y de 
prescripción del documento. 


Segunda: Propone que no se pueden prescribir todas las obligaciones causales 
implícitas en el documento. 


Sin embargo, a título personal, se debe considerar una tercera postura, la cual 
consiste en el término que la norma prevea, porque las anteriores son de carácter 
teórico, pero esta última es derivada del derecho positivo; en consecuencia, considero 
que la postura que ha tenido como fin último, determinar con exactitud el tiempo para 
la prescripción de la acción causal, es la postura legal, que se actualiza por el término 
propuesto por la norma. 


Cabe destacar que, en relación con la primera de las posturas, su relevancia 
consiste en que, que de manera sencilla, postula el mismo término para la prescripción 
de documento mercantil y la acción causal. Sin embargo, esta postura dejaría muy 
endeble el derecho derivado del tipo de relación obligacional de las acciones causales, 
dando un término igual que el de la prescripción de la acción cambiaria directa. 


27 Pérez Albuquerque, María Ángeles: La acción causal... pp. 470 y 471. 
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En la legislación española, la prescripción se materializa a los 15 años 
posteriores al vencimiento de la acción directa no ejercitada, término que inicia desde 
que la acción causal sea exigible. 


Asimismo, en la legislación hispana, se establece que la prescripción de la letra 
de cambio surtirá sus efectos cuando no se ejerza la acción cambiaria, sino la de pago 
de las obligaciones de las que derivó el crédito o contrato. A diferencia de lo anterior, 
el tratamiento relacionado con el término para la prescripción, no surge directamente 
del código de comercio hispano, sino que lo relaciona con el término establecido en 
el artículo 1964% del código civil español, que establece el plazo de quince años 
para la prescripción de la acción causal, de donde se infiere que se computan los 
términos desde un cuerpo normativo partiendo de otro sistema normativo —código 
civil-, no propiamente de la legislación mercantil. En México, se hace el estudio de la 
prescripción de la acción causal desde el código de comercio nacional. 


La postura para la prescripción de la acción causal de observancia en México, 
es la formulada por el código de comercio, la cual, es establecida desde el mismo 
sistema normativo mercantil, en los artículos que contienen las reglas especiales 


28 Artículo 1964. 
1. La acción hipotecaria prescribe a los veinte años. 
2. Las acciones personales que no tengan plazo especial prescriben a los cinco 
años desde que pueda exigirse el cumplimiento de la obligación. En las obliga- 
ciones continuadas de hacer o no hacer, el plazo comenzará cada vez que se 
incumplan. 
Boletín Oficial del Estado: Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se 
publica el Código Civil. Recurso digital disponible en https://www.boe.es/buscar/ 
act.php?id=BOE-A-1889-4763. Consultado el 18 de enero de 2023. 
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para fijar los términos de la prescripción, siendo estos los numerales 1042 del código 
en mención, relacionado con el 1047 del mismo cuerpo de leyes; artículos que se 
transcriben y se comentan: 


Artículo 1042.- Empezará a contarse el nuevo término de la prescripción 
en caso de reconocimiento de las obligaciones, desde el día que se haga; 
en el de renovación desde la fecha del nuevo título; y si en él se hubiere 
prorrogado el plazo del cumplimiento de la obligación, desde que éste 
hubiere vencido. 


En el artículo que antecede, pueden observarse la regla para que empiece a 
correr el término de la prescripción, la cual, debe ser tratada acorde a las circunstancias 
que imperen en la forma de la obligación. 


Artículo 1047.- En todos los casos en que el presente Código no 
establezca para la prescripción un plazo más corto, la prescripción 
ordinaria en materia comercial se completará por el transcurso de diez 
años. 


Como se observa en el código de comercio, no existe término especial señalado 
por la norma para la prescripción de la acción causal, ni específico en la ley general de 
títulos y operaciones de crédito. Por lo anterior, es necesario tomar en consideración el 
término genérico establecido en el propio código de comercio para las prescripciones, 
basado en el numeral anteriormente invocado. 


29 Congreso de la unión. H. Cámara de diputados: Código de comercio. Recurso 
digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CCom. pdf. 
Consultado el 18 de enero de 2023. 
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En la legislación española existe otro criterio, basado en la teoría de la cosa 
juzgada, referente a que, una vez declarada la obligación como cosa juzgada, es 
imprescriptible el cumplimiento de la obligación por el deudor. 


Pero también debe reflexionarse el contenido el artículo 1159 del código civil 
federal, donde también señala 10 años desde que la obligación pudo exigirse, para que 
se extinga el derecho a pedir su cumplimiento. Sin embargo, no comparto el criterio. 


Nótese que no se ha hecho un estudio concienzudo, por parte del legislador, 
sobre si la acción causal deriva en una obligación civil, en virtud de la prescripción 
de la acción ejecutiva. Sin embargo, debe hacerse la observación de que el código 
de comercio, la ha tratado como una acción derivada de la norma mercantil. Por la 
naturaleza de la relación comercial entre comerciantes, en México se atiende como 
supuesto de la vía ordinaria mercantil, como lo establece el artículo 168, párrafo |! 
de la ley general de títulos y operaciones de crédito*, sin que opere la supletoriedad 
del código federal civil, en virtud de ordenamiento expreso del código de comercio. 


30 Artículo 168. 
[..] 


Si la acción cambiaria se hubiere extinguido por prescripción o caducidad, el 
tenedor sólo podrá ejercitar la acción causal en caso de que haya ejecutado los 
actos necesarios para que el demandado conserve las acciones que en virtud 
de la letra pudieran corresponderle. 


Congreso de la unión. H. Cámara de diputados: Ley general de títulos y 
operaciones de crédito. Recurso digital disponible en https://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/paf/145_220618.paf. Consultado el 18 de enero de 2023. 
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Suponiendo que fuera la prescripción de una obligación civil, —sin conceder 
nada—, el término establecido en el código sustantivo federal también estipula diez 
años, como lo señala el artículo 1159, que a la letra dice: “(...) Fuera de los casos de 
excepción, se necesita el lapso de diez años, contado desde que una obligación pudo 
exigirse, para que se extinga el derecho de pedir su cumplimiento (...)”**. 


En consecuencia, considero que el término de prescripción más apto, es de diez 
años a partir de la prescripción del título ejecutivo, fundado en el artículo 1047 del 
código de comercio. 


31 Congreso de la unión. H. Cámara de diputados: Código civil federal. Recurso 
digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/paf/2_110121. 
pdf. Consultado el 18 de enero de 2023. 
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XIV. ¿Qué excepciones se pueden oponer en contra de la acción 
causal? 


n este apartado, se hace el estudio de las excepciones que pueden interponerse 

cuando se traba la litis sobre la acción causal, tanto procesales como 

sustantivas, entendiendo que las excepciones son formas de defensa que hace 
valer el demandado en contra del actor, con el propósito de retardar el procedimiento 
o destruir la acción. 


1. Excepciones procesales. 


Las primeras que se mencionan, son las excepciones procesales o dilatorias 
que previne el código de comercio en su artículo 1122, el cual a la letra reza: 


Artículo 1122.- Son excepciones procesales las siguientes: 


|. La incompetencia del juez; 

II. La litispendencia; 

II. La conexidad de la causa; 

IV. La falta de personalidad del actor o del demandado, o la falta de 
capacidad en el actor; 

V. La falta de cumplimiento del plazo, o de la condición a que esté sujeta 
la acción intentada; 

VI. La división y la excusión; 

VII. La improcedencia de la vía, y 

VIII. Las demás al que dieren ese carácter las leyes.” 


32 Congreso de la unión. H. Cámara de diputados: Código de comercio. Recurso 
digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CCom.padf. 
Consultado el 18 de enero de 2023. 
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Las segundas, son las excepciones perentorias o sustantivas, las cuales tienden 
a destruir la acción. Las excepciones perentorias, formuladas en contra de la acción 
causal, son las que hace valer el demandado como medio de defensa, con el propósito 
de evitar el pago, disminuir del mismo, o destruir la acción sustantiva. 


Puede haber innumerables excepciones relacionadas y derivadas, que serán 
oponibles al pago del crédito. Estas excepciones pueden ser personales o causales, 
y será en la sentencia definitiva, en la que se declare insubsistente el contrato 
subyacente, o bien se declare el cumplimiento de las obligaciones contraídas por el 
deudor. No obstante, se expondrán algunas de las excepciones más comunes, con la 
aclaración de que en nuestro país, no existe alguna lista o catálogo de excepciones 
sustantivas oponibles en el contexto de la acción causal establecida por la norma, 
pero se pretende exponer las más comunes desde un punto de vista personal: 


2. Excepciones Sustantivas. 


Como ya se ha mencionado en líneas anteriores, las excepciones perentorias 
son aquellas que destruyen el contenido sustantivo de la acción causal, mismas que 
se mencionan a continuación: 


A. Pago, por alguna de las siguientes instituciones: 


a. Renovación 
b.- Compensación. 
c. Condonación. 
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Son perentorias porque con estas modificaciones del crédito, se extingue la 
relación causal natural y se inicia una nueva, que puede ser con cualquiera de estas 
formas de instituciones. 


B. Simulación. 


Porque las partes pueden simular el acto jurídico que da nacimiento a la 
relación obligacional, los actos jurídicos, o clausulados, que se encuentran afectados 
con causa de nulidad, por ser una operación ficticia o simulada que dio origen a la 
obligación, más aún cuando se daña derechos de terceros con la misma. 


C. Por perjuicio de: 


a. Prescripción de la acción causal; 

b. Prescripción de la ejecución de la sentencia. 

c. Entrega de efectivo, por haberse liquidado el adeudo existente en numerario. 
d. La nulidad de la obligación subyacente, por cualquiera de las causas que 
pudieran proceder, en contra del acto jurídico que dio origen a la obligación 
primordial. 

e. Restructuración de crédito, porque con esta figura, también se modifican 
los elementos sustantivos de la relación natural, así como las circunstancias 
y motivos que dieron origen; en consecuencia, la obligación natural dejo de 
existir como tal. 

f. Prescripción de la acción causal, por el transcurso de su falta de ejercicio en 
el término señalado por la norma, pero es de derecho rogado, por lo que deberá 
solicitarlo el demandado, ya que no es oficiosa la observancia por el juzgador. 


3. Excepciones Personales. 
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Existe la posibilidad de interponer excepciones personales, en contra de las 
partes materiales, las cuales se señalan a continuación: 


A. Provisión de fondos: Que no se haya pagado en efectivo, sino con fondos del 
deudor con el acreedor, por compensación de deudas, o por renovación. 

B. Que el acreedor no haya entregado el numerario, la cual es causa de 
improcedencia de la acción 

C. Plus petitio: Es cuando se reclama al deudor más de lo debido, es más una 
oposición al pago excesivo, ya que se puede consignar el importe para evitar la 
condena en costas, en intereses o anexos. 


Acción 
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XV. ¿Qué circunstancias u omisiones pueden perjudicar la acción 
causal? 


a afectación de la acción causal consiste en los requisitos que deben cumplirse 
obligatoriamente. De no ser así, puede extinguirse ésta por culpa del acreedor, 
con las siguientes consecuencias: 


1. Por falta de protesto: Es de observancia obligatoria, como requisito s/ne 
qua non, la presentación del documento para su aceptación y pago, pudiendo 
suplirse el protesto con otro medio de prueba, tal como lo menciona el artículo 
168, segundo párrafo, explicado en supra líneas. 

2. Cesión del crédito: En razón de que la trasmisión del título anula la relación 
obligacional, la relación personal, y el acto jurídico natural que dio origen 
al nacimiento de los derechos y obligaciones entre las partes materiales, 
perdiendo así, la oportunidad de oponer excepciones de carácter personal para 
una de las partes, por lo que se pierde el equilibrio y la igualdad procesal. 

3. Por endoso en propiedad: Una vez endosado el título en propiedad para 
ejercer la acción casual, se pierde la relación obligacional natural entre los 
obligados. No opera su cobro por el endosatario en propiedad, según lo 
establece la siguiente tesis de jurisprudencia: 


ACCIÓN CAUSAL. EL ENDOSATARIO EN PROPIEDAD DE UN 
TÍTULO DE CRÉDITO NO PUEDE EJERCERLA CONTRA EL 
SUSCRIPTOR ORIGINAL. 
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Del artículo 168 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito 
se advierte que la acción causal es independiente de la acción cambiaria, 
al subsistir si ésta se pierde, siempre que derive del negocio que 
originó el título de crédito o su transmisión y que no hubiera novación. 
Lo anterior, porque la emisión o transmisión de los títulos de crédito 
proviene de un negocio jurídico subyacente, lo que implica que por cada 
endoso se generan diversas relaciones jurídicas entre endosatarios y 
endosantes. Por tanto, para que el suscriptor de un título de crédito 
pueda ser demandado mediante una acción causal, es requisito que 
haya sido parte en el negocio jurídico del cual deriva dicha acción, con 
base en el principio res inter alios acta (relatividad de los contratos). 
En consecuencia, el endosatario en propiedad de un título de crédito no 
puede ejercer acción causal contra el suscriptor original, toda vez que 
éste carece de legitimación pasiva para ser demandado por el último 
tenedor, ya que no comparten una relación jurídica causal entre ellos, lo 
cual además contrasta con las acciones cambiarias, que emanan de los 
títulos de crédito que pueden exigirse contra el deudor original en la vía 
directa o contra los demás signatarios en vía de regreso.* 


4 Excepciones del aval: Se extingue la acción en contra de los avales. En el 
intento de la acción causal, tampoco opera el cobro en contra de estos, porque 
la relación y la obligación de los mismos, deviene del título ejecutivo y sus 
consecuencias en la acción de regreso, de conformidad con lo estipulado en la 
siguiente tesis: 


33 Décima Época. Registro digital: 2005033. Instancia: Primera Sala. Materia(s): 
Civil. Tesis: 1a./J. 96/2013 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Libro 1, Diciembre de 2013, Tomo!, página 291. Tipo: Jurisprudencia. 
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AVAL. LA ACCIÓN CAUSAL NO ES PROCEDENTE EN SU CONTRA, 
SALVO QUE SE ACREDITE QUE SE CONSTITUYÓ COMO GARANTE EN 
LA RELACIÓN QUE LE DIO ORIGEN AL TÍTULO EJECUTIVO EN QUE SE 
OBLIGÓ SOLIDARIAMENTE CON EL DEUDOR. 


De conformidad con el título |, capítulo Il, sección IV, de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito, denominado “Del aval”, se desprende que 
la figura jurídica del aval, tiene como objeto garantizar en todo o en parte el 
pago de un título de crédito, pues el avalista queda obligado solidariamente 
con aquel cuya firma ha garantizado y su obligación es válida, aun cuando la 
obligación garantizada sea nula por cualquier causa. Así, el aval responde por el 
adeudo asentado en el título de crédito, con independencia de las obligaciones 
establecidas en la relación causal que le dio origen, al ser ésta independiente 
al título de crédito. De ahí que se debe entender que el carácter de aval está 
ligado al título de crédito cuyo pago garantiza, de modo tal, que si éste resulta 
no exigible con motivo de cualquier causa legal (prescripción o caducidad), 
cesan las obligaciones que adquirió con dicho carácter. Entonces, se puede 
afirmar que en contra del aval como figura jurídica mercantil, sólo puede 
ejercerse la acción cambiaria. Ello pues, al extinguirse la acción que deriva del 
título de crédito -acción cambiaria-, el tenedor del título sólo puede ejecutar 
la acción causal que lo constituye la relación que dio origen a la emisión o 
trasmisión del título de crédito, en la que este último pierde su calidad de 
título de crédito y sólo constituye una prueba documental privada en la que 
se documentó parte o la totalidad de la obligación adquirida con motivo de la 
relación causal que le dio origen. Así, al ejercitarse la acción causal contra la 
persona que signó el título de crédito base de la acción en su calidad de aval, 
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no sólo debe revelarse y acreditarse la relación causal que dio origen, sino que 
en la misma debe existir la cláusula o señalamiento del que se desprenda que 
éste se obligó, como garante de pago, también en la relación que le dio origen 
al título del que se deriva la acción causal ejercida.** 


E.- También queda afectada la acción causal —acción extracontractual- cuando 
se haya interpuesto con anterioridad la acción cambiaria directa, y haya sido 
resuelta de manera condenatoria, por ser cosa juzgada, y por haberse efectuado 
la acción cambiaria. Recordemos que una excluye el ejercicio de la otra. 


Acción 


34 Décima Época. Registro digital: 160173. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Materia(s): Civil. Tesis: 1.30.C.1023 C (9a.). Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2, página 1704. 
Tipo: Aislada. 
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XVI. Requisitos que deben observarse para el ejercicio de la 
acción causal y su procedencia 


iménez Sánchez, citado por Pérez Albuquerque,* menciona que es necesario 
observar el cumplimiento de los elementos implícitos en la norma, para la 


procedencia de la acción causal y, deben de reunirse varios requisitos, entre 
otros: 


1. El ofrecimiento de la devolución del título al deudor. 

2. Disponibilidad material del título original. 

3. Que se haya producido el pago del documento. 

4. Que el documento se haya presentado para su pago; también se denomina a 
esta figura como reivindicación o disposición de documento. 

b. Existencia de pacto jurídico subyacente. 

6. Que el sujeto este legitimado para la obligación. 

7. Que no esté extinto el plazo de la prescripción. 


35 Pérez Albuquerque, María Ángeles: La acción causal... p. 467. 
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XVII. Carga probatoria en la acción causal 


n la acción causal, a efecto de probar, impera el principio señalado en el artículo 
1194 del código de comercio, que ordena: “El actor debe probar sus acciones y 
el demandado sus excepciones.”? 


ACCIÓN CAUSAL. LA CARGA PROCESAL DE REVELAR LA 
RELACIÓN JURÍDICA QUE DIO ORIGEN AL TÍTULO DE CRÉDITO 
POR EL QUE SE EJERCE CORRESPONDE AL ACTOR, SIN QUE LA 
OMISIÓN DE EXPRESARLA SE SUBSANE CON LO MANIFESTADO 
EN LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. 


El artículo 168 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, 
último párrafo, prevé la posibilidad de que el tenedor del título de 
crédito pueda ejercer la acción causal en caso de que la cambiaria 
haya prescrito o caducado, en cuyo caso, su procedencia forzosamente 
requiere revelar la relación jurídica o negocio que dio como consecuencia 
la suscripción del título de crédito, porque su naturaleza derivada de 
la propia denominación exige el cumplimiento de ese requisito. Así, la 
carga procesal de esa revelación recae en el actor, por ser quien precisa 
los hechos en los que funda su pretensión, la que debe motivarse 
adecuadamente, no sólo para lograr un fallo favorable sino, de manera 
concomitante, para dar oportunidad al demandado de conocer a 
cabalidad los hechos que se le imputan y darles respuesta. Lo anterior 
se justifica porque es en atención a las afirmaciones atinentes a la 
36 Congreso de la unión. H. Cámara de diputados: Código de comercio. Recurso 


digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CCom.paf. 
Consultado el 18 de enero de 2023. 
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causa de pedir de las pretensiones, que se abre el proceso, se escucha 
al demandado, se reciben pruebas, se formulan los alegatos, y sólo 
respecto de esa precisa causa se puede resolver en el juicio. Además, 
porque la individualización de la relación causal tiene gran importancia 
en este proceso, pues de ella dependen aspectos como la procedencia 
de la vía, el tipo de acción que ha de ejercerse, la prescripción, las 
excepciones personales, que hayan dado origen de manera directa a un 
tipo de relación jurídica, de manera que si no se identifica plenamente 
el acto jurídico subyacente, se imposibilita el ofrecimiento de pruebas a 
cargo del actor y se impide la defensa del demandado, quien debe tener 
conocimiento de la causa que origina la pretensión de su contraparte 
para estar en aptitud de oponer sus excepciones y defensas; de ahí que 
la omisión del actor de expresar cuál fue esa relación subyacente, no 
puede subsanarse con la referencia que se haga en la contestación de 
demanda. 


Tesis de jurisprudencia 51/2015 (10a.). Aprobada por la Primera Sala 
de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de junio de dos mil 
quince. 


Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 
horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera 
de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de septiembre de 2015, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 
Plenario 19/2013.2 


37 Décima Época. Registro digital: 2010007. Instancia: Primera Sala. Materia(s): 
Civil. Tesis: 1a./J. 51/2015 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial 
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XVIII. La procedencia de la vía de la acción causal 


a procedencia de la vía, es una de las formas procesales que deben observarse 

para enderezar la demanda de forma correcta; lo que se desprende del contenido 

del artículo 168 de la ley general de títulos y operaciones de crédito de nuestro 
país; el cual, ordena, en virtud de la propia materia, que sea a través de la vía ordinaria 
mercantil. Sin embargo, deberá estarse a lo previsto en el artículo 1390 bis del código 
de comercio, en función de la cuantía, la cual ha variado durante estos últimos cinco 
años, y seguirá variando. 


Para justificar lo anterior, se transcribe la tesis que corrobora la procedencia 
de la vía por la materia, la cual se enuncia a continuación: 


ACCIÓN CAUSAL. EN LA EJERCIDA POR HABERSE EXTINGUIDO 
LA ACCIÓN CAMBIARIA, PUEDEN RECLAMARSE SÓLO LAS 
OBLIGACIONES CONSIGNADAS EN EL TÍTULO DE CRÉDITO. 


De una interpretación armónica de las disposiciones que forman la 
sección novena del capítulo II de la Ley General de Títulos y Operaciones 
de Crédito (pues no existe exposición de motivos al derivar su expedición 
y reformas de facultades extraordinarias del presidente de la República 
en 1932 y 1933), referente a las letras de cambio, y en específico a 
las “Acciones y derechos que nacen de la falta de aceptación y de la 
falta de pago” (artículos 150 a 169), se concluye que en casi todo 
momento, salvo por ejemplo, los dos primeros párrafos del artículo 168 
de la misma ley, esas acciones y derechos se refieren a las derivadas 


de la Federación. Libro 22, Septiembre de 2015, Tomo | , página 279. Tipo: 
Jurisprudencia. 
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del título de crédito en particular. Ahora bien, en el artículo 168 de la 
citada ley se prevén dos oportunidades más al tenedor de una letra de 
cambio para que pueda exigir sus derechos mediante la acción causal, 
ya no en una vía privilegiada, sino en la ordinaria mercantil, pero en 
ambos casos se tiene que revelar la relación jurídica que dio origen a 
la emisión del título de crédito, pues de ahí depende su vigencia. Así, 
los párrafos primero y segundo del artículo 168 de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito, se refieren a una primera hipótesis 
cuando subsisten acciones (por no existir novación) derivadas de la 
relación que dio origen a la emisión o trasmisión de la letra, las cuales 
se intentarán restituyendo la letra al demandado, y no procede sino 
después de que la letra hubiere sido presentada inútilmente para su 
aceptación o para su pago conforme a los artículos 91 al 94 y 126 al 
128, respecto de los cuales, en el caso del pagaré se aplican sólo los 
preceptos del 126 al 128; y una segunda hipótesis prevista en el tercer 
párrafo que se refiere a cuando la acción cambiaria se extinguió y el 
tenedor ejecutó los actos necesarios para que el demandado conserve 
las acciones que en virtud de la letra pudieren corresponderle. Por lo 
tanto, si la acción causal es derivada de la prescripción de la acción 
cambiara, es decir, la prevista en el tercer párrafo del artículo 168 de la 
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, disposición que le es 
aplicable al pagaré conforme a lo dispuesto en el precepto 174 de ese 
mismo ordenamiento, entonces las prestaciones que se reclamen tienen 
que referirse a las obligaciones consignadas en el título de crédito y no 
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a las que se deriven de la relación jurídica que le dio origen, pues esto 
último se refiere a la hipótesis prevista en los dos primeros párrafos del 
precepto citado. 


SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 


Amparo directo 601/2009. Instituto de Vivienda del Distrito Federal 
(Invi). 29 de octubre de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Julio 
César Vázquez-Mellado García. Secretario: Carlos Manríquez García** 


Para complementar lo relacionado con la procedencia de la vía, existe 
jurisprudencia reciente de la primera sala de la suprema corte, para guiar la procedencia 
de la misma, según tesis que se menciona a continuación: 


ACCIÓN CAUSAL. LA VÍA MERCANTIL NO ES LA ÚNICA QUE 
PROCEDE PARA SU EJERCICIO. 


Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que 
conocieron de diversos amparos directos sostuvieron criterios distintos 
al analizar si la única vía para el ejercicio de la acción causal, prevista 
en el artículo 168 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, 
es la mercantil, o si puede ser una diversa, atendiendo a la naturaleza 
del negocio jurídico subyacente que dio origen a la emisión del título de 
crédito respectivo. 

38 Novena Época. Registro digital: 165896. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Materia(s): Civil. Tesis: 1.70.C.138 C. Fuente: Semanario Judicial de 


la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Diciembre de 2009, página 1439. Tipo: 
Aislada. 
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que la vía mercantil no es la única procedente para 
el ejercicio de la acción causal, prevista en el artículo 168 de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito, ya que debe atenderse a 
la naturaleza del negocio jurídico subyacente que dio origen a la emisión 
del título de crédito respectivo. 


Justificación: El artículo 168, último párrafo, de la Ley General 
de Títulos y Operaciones de Crédito, prevé la posibilidad de que el 
tenedor del título de crédito pueda ejercer la acción causal en caso de 
que la cambiaria haya prescrito o caducado; sin que la acción causal 
sustituya a la cambiaria, ya que no se creó para el caso de que se 
extinguiera la acción cambiaria, sino que se otorgó ese nombre a la 
acción específica que se ejercitaría normalmente sin que existiera 
de por medio un título cambiario, por tanto, a diferencia de la acción 
cambiaria, que depende de la emisión del título relativo, la acción causal 
es independiente y su ejercicio sólo depende del acto del que derivó 
la acción. En consecuencia, si la acción cambiaria atendiendo a sus 
características y a lo previsto en los artículos 167 de la Ley General 
de Títulos y Operaciones de Crédito y 1391, fracción IV, del Código de 
Comercio únicamente puede ejercerse en la vía ejecutiva mercantil, no 
sucede lo mismo con la acción causal, la cual al no atender a la misma 
naturaleza que la acción cambiaria, la vía mercantil no será la única 
procedente para su reclamo, ya que se puede ejercer a través de otra 
vía diversa, atendiendo a la naturaleza del negocio jurídico subyacente 
que dio origen a la emisión del título de crédito respectivo. Además de 
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que la acción causal contenida en el artículo 168 de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito no se refiere al derecho abstracto 
de poner en movimiento al órgano jurisdiccional, sino a una acción en 
estricto sentido, así la acción causal puede ser, entre otras, la acción 
hipotecaria prendaria, de compra, de arrendamiento, de transacción, de 
gestión de negocios o, en fin, cualquier acción que tutele el derecho que 
se pretende reclamar en juicio. 


Contradicción de tesis 389/2019. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 27 de enero 
de 2021. Cinco votos de los ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Ana María García Pineda. 


Tesis y/o criterios contendientes: 


El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo 
Circuito al resolver el amparo directo 347/2019, en el que consideró 
que la acción causal prevista en el artículo 168 de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito, mediante la cual el acreedor puede 
exigir el pago de un adeudo consignado en un título de crédito, se ubica 
en el primer supuesto que prevé el numeral 1 de la citada ley, atinente 
a que se regula exclusivamente por cuestiones procesales mercantiles, 
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por ende, la vía para su ejercicio no puede ser distinta a la mercantil, 
esto es, la materia de la relación subyacente no impacta en la acción 
causal, que siempre será reclamable en vía mercantil; y, 


El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 513/2017, que dio origen 
a la tesis aislada VIl.10.0.49 C (10a.), de título y subtítulo: “ACCIÓN 
CAUSAL. LA REFERIDA EN EL ARTÍCULO 168 DE LA LEY GENERAL 
DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, DEBE EJERCITARSE 
EN LA VÍA CIVIL Y EN LA FORMA QUE CORRESPONDA AL NEGOCIO 
JURÍDICO SUBYACENTE QUE DIO LUGAR A LA EMISIÓN DEL TÍTULO 
DE CRÉDITO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ).”; publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 1 de junio de 
2018 a las 10:07 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 55, Tomo IV, junio de 2018, página 
2752, con número de registro digital: 2017047. 


Tesis de jurisprudencia 5/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala 
de este Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de veinticuatro de 
febrero de dos mil veintiuno. 


Esta tesis se publicó el viernes 23 de abril de 2021 a las 10:27 horas 
en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera 
de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de abril de 2021, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
16/2019.% 


Décima Época. Registro digital: 2022985. Instancia: Primera Sala. Materia(s): 


136 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Se puntualiza que el presente estudio de la acción causal, sólo se refiere a la 
materia mercantil, dejando a salvo la misma en materia civil porque, indistintamente, 
puede tramitarse también la acción causal en materia civil, derivado de la relación 
obligacional nacida de los contratantes, independientemente de la materia, lo cual se 
deja para posterior estudio. 


Civil. Tesis: 1a./J. 5/2021 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Libro 85, Abril de 2021, Tomo l, página 249. Tipo: Jurisprudencia. 
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Conclusiones 


a acción causal, es el remedio procesal que tutela el derecho del tenedor de una 

título de crédito para recibir un importe, estando su fundamento, no en el titulo 

cambiario, sino en contrato subyacente. ”(...) No produciendo el giro de la letra 
una novación de las obligaciones resultantes del contrato básico hasta que no se 
satisfacen las obligaciones asumidas en la propia letra. (...)"* 


El fundamento de la acción causal en México, se encuentra ubicado en el artículo 168 
de la ley general de títulos y operaciones de crédito, y se instituye su reclamo, cuando 
no se pueden ejercitar las acciones cambiarias, ya sea por prescripción del título o, 
cuando a elección del actor, quiere ejercitarla través de la acción ordinaria para el 
cumplimento de la obligación, dejando insubsistente la acción cambiaria directa, y con 
tratamiento de documental privada del título, a diferencia de la directa, donde el título 
trae aparejada ejecución. 


Debe atenderse a los requisitos, siguientes: 


A. Que no se haya producido el pago del título de crédito. 

B. La existencia del protesto. 

C. Que exista un negocio jurídico subyacentes. 

D. La no extinción del negocio jurídico que dio origen. 

E. Improcedencia del lapso de prescripción para el ejercicio de la acción causal. 
F. La legitimación de los sujetos -activo y pasivo- para iniciar la acción causal. 
G. La reivindicación del documento, o la disponibilidad del mismo al demandado, 
salvo pago. 


Las conclusiones del presente trabajo dan luz a la forma concreta del tratado 
de la acción causal. 


40 Pérez Albuquerque, María Ángeles: La acción causal... p. 473. 
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Control jurisdiccional de acuerdos probatorios en el 
proceso penal acusatorio 


Juez Mtro. Eduardo Villagómez Amézquita 
Introducción 


onforme al Código Nacional de Procedimientos Penales, los acuerdos 

probatorios, también denominados convenciones probatorias, se proponen en 

la etapa intermedia en la cual se realiza la depuración de los medios de prueba 
ofertados por las partes, el juez de control debe autorizar dichos acuerdos y 
plasmarlos en el auto de apertura a juicio oral. No obstante, es práctica recurrente 
que se celebren en la audiencia de juicio, previo al inicio de la fase probatoria. 


El desarrollo del presente trabajo tiene por finalidad analizar si esa praxis se 
ajusta a la legalidad. 


Para lograr tal propósito se considera indispensable partir de un breve estudio 
de los actos jurídico procesales en general a efecto de ubicar la esencia jurídica del 
acuerdo probatorio y encontrar un sustento firme en la construcción de argumentos. 
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De igual manera, se analizará la teleología de la institución objeto de estudio 
y su íntima relación con diversos principios procesales que rigen en el sistema 
acusatorio penal mexicano, ya que dentro de este nuevo modelo de procesamiento 
penal tales principios necesariamente orientan la interpretación que se hace de los 
distintos preceptos legales. 


Con la finalidad de establecer los límites que existen en la celebración de 
acuerdos probatorios se analiza el control que sobre ellos debe realizar el juez de 
garantía y la manera de hacerlo durante la audiencia intermedia. 


Finalmente se revisa el supuesto en que las partes realizan la propuesta 
de acuerdos probatorios en la audiencia de juicio oral, ya que se considera que la 
praxis referida inicialmente no se condice con la normatividad relativa, los principios 
aplicables a la institución en estudio y con la institución de la preclusión, por lo que 
debe limitarse su propuesta y aprobación para la audiencia de preparación a juicio 
oral. 
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l. El acto jurídico procesal y acuerdos 


e considera de primordial importancia establecer el concepto de acuerdo 

probatorio e indagar dentro de la teoría del acto procesal la naturaleza jurídica 

de aquella institución para comprender su esencia y estar en condiciones de 
construir un planteamiento sólido a partir de su sustancia. 


Atendiendo a ese propósito se inicia necesariamente con el concepto legal y 
doctrinario para posteriormente referir de manera sintética la clasificación de los actos 
jurídico procesales dentro de los cuales obviamente encontramos las convenciones 
probatorias. 


1.- Concepto de acuerdo probatorio. 


La reforma de 18 de junio de 2008" introdujo constitucionalmente el proceso 
penal acusatorio y oral en nuestro estado mexicano; no obstante, como es sabido, tres 
entidades federativas ya habían adoptado el sistema acusatorio penal y regularon en 
la etapa intermedia lo relativo a los acuerdos probatorios dejando a cargo del juez de 
garantía el control jurisdiccional de dichas convenciones. 


1 Diario Oficial de la Federación. En línea, visible en: http://dof. gob.mx/nota_de- 
talle. php?codigo=50469788fecha=18/06/2008. Consultado el 28 de febrero de 
2018. 


149 


Acuerdos probatorios 


Acuerdos probatorios 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


El Estado de Nuevo León en su Código de Procedimientos Penales? no estableció 
un concepto de acuerdo probatorio, sin embargo sí los contempló en su artículo 5599, 
segundo párrafo, el cual disponía: 


En la audiencia, el Ministerio Público podrá ofrecer pruebas únicamente 
con el fin de contradecir directamente las pruebas ofertadas por la defensa 
en su escrito de defensa. También durante la audiencia el Ministerio Público, 
el inculpado y su defensor, con el objeto de acreditar ciertos hechos, podrán 
acordar la incorporación a la Audiencia del Juicio Oral, de las declaraciones 
de testigos, dictámenes de peritos, inspecciones o informes rendidos o 
practicados en la Averiguación Previa, o aquéllos donde consten declaraciones 
y pruebas desahogadas ante el Juez de Preparación de lo Penal, mediante 
la lectura o reproducción, de todo o parte de los documentos o registros 
donde consten. Los hechos acordados no podrán ser discutidos en el Juicio 
Oral. Además, el Juez de preparación podrá formular proposiciones a los 
intervinientes para que realicen acuerdos probatorios. 


La convención probatoria se reguló exclusivamente en lo relativo a la 
incorporación por lectura o reproducción de algunos registros previos, con la finalidad 
de acreditar ciertos hechos. 


2 Código Nacional de Procedimientos Penales, en línea. Visible en.: http://www. 
henl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/pdaf/CODIGO%20DE%20PROCEDIMIEN- 
TOS%20PENALES%20DEL%20ESTADO%20DE%20NUEVO%20LEON.paf 
«Consultado el 28 de febrero de 2018. 


3 Según reforma publicada el 28 de julio de 2004 en el Periódico Oficial del Esta- 
do de Nuevo León. 
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El Código de Procedimientos Penales del Estado de Chihuahua* tampoco aportó 
propiamente un concepto de acuerdo probatorio, sin embargo reglamentó de distinta 
manera esta figura. El artículo 313 reza: 


“Durante la audiencia, las partes podrán solicitar conjuntamente al Juez 
que dé por acreditados ciertos hechos, que no podrán ser discutidos en el 
juicio. El Juez autorizará el acuerdo probatorio, siempre y cuando lo considere 
justificado por existir antecedentes de la investigación con los que se acredite 
la certeza del hecho. En estos casos, el Juez indicará en el auto de apertura 
del juicio oral los hechos que se tengan por acreditados, a los cuales deberá 
estarse durante la audiencia de debate”. 


Se generó la posibilidad de dar por acreditados hechos que ya no serán materia 
de discusión en la audiencia de debate e ingresó el requisito del control jurisdiccional 
sobre el acuerdo probatorio, el cual sólo era factible autorizarlo si se encontraba 
justificado con antecedentes de la investigación. 


De manera similar se contempló en el Código Procesal Penal para el Estado 
de Daxaca”, sin embargo no sujetó su aprobación al hecho de que encontraran 
justificación en los antecedentes de la investigación. El precepto 309 se limitó a 
establecer: 


4 Publicado en el Periódico Oficial del Estado de Chihuahua del 9 de agosto de 
2006. En línea. Visible en: http://www.congresochihuahua2.gob.mx/biblioteca/ 
codigos/archivosCodigos/16.pdf. Consultado el 28 de febrero de 2018. 


5 Publicado el 9 de septiembre de 2006 en el Periódico Oficial del Estado de 
Oaxaca. En línea. Visible en: http://s3-us-west 1.amazonaws.com/congresooax/ 
legislacion_estatals/documentos/000/000/026/ original/009.paf?1507309429C- 
Consultado el 28 de febrero de 2018. 
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“Durante la audiencia, las partes podrán solicitar en conjunto al juez que 
dé por acreditados ciertos hechos, que no podrán ser discutidos en el juicio. Si 
la solicitud no fuere objetada por ninguna de las partes, el juez indicará en el 
auto de apertura del juicio los hechos que tengan por acreditados, a los cuales 
deberá estarse durante la audiencia de debate.” 


La Ley del Proceso Penal para el Estado de Guanajuato?, ya acorde a la reforma 
constitucional de 18 de junio de 2008, en su precepto 339 puntualizó: 


“Durante la audiciencia, las partes podrán solicitar conjuntamente al 
juez que dé por acreditados ciertos hechos, los cuales no podrán ser discutidos 
en el juicio. 


También se podrán proponer unilateralmente o por el juez, pero sólo 
ante el acuerdo expreso de todas las partes se tendrán por acreditados los 
hechos contenidos en la propuesta. 


El juez autorizará el acuerdo probatorio, siempre y cuando lo considere 
justificado por existir antecedentes de la investigación con los que se acredite 


Acuerdos probatorios 


la certeza del hecho. 


En estos casos, el juez indicará en el auto de apertura del juicio los 
hechos que tengan por acreditados, a los cuales deberá estarse durante la audiencia 
del debate.” 


6 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de marzo de 2014. 
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Se agregó la posibilidad de que el acuerdo probatorio fuese propuesto por una 
sola de las partes o bien por el juez de control, pero se somete a un estricto control 
jurisdiccional, ya que sólo ante la conformidad de todas las partes y la existencia de 
datos de prueba que lo sustentes es válido. 


El Código Nacional de Procedimientos Penales6 incorporó en el artículo 345 el 
concepto de los acuerdos probatorios, indicando de manera textual que “son aquellos 
celebrados entre el Ministerio Público y el acusado, sin oposición fundada de la 
víctima u ofendido, para aceptar como probados alguno o algunos de los hechos o sus 
circunstancias.” 


Al indagar en la denominada Consulta Jurisprudencial Especializada en el 
Nuevo Sistema de Justicia Penal”, del Consejo de la Judicatura Federal, no se localizó 
jurisprudencia o tesis aislada alguna donde se establezca el concepto de acuerdo 
probatorio. 


A nivel doctrinal, se encuentran conceptos de diversa amplitud. 
María Inés Horvitz* señala: 


“Las convenciones probatorías constituyen acuerdos de los 
intervinientes sobre hechos no controvertidos del procedimiento que, al ser 
aprobados por el juez de garantía, dispensan de la carga de probarlos a través 
de los medios de prueba legal. hechos que luego no podrán ser discutidos 
durante el debate.” 


7 En línea:  http://www.cjf. gob.mx/reformas/tesis/consulta/consultaTesis.aspx 
Consultado el 7 de marzo de 2018. 


8 Horvitz Lennon, M. | y López Masle, J.: Derecho procesal penal chileno. Editorial 
Jurídica de Chile. 2003; p.41. 
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Ángel Fernando Ugaz Zegarra define las convenciones probatorias diciendo: 


“Las convenciones probatorias son acuerdos tomados entre las partes en 
un proceso penal. Estos acuerdos pueden versar sobre hechos, circunstancias 
o medios de prueba. De esta manera, sí se conviene sobre cualquiera de los dos 
primeros, éstos serán tenidos por ciertos en el juicio oral y se dispensará de la 
carga de probarlos. En cambio, sí se dispone que sólo determinada prueba será 
idónea para acreditar algún hecho, su efecto será que no habrá otro medio que 
lo pueda probar”. 


Se advierte que el referido autor en el objeto de las convenciones probatorias 


incluye no solamente hechos y circunstancias, sino también medios de prueba. Ello 


atiende a que parte de la regulación establecida en el Código Procesal Penal Peruano”. 


Otro concepto doctrinal lo aportan Cornish, Montes Calderón y Jiménez 


Montes, estableciendo que las estipulaciones probatorias son: 


10 


Ugaz Zegarra, Á. F.: La Convención probatoria. ¿Negociando a ciegas?: La 
importancia del Acuerdo de Descubrimiento de pruebas, como presupuesto 
de las Convenciones probatorias. En línea. Disponible en http://biblioteca. 
cejamericas.org/bitstream/handle/2015/2361/discoveryyconvenciones. 
pdf?sequence=18.isAllowed=y p. 20. Consultada el 25 de febrero de 2018. 


El artículo 350.2 del Código Procesal Penal de Perú, reza: “Los demás sujetos 
procesales podrán proponer los hechos que aceptan y que el Juez dará por 
acreditados, obviando su actuación probatoria en el Juicio. Asimismo, podrán 
proponer acuerdos acerca de los medios de prueba que serán necesarios 
para que determinados hechos se estimen probados. El Juez, sin embargo, ex- 
poniendo los motivos que lo justifiquen, podrá desvincularse de esos acuerdos; 
en caso contrario, si no fundamenta especialmente las razones de su rechazo, 
carecerá de efecto la decisión que los desestime”. Consultable en: https:// 
www.unodc.org/res/cld/document/per/1939/codigo_de_. procedimientos_pena- 
les_html/Codigo_procesal_penal.pdf . Consultado el 28 de febrero de 2018. 
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Un acuerdo entre las partes para dar por probados hechos sobre los 
cuales no existe controversia sustancial, slempre y cuando con las voluntades 
convencionales no se esté renunciando a derechos constitucionales, por 
ejemplo, renunciando al derecho que tiene el acusado a que se excluya la 
evidencia”. 


Se destaca esta noción porque se señala como un límite preciso del acuerdo 
probatorio el que no se renuncie a derechos constitucionales que tienen las partes 
procesales. 


2.- Naturaleza jurídica de los acuerdos probatorios 


El proceso no puede concebirse, sino como un conjunto de actos jurídicos 
coordinados y sucesivos que tienen como origen la acción y como finalidad la resolución 
de una controversia*?. Esas manifestaciones de voluntad, que traen consecuencias 
jurídicas, toman el calificativo de procesales porque se desarrollan en el proceso. 


Conforme a lo anterior, Jaime Guasp define el acto jurídico procesal como 
“aquel acto o acaecimiento, caracterizado por la intervención de la voluntad humana, 
por el cual se crea, extingue o modifica alguna de las relaciones jurídicas que componen 
la institución procesal”.*? 


11 Cornish, T.: El rol de jueces y magistrados en el sistema penal acusatorio colom- 
biano, Colombia, Consejo Superior de la Judicatura. 2005; pp.77 y 78. 


12 Cfr. Torres Díaz, L.G.: Teoría general del proceso, México, Cárdenas editor y 
distribuidor. 1994; p. 124. 


13 Cit. Pos. por Torres Díaz, L.G.: Teoría general del..., p. 222. 
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Existen diversos criterios para clasificar los actos procesales. Por citar 
algunos: de acuerdo al sujeto que los realiza, pueden ser provenientes del juez, de las 
partes o de un tercero; por el objeto, se dividen en tres, según tengan por objeto una 
persona, una cosa o una actividad; por su función, actos de iniciación, de desarrollo o 
de conclusión del proceso. 


Al no ser objeto del presente estudio, se omite el análisis de la totalidad de 
esas diversas clasificaciones, limitándose a establecer de manera breve los actos 
procesales que realizan las partes. 


A las partes les corresponde en esencia la afirmación de los hechos y la 
aportación de la prueba!*; en esa misión, los actos que realizan se clasifican de la 
siguiente manera: 


De petición 
Los constituyen las postulaciones o requerimientos dirigidos al órgano 


jurisdiccional para que emita una determinada resolución. 


Víctor Fairén Guillén considera a estos actos jurídico- procesales “el grupo-rey 
de los actos de las partes, que, en resumen pretenden, piden de modo legitimado y 
fundamentado”. 


14 Vid. Alsina, H.: Tratado teórico práctico de derecho procesal civil y comercial, 
2a. ed, Argentina, Ediar,1956; p. 614. 


15 Fairén Guillen, V.: Teoría general del derecho procesal, México, UNAM 1992; p. 
348 
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Estos actos surten efectos una vez que el juez decide su admisión después 
de analizar si tienen fundamento legal; y es al mismo ente jurisdiccional a quien 
corresponde establecer con precisión los efectos que produce cada acto de parte; es 
decir, debe estudiarse su idoneidad para obtener la decisión pretendida. Los actos de 
petición se clasifican en peticiones de fondo y peticiones procesales?*. 


De prueba 


La prueba es indispensable para acreditar los hechos materia del proceso penal; 
sin ella, menciona Jairo Parra, “la arbitrariedad sería la que reinaría?””. 


La actividad probatoria está constituida por las tareas que se realizan dentro 
del proceso con la finalidad de demostrar la exactitud o inexactitud de los hechos que 
le dan materia. Esas labores, en lo que corresponde a las partes procesales, están 
constituidas esencialmente por la actividad tendiente a introducir el material probatorio 
para que posteriormente sea analizado y valorado por la autoridad jurisdiccional. 


De disposición 


Los actos de disposición, también llamados actos dispositivos no están 
destinados a la obtención de una resolución judicial, sino que en ellos, “predomina la 
voluntad de las partes para que surtan efectos directamente; actúan directamente 
sobre el sistema de situaciones jurídicas, creando, modificando o extinguiendo una de 
ellas y aun extinguiendo el proceso?*”. 


16 Cfr. Fairén Guillen, V.:Teoría general del derecho procesal..., pp. 348 y 349. 


17 Parra Quijano , J.: Manual de derecho probatorio, 15a. ed., Colombia, Librería 
ediciones del profesional LTDA. 2006; p. 73 


18 Cfr. Jauchen, E. M.: Tratado de la prueba en materia penal, Argentina, Rubinzal 
Culzoni editores. 2004; p.19. 
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De impugnación 


Conforme a la Real Academia de la Lengua Española**, el verbo impugnar 
proviene del latín impugnare, que significa combatir, contradecir, refutar. 


Los actos de impugnación son aquellos que tienen por finalidad precisamente 
combatir una resolución jurisdiccional; esto es, someter a examen crítico la decisión 
del órgano jurisdiccional para purgar los vicios que puedan contener y reparar a 
las partes los agravios que en ellos se les hayan causado por violación de las leyes 
procesales o de fondo”. 


Negocios jurídicos procesales 


Dentro de los actos procesales que realizan las partes algunos constituyen 
meras expresiones de la voluntad y atañen al ejercicio de un derecho preexistente, 
por ejemplo, las diligencias de prueba. Otros tienen por objeto la constitución de 
un derecho a través un acuerdo previo de voluntades: son los llamados negocios 
jurídicos procesales. Y entre estas dos clases existe una tercera, en la que los actos 
tienen por objeto la constitución de un derecho, pero no conllevan un convenio, sino 
que resulta del ejercicio coincidente de actos procesales por ambas partes: son los 
acuerdos procesales; ejemplo de ellos son la designación de peritos, determinación de 
documentos indubitados en la prueba de cotejo”. 


19 Vid. http://dle.rae.es/srv/search?m=308w=impugnar. 
20 Cfr. Torres Díaz , L.G.: Teoría general del proceso ..., p. 352. 


21 Cfr. Alsina, H.: Tratado teórico práctico de derecho procesal civil y comercial..., 
pp. 607 y 608 
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No obstante que los negocios jurídicos procesales tengan eficacia dispositiva, 
no dejan de ser actos que se desarrollan dentro del proceso, y por lo tanto regulados 
necesariamente por la ley procesal. De igual manera, aunque se atribuya a un acto 
procesal la calidad de negocio jurídico, la manifestación de la voluntad de las partes 
no tiene la misma trascendencia que en el derecho privado. Como señala Giussepe 
Chiovenda: 


“En el proceso existe siempre un elemento especial que considerar 
como lo es la presencia del órgano del Estado sobre cuya actividad, aunque 
ajeno al negocio, puede éste desarrollar una Influencia más o menos directa; 
ahora bien, es de interés público, que domina todo el proceso, que la actividad 
del órgano del Estado sea cierta y determinada en sus resultados, y este interés 
podría comprometerse sí en todo caso se admitiese que un defecto de voluntad 
en el negocio o el desaparecer su causa, pudiese influir en los resultados de la 
actividad pública a que dio lugar el negocio”. 


22 Ugaz Zegarra, Á. F.: La Convención probatoria..., p. 25. 
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ll. Principios aplicables a los acuerdos probatorios 


os acuerdos probatorios están dirigidos a evitar discusiones vanas con evidente 
demérito de los principios de economía y celeridad procesal. No obstante, no son 
los únicos principios procesales que se vinculan con las convenciones probatorias. 


En los siguientes párrafos se analiza la relación que tienen las convenciones 
probatorias con diversos principios que rigen en el sistema acusatorio. 


1.- Economía procesal 


La economía procesal es entendida como aquel principio que pretende alcanzar 
la decisión jurisdiccional a través del menor esfuerzo de las partes procesales e 
inclusive del Estado, con un menor egreso pecuniario. Este principio “se suele resumir 
en el aforisma: mayor eficacia con ahorro de gastos, esfuerzos y dinero??” 


Al respecto, Jorge Leonardo Frank?! refiere: 


“Indudablemente que el sistema acusatorio es mucho más económico 
que cualquier otro, ya que por la misma continuidad y rapidez con que se realiza, 
lo alivia al Estado, en cuanto a las erogaciones que debe realizar, en tanto no 
alberga en sus cárceles, personas cuya libertad se obtiene en el proceso corto 
y cuyo mantenimiento y enorme gasto se evita de antemano, por la acción de 
una justicia digna, segura y más rápida”. 


23 Ugaz Zegarra, Á. F.: La Convención probatoria..., p. 25. 


24 Frank, J.L.: Sistema acusatorio criminal y juicio oral, Argentina, Lerner Editores 
Asociados, 1986; p. 42. 
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Resulta evidente que al prescindir de la necesidad de probar determinados 
hechos se logra la finalidad de obtener una audiencia de debate más breve, con menos 
desahogo de pruebas; y en consecuencia, también una decisión jurisdiccional que no 
requiere valorar “lo evidente, impertinente, o simplemente no cuestionado, resultando 
en una sentencia breve y concisa sobre sólo lo trascendente que fue actuado en el 
juicio oral?”. 


2.- Celeridad procesal. 


El principio de celeridad procesal pretende que el proceso penal se sustancie de 
manera pronta y sin dilaciones. Esto se logra suprimiendo trámites no sustanciales, 
evitando gestiones innecesarias, poniendo límites para la realización de los actos 
jurídico procesales que realizan los sujetos del procedimiento penal y estableciendo 
penalidades para el caso de omisiones injustificadas. “Tal principio parte de la premisa 
que la justicia tardía o lenta no es justicia, que para ser tal debe ser rápida, capaz de 
restaurar la lesión sufrida?*”. 


A ese respecto, el artículo 14.3, inciso c), del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos?” establece que durante el proceso, toda persona acusada de un 
delito tendrá derecho, en plena igualdad, a ser juzgado sin dilaciones indebidas. Ese 
derecho también se contiene en el precepto 7.5 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos? que dispone: 


25 Ugaz Zegarra, Á. F.: La Convención probatoria...., p. 25. 


26 Enciclopedia Jurídica OMEBA IV. Versión electrónica, Bibliográfica OMEBA, 
tomo XV, p. 888 


27 Ratificado por México en 1981. Consultable en: http://www.inali.gob.mx/paf/ 
Pacto_Derechos_ Civiles _politicos.pdf. 17 de marzo de 2018 


28 Ratificada por México en 1981. Véase: https://www.oas.org/dil/esp/trata- 
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“Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante 
un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales 
y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta 
en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar 
condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio”.? 


El Código Nacional de Procedimientos Penales en el artículo 16 establece el 
derecho a la justicia pronta, disponiendo que “toda persona tendrá derecho a ser 
juzgada dentro de los plazos legalmente establecidos. Los servidores públicos de las 
instituciones de procuración e impartición de justicia deberán atender las solicitudes 
de las partes con prontitud, sin causar dilaciones injustificadas”. 


El derecho a la justicia pronta es definido por Gimeno Sendra como: 


“Un derecho subjetivo constitucional, que asiste a todos los sujetos que 
hayan sido parte en un procedimiento penal, de carácter autónomo, aunque 
instrumental del derecho a la tutela, y que se dirige frente a los órganos del 
Poder Judicial [aun cuando en su ejercicio han de estar comprometidos todos 
los demás poderes del Estado), creando en ellos la obligación de actuar en un 
plazo razonable el ¡ius puniendi””>. 


dos_B-32 Convencion_Americana_sobre_Derechos_Humanos_  firmas.htm. 
Colnsultado el 17 de marzo de 2018. 


29 Consultable en línea: https://www.oas.org/dil/esp/tratados_B-32_Convencion_ 
Americana_sobre_ Derechos_Humanos.htm . 17 de marzo de 2018. 


30 Cit. Pos. Horvitz Lennon, M. | y López Masle, J.: Derecho procesal penal chileno 
oo p.72. 
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El derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable, dicen Horvitz Lennon y 
López Masle, tiene un destacado desarrollo en los Estados Unidos de Norteamérica 
como el “derecho a un juicio rápido”. También afirman que la jurisprudencia de dicho 
país ha asentado que esa garantía está encaminada a tres aspectos: “1) evitar indebida 
y opresiva encarcelación antes del juicio; 2) minimizar la ansiedad y preocupación que 
genera una acusación pública y 3) limitar las posibilidades de que una dilación extensa 
menoscabe la capacidad del acusado para defenderse.”*' 


Es evidente la rapidez que generan los acuerdos probatorios en la audiencia de 
debate por la menor carga probatoria requerida, se logra un debate ágil para alcanzar 
una decisión en tiempo razonable, sin que ello releve a las autoridades del respeto al 
debido procedimiento o las autorice a vulnerar el ordenamiento legal. 


Al respecto, Jorge Leonardo Frank dice que, al ser más rápida y expedita la 
justicia se logra que sea más equitativa y proporcionada al justiciable, porque se logra 
en un menor tiempo la definición de su situación procesal y judicial definitiva, por 
lo que se hace más humana; sin embargo, “ello no implica que deba actuarse con la 
celeridad del necio ni con la demora del indiferente*?". 


3. Principio dispositivo. 


El procedimiento penal puede ser concebido desde dos aristas, según la posición 
que la legislación le asigne a las partes y al juzgador: el sistema dispositivo brinda 
a las partes el dominio del procedimiento, es decir, como lo indica Devis Echandía, 


31 Horvitz Lennon, M. | y López Masle, J.: Derecho procesal penal chileno ..., p. 
72. 


32 Frank, J.L.: Sistema acusatorio criminal y juicio oral ..., p. 42. 
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la “iniciación, determinación del contenido y objeto e impulsión del proceso y de 


aportación de las pruebas**”; en tanto que en el sistema inquisitivo, esas tareas se le 


otorgan al juez. 


Como características generales del proceso conforme al principio dispositivo 


encontramos las siguientes**: 


El juez no puede iniciar oficiosamente el proceso. 

El juez no debe considerar hechos que no fueron planteados por las partes. 

El juez sólo podrá decretar el desahogo de las pruebas que las partes hubiesen 
soliciten oportunamente, teniendo el impedimento de hacerlo oficiosamente*. 
La sentencia debe estar conforme a lo alegado y probado. 

El juez no puede condenar ni ir más allá de lo peticionado por las partes. 

El juez debe aceptar ciertos los hechos en que las partes estuviesen de acuerdo. 


Esta última forma de expresión del principio dispositivo es la que se vincula de 


manera directa con la celebración de acuerdos probatorios. No obstante, como bien 


lo señala Ugaz Zegarra: 


33 


34 


35 


“Es preciso recordar que el proceso penal no es “propiedad” de las 
partes, como tampoco lo es ningún tipo de proceso judicial, su naturaleza es de 
Derecho público; entonces, [...] el principio dispositivo no puede significar que 


Devis Echandía, H.: Teoría general de la prueba judicial, Argentina. Victor P. de 
Zavalía Editor, p.78. 


Cfr. Alsina, H.: Tratado teórico práctico de derecho procesal civil y comercial..., 
pp. 101 y 102. 


Vid. Parra Quijano, J.: Manual de derecho probatorio ..., p.199. 
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las partes tengan absoluta y plena libertad para convenir en lo que quieran y 
que por el solo hecho de hacerlo esto será aprobado. El principio se encuentra 
reglado, pero, en esencia, permite el acuerdo”. % 


4.- Principio de imputación necesaria. 


Conforme al principio de imputación necesaria, toda persona tiene derecho a 
conocer de manera precisa el delito por el cual se le acusa. Ello conlleva “describir 
un acontecimiento que se supone real con todas las circunstancias de modo, tiempo 
y lugar que lo ubiquen en el mundo de los hechos y le proporcionen su materialidad 
concreta?””. 


Este principio lo encontramos regulado en el precepto 335 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, el cual establece que la acusación debe contener en forma 
clara y precisa: 


/. La individualización del o los acusados y de su Defensor; 

/l. La ¡identificación de la víctima u ofendido y su Asesor jurídico; 

//. La relación clara, precisa, circunstanciada y específica de los hechos 
atribuidos en modo, tiempo y lugar, así como Su clasificación jurídica; 

IV. La relación de las modalidades del delito que concurrieren; 

V. La autoría o participación concreta que se atribuye al acusado; 

V/. La expresión de los preceptos legales aplicables; 

VI/. El señalamiento de los medios de prueba que pretenda ofrecer, 
así como la prueba anticipada que se hubiere desahogado en la etapa de 
investigación; 

36 Ugaz Zegarra, Á. F.: La Convención probatoria..., pp. 24 y 25. 
37 Ugaz Zegarra, Á. F.: La Convención probatoria..., p. 10. 
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VI!/. El monto de la reparación del daño y los medios de prueba que 
ofrece para probarlo; 

/X. La pena o medida de seguridad cuya aplicación se solicita incluyendo 
en su caso la correspondiente al concurso de delitos; 

X. Los medios de prueba que el Ministerio Público pretenda presentar 
para la individualización de la pena y en su caso, para la procedencia de 
sustitutivos de la pena de prisión o suspensión de la misma; 

XI. La solicitud de decomiso de los bienes asegurados; 

X1l. La propuesta de acuerdos probatorios, en su caso, y 

XIII. La solicitud de que se aplique alguna forma de terminación 
anticipada del proceso cuando ésta proceda. 


Este principio trasciende al estar relacionado de manera directa con el necesario 
conocimiento de la acusación y el descubrimiento de las pruebas como presupuesto 
para la celebración del acuerdo probatorio. No es factible la proposición de un acuerdo 
probatorio si antes no se ha realizado la acusación y el descubrimiento de la prueba 
que da sustento a los hechos materia de aquella. 


5.- Igualdad procesal. 


La igualdad procesal es un principio y un derecho constitucional contemplado 
por el precepto 20, apartado A, fracción V, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 


Ese principio se trasladó normativamente a diversos preceptos del Código 
Nacional de Procedimientos Penales como lo son los siguientes: artículo 10, igualdad 
ante la ley; artículo 11, igualdad entre las partes; artículo 17 último párrafo, garantía 
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de defensa adecuada y técnica sin preferencias ni desigualdades; artículo 110 último 
párrafo, ejercicio de las funciones de asesor jurídico en igualdad de condiciones que 
el defensor; artículo 348, igualdad procesal en el juicio oral; artículo 432, igualdad 
procesal entre las partes en la acción penal por particular. 


Es indudable que esa igualdad procesal trasciende necesariamente a la 
actividad probatoria**, es por ello que la víctima, el acusado y su defensor tienen la 
facultad para solicitar el recaudo de datos de prueba, ofrecer y desahogar elementos 
de prueba, así como controvertir las pruebas de la contraparte. 


En esa tesitura, resulta obvio que el principio en estudio resulta necesariamente 
aplicable a los acuerdos probatorios. Esto es, cualquiera de las partes puede 
proponerlos, pero su admisión está sujeta a su aceptación por las restantes y al 
control jurisdiccional que inevitablemente debe realizarse. 


6.- Principio de moralidad. 


El principio de moralidad en el proceso lo refiere Clemente A. Díaz* diciendo 
que: 


“La buena fe, la lealtad, la veracidad, la probidad, son predicados que 
se involucran en el principio de moralidad; inclusive son concreciones positivas 
de la legislación en materia de moralización del derecho procesal. El principio 


38 Vid. Morales Marín, G.: Ciencia de las pruebas penales: sistema acusatorio. 
21a. ed. Colombia, Grupo Editorial Ibáñez, 2014; p. 288. 


39 Enciclopedia Jurídica Omeba IV. Tomo Apéndice V, ..., p. 18. 
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de moralidad es el conjunto de reglas de conducta presididas por el imperativo 
ético a que deben ajustar su comportamiento procesal todos los sujetos 
procesales (partes, procuradores, abogados, jueces, etcétera). ” 


Conforme al citado autor, en el principio de moralidad se involucran la buena 
fe, la lealtad, la veracidad y la probidad, principios que se encuentran incluidos en el 
Código Nacional de Procedimientos Penales. 


En efecto, los principios de probidad y buena fe se contienen en el artículo 107 
de la legislación adjetiva citada, que establece: 


“Los sujetos del procedimiento que intervengan en calidad de parte, 
deberán conducirse con probidad, evitando los planteamientos dllatorios de 
carácter formal o cualquier abuso en el ejercicio de las facultades o derechos 
que este Código les concede. 


El Órgano jurisdiccional procurará que en todo momento se respete 
la regularidad del procedimiento, el ejercicio de las facultades o derechos en 
términos de ley y la buena fé. (sic)” 


El artículo 128 de la referida legislación contempla el deber de lealtad y 
veracidad, referido a la actuación del Ministerio Público, en los términos siguientes: 


“El Ministerio Público deberá actuar durante todas las etapas del 
procedimiento en las que intervenga con absoluto apego a lo previsto en la 
Constitución, en este Código y en la demás legislación aplicable. 
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El Ministerio Público deberá proporcionar información veraz sobre los 
hechos, sobre los hallazgos en la investigación y tendrá el deber de no ocultar 
a los intervinientes elemento alguno que pudiera resultar favorable para la 
posición que ellos asumen, sobre todo cuando resuelva no incorporar alguno de 
esos elementos al procedimiento, salvo la reserva que en determinados casos 
la ley autorice en las investigaciones”. 


El precepto 214 del mismo cuerpo legal hace extensivo el deber de lealtad a 
todas las autoridades de la investigación al establecer: 


Las autoridades encargadas de desarrollar la investigación de los 
delitos se regirán por los principios de legalidad, objetividad. eficiencia, 
profesionalismo, honradez, lealtad y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados. 


Finalmente, el artículo 49 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
contempla el principio de veracidad al señalar: 


Dentro de cualquier audiencia y antes de que toda persona mayor de 


Acuerdos probatorios 


dieciocho años de edad inicie su declaración, con excepción del imputado, se le 
informará de las sanciones penales que la ley establece a los que se conducen 
con falsedad, se nieguen a declarar o a otorgar la protesta de ley; acto seguido 
se le tomará protesta de decir verdad. 


Lo anterior permite concluir que el principio de moralidad sí se encuentra 
inmerso en el Código Nacional de Procedimientos Penales y rige el actuar de los 
sujetos del procedimiento penal y, en consecuencia, en la celebración de acuerdos 
probatorios. 
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111. Control jurisdiccional de acuerdos probatorios 


omo se mencionó en un apartado precedente, las convenciones probatorias 
son por naturaleza un negocio jurídico procesal por provenir del acuerdo de 
voluntades de las partes para generar consecuencias en el proceso penal. 


Asimismo, se estableció que conforme al principio dispositivo, el juez debe 
admitir los hechos que las partes den por aceptados. No obstante, la facultad de las 
partes para celebrar acuerdos probatorios no es ilimitada. 


El precepto 345 del Código Nacional de Procedimientos Penales señala: 


Los acuerdos probatorios son aquellos celebrados entre el Ministerio 
Público y el acusado, sín oposición fundada de la víctima u ofendido, para 
aceptar como probados alguno o algunos de los hechos o sus circunstancias. 


Si la víctima u ofendido se opusieren, el Juez de contro! determinará sí 
es fundada y motivada la oposición, de lo contrario el Ministerio Público podrá 
realizar el acuerdo probatorio. 


El Juez de control autorizará el acuerdo probatorio, siempre que lo 
considere justificado por existir antecedentes de la investigación con los que 
se acredite el hecho. 


En estos casos, el Juez de control indicará en el auto de apertura del 
juicio los hechos que tendrán por acreditados, a los cuales deberá estarse 
durante la audiencia del juicio oral. 
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Del anterior texto destacan los siguientes puntos: la intervención del juez de 
control para autorizar los acuerdos probatorios, los límites del acuerdo probatorio, la 
oposición de la víctima y la acreditación del hecho materia del acuerdo probatorio, 
temas que se desarrollan a continuación. 


1.- La necesaria intervención del juez de control. 


La legislación adjetiva penal nacional contempla como un imperativo la 
intervención del juez para el control y aprobación de las convenciones probatorias. 


Ese mandato deviene del hecho de que el acuerdo probatorio es un acto jurídico 
procesal y el proceso es de orden público, según lo dispuesto por el artículo 10. del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, que reza: 


Las disposiciones de este Código son de orden público y de observancia 
general en toda la República Mexicana, por los delitos que sean competencia 
de los órganos jurisdiccionales federales y locales en el marco de los principios 
y derechos consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano 
sea parte. 


Conforme la Enciclopedia Jurídica OMEBA, se denomina orden público al 
“conjunto de condiciones fundamentales de vida social instituidas en una comunidad 
jurídica, las cuales, por afectar centralmente a la organización de ésta, no pueden ser 
alteradas por la voluntad de los individuos.”“ 


40 Enciclopedia Jurídica Omeba IV. T. XXI,... p. 56. 
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En ese entendido, las leyes de orden público “están consideradas como 
teleológicamente orientadas a constituir una situación de ordenación social tal, que 
no pueda ser alterada por la voluntad, unilateral o bilateral de los individuos*””. 


De lo anterior surge una aparente contradicción entre el principio dispositivo 
adoptado en el Código Nacional de Procedimientos Penales y la naturaleza de orden 
público de las disposiciones que regulan el proceso penal. 


No obstante, no existe contradicción alguna. Las disposiciones de orden 
público que regulan el procedimiento penal, son las mismas que contempla el principio 
dispositivo generando un equilibrio entre ambos a través de la intervención del juez de 
control que figura en el supuesto específico como un garante de la constitucionalidad, 
convencionalidad y legalidad en la aprobación del acuerdo probatorio%. En 
consecuencia, el control jurisdiccional implica la posibilidad de no autorizar el acuerdo 
probatorio, a pesar del principio dispositivo, siempre y cuando su decisión esté 
debidamente motivada. 


41 Enciclopedia Jurídica Omeba IV. T. XXI,... p. 56. 
42 Cfr. Ugaz Zegarra, Á. F.: La Convención probatoria..., p.1. 
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Conforme a los artículos 334 del Código Nacional de Procedimientos Penales“ 
y 211 fracción lll de la Ley del Proceso Penal*, la anterior actividad se lleva a cabo 
en la audiencia intermedia que tiene por objeto el ofrecimiento y admisión de 
los medios de prueba, así como la depuración de los hechos controvertidos que serán 
materia del juicio. Es en esta audiencia de preparación del juicio oral donde el juez de 
control “escucha solicitudes de las partes que han acordado no entrar en controversia 
sustancial sobre determinados hechos o circunstancias y las autoriza para incorporar 
esos acuerdos en la audiencia del juicio oral*”. 


2.- Límites de los acuerdos probatorios. 


Se ha reiterado en diversos puntos que la voluntad de las partes en la 
celebración de acuerdos probatorios no es ilimitada, en consecuencia es menester 
puntualizar cuáles son los márgenes que delimitan su propuesta. 


43 El artículo 334 del Código Nacional de Procedimientos Penales dispone: 


La etapa intermedia tiene por objeto el ofrecimiento y admisión de los medios de 
prueba, así como la depuración de los hechos controvertidos que serán materia 
del juicio. 

Esta etapa se compondrá de dos fases, una escrita y otra oral. La fase 
escrita iniciará con el escrito de acusación que formule el Ministerio Público y 
comprenderá todos los actos previos a la celebración de la audiencia intermedia. 
La segunda fase dará inicio con la celebración de la audiencia intermedia y 
culminará con el dictado del auto de apertura a juicio. 


44 El precepto 211 de la ley del proceso penal establece las etapas que integran el 
procedimiento penal y en su fracción Il alude a la intermedia diciendo: 


Intermedia o de preparación del juicio oral: Comprende los actos procesales 
realizados desde la notificación de la acusación y la cita para la audiencia de 
preparación del juicio, hasta el auto de apertura del juicio oral. Tiene como 
finalidad ofrecer y admitir pruebas y depurar los hechos que serán materia del 
juicio oral 


45 Cornish, T.: El rol de jueces y magistrados en el sistema penal acusatorio 
colombiano..., p. 22. 
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De manera inicial, conforme al principio de imputación necesaria, sólo es posible 
proponer un acuerdo probatorio cuando se ha realizado el descubrimiento probatorio. 


Ese descubrimiento probatorio, en términos del artículo 337 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales: 


Consiste en la obligación de las partes de darse a conocer entre ellas 
en el proceso, los medios de prueba que pretendan ofrecer en la audiencia de 
Juicio. En el caso del Ministerio Público, el descubrimiento comprende el acceso 
y copia a todos los registros de la investigación, así como a los lugares y objetos 
relacionados con ella, incluso de aquellos elementos que no pretenda ofrecer 
como medio de prueba en el juicio. En el caso del imputado o su defensor, 
consiste en entregar materialmente copia de los registros al Ministerio Público 
a su costa, y acceso a las evidencias materiales que ofrecerá en la audiencia 
intermedia, lo cual deberá realizarse en los términos de este Código. 


El Ministerio Público debe cumplir con esa obligación de manera continua 
según lo dispuesto por el artículo 218 de ese mismo ordenamiento. La víctima u 
ofendido y su Asesor Jurídico en cualquier momento pueden acceder a los registros 
de la investigación. El imputado y su defensor tienen el derecho de acceso a dichos 
registros cuando aquél se encuentre detenido, sea citado para comparecer como 
imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, 
a partir de este momento ya no podrán mantenerse en reserva los registros para el 
imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de defensa; asimismo, una vez 
dictado el auto de vinculación a proceso la reserva de los registros no podrá hacerse 
valer en perjuicio del imputado y su Defensor, salvo las excepciones contempladas en 
el propio Código o en las leyes especiales. 
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Por lo que hace a la víctima u ofendido y el asesor jurídico deberá hacerse 
el descubrimiento probatorio por escrito, dentro de los tres días siguientes de la 
notificación de la acusación formulada por el Ministerio Público.“ 


El imputado y su defensor deberán realizar el descubrimiento probatorio” a 
través de escrito que se presente dentro de los diez días siguientes a que fenezca el 
plazo para la solicitud de coadyuvancia de la víctima u ofendido. 


Otro límite en la propuesta de acuerdos probatorios se presenta en el supuesto 
en que ellos “desconozcan o quebranten las garantías fundamentales o comprometan 
la presunción de inocencia*”. Ejemplo de ello se presenta cuando el acuerdo probatorio 
se sustenta en datos de prueba ilícitos; en este supuesto se estaría afectando al 
derecho contemplado por el artículo 20, apartado A, fracción IX de la Carta Magna, 
a que se excluyan los datos de prueba que fueron recabados con violación a derechos 
fundamentales. 


Además, es de suma relevancia que el juez de control en la audiencia de 
preparación de juicio oral verifique que la conformidad del imputado con el acuerdo 
probatorio se haya otorgado de manera consciente, informado previamente de sus 
derechos, con pleno conocimiento de las consecuencias de su adopción y libre de toda 
coacción. 


46 Vid. artículo 337 tercer párrafo y 338 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales. 


47 Vid. artículo 337 tercer párrafo y 340 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales. 


48 Cornish, T.: El rol de jueces y magistrados en el sistema penal acusatorio 
colombiano..., p. 22. 
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Por otra parte, el artículo 346 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
establece diversos supuestos de exclusión de medios de prueba que válidamente 
pueden aplicarse a los acuerdos probatorios. Esto es, cuando el acuerdo propuesto es 
impertinente, por no referirse a los hechos controvertidos y, cuando es innecesario, 
por referirse a hechos públicos, notorios o incontrovertidos. 


Finalmente, deben vincularse a la presente figura los principio de probidad, 
lealtad, veracidad y buena fe (que a su vez integran el principio de moralidad) que es 
exigible a las partes en la celebración de convenciones probatorias; principios que, 
en caso de ser violentados dan pauta a la aplicación de medidas disciplinarias y de 
apremio. 


3.- Soporte probatorio de los acuerdos probatorios. 


El precepto 345 del Código Nacional de Procedimientos Penales dispone que “el 
Juez de control autorizará el acuerdo probatorio, siempre que lo considere justificado 
por existir antecedentes de la investigación con los que se acredite el hecho. 


Para llevar a cabo un adecuado control, es menester que las partes debatan 
sobre los datos de prueba recabados en la fase de investigación para aportar al juez 
los insumos necesarios para su resolución. Si el juez advierte duda en la justificación 
del acuerdo probatorio deberá hacerlo saber a las partes. 


En consecuencia, el juez de control debe velar por la existencia de un 
preciso respaldo probatorio que deriva de los datos de prueba recabados durante la 
investigación para corroborar la veracidad de los convenios pretendidos y, sólo así, 
autorizarlos. 
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4.- La oposición de la víctima. 


No debe olvidarse la protección del derecho de la víctima al acceso a la justicia. 
Es por ello que, si la víctima u ofendido se opusieren, el Juez de control determinará si 
es fundada y motivada la oposición, de lo contrario el Ministerio Público podrá realizar 
el acuerdo probatorio”. 


Se considera que la oposición de la víctima es fundada cuando afecte sus 
derechos fundamentales, por ejemplo su derecho a la reparación del daño o bien, en 
términos del artículo 346, penúltimo párrafo, del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, cuando tratándose de delitos contra la libertad y seguridad sexuales y el 
normal desarrollo psicosexual, el acuerdo probatorio se haga consistir en la conducta 
sexual anterior o posterior de la víctima, lo cual va en contra de su dignidad. 


No sobra señalar que del anterior derecho de oposición y del derecho a la 
igualdad de las partes en el proceso, debe reconocerse a la víctima la facultad de 
proponer acuerdos probatorios; potestad que, en su caso, debe someterse a la 
consideración de las demás partes y al ineludible control jurisdiccional. 


5.- Efectos de los acuerdos probatorios. 


Según se expuso en un apartado precedente, los acuerdos probatorios 
constituyen un acto procesal y, en consecuencia, producen efectos jurídicos que 
afectan de distinta manera a los sujetos procesales, como a continuación se precisa. 


Para el juez de control 


49 Vid. artículo 337 tercer párrafo y 338 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales. 
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Si la propuesta del acuerdo probatorio no tuvo oposición de parte y está 
ajustada a la legalidad, el juez de control deberá autorizarlo y plasmar en el auto de 
apertura a juicio oral los hechos o circunstancias que tendrán por acreditados, en 
términos de lo ordenado por el dispositivo 347 fracción IV del Código Nacional de 
Procedimientos Penales”. 


Para las partes 


Conforme al artículo 345 del Código Nacional de Procedimientos Penales, la 
autorización de un acuerdo probatorio por parte del juez de control trae aparejado el 
imperativo de tener por acreditados los hechos o circunstancias que le dan materia “a 
los cuales deberá estarse durante la audiencia del juicio oral”. 


Esto implica la obligatoriedad del acuerdo probatorio para las partes y el 
impedimento para debatir ese hecho en la audiencia de juicio oral. 


Para el tribunal de enjuiciamiento. 


El acuerdo probatorio trae como consecuencia para el tribunal de enjuiciamiento 
el deber de aceptar por acreditados los hechos o circunstancias que constituyen su 
objeto y a los cuales deberá estarse en la audiencia del juicio oral. 


A pesar de ello, es facultad del tribunal de enjuiciamiento separarse del 
acuerdo probatorio cuando los elementos de prueba desahogados en el juicio oral los 
contradigan. 


50 Cfr. Horvitz Lennon, M. | y López Masle, J.: Derecho procesal penal chileno..., 
p. 43. 
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Tal forma de proceder deriva de la libertad que tiene en la apreciación de 
la prueba, conforme a lo dispuesto por el artículo 359 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales que prevé la facultad de valorar la prueba de manera libre 
y lógica. Para ello basta que se realice una adecuada motivación de la causa de la 
desestimación, indicando las razones que se tuvieron para hacerlo. 
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IV. Planteamiento de acuerdos probatorios en la etapa del juicio 
oral 


a propuesta de acuerdos probatorios en la fase de juicio oral constituye el 

problema que da materia a la presente investigación y se considera que esa 

dinámica riñe con el principio de imparcialidad (pulcritud), que rige para el 
tribunal de enjuiciamiento, contemplado por el artículo 20, apartado A, fracción IV, 
de la CPEUM; asimismo pugna con un adecuado control de acuerdos probatorios y la 
figura de la preclusión en términos de los artículos 345 y 347 fracción IV, del Código 
Nacional de Procedimientos Penales. 


1.- Principio de imparcialidad 


El precepto constitucional citado en el párrafo precedente, en la aparte que 
interesa, establece de manera literal el principio de imparcialidad para el tribunal 
de enjuiciamiento al disponer que “el juicio se celebrará ante un juez que no haya 
conocido del caso previamente”. 


El principio del juez imparcial o simplemente de imparcialidad se desenvuelve 
en tres vertientes: 


La primera se refiere a la independencia del órgano jurisdiccional que tiene 
a cargo la función de hacer justicia en un caso específico y se considera como un 
presupuesto necesario para la imparcialidad; es también conocida como imparcialidad 
objetiva. La segunda atañe al titular del órgano jurisdiccional en lo relativo a sus 
características de ecuanimidad y rectitud, así como a la ausencia de interés y 
neutralidad, corresponde a la imparcialidad subjetiva; en este rubro al juez favorece la 
presunción juris tamtum de imparcialidad. La última vertiente es que la imparcialidad 
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también debe presentarse desde el enfoque orgánico o funcional de la jurisdicción, lo 
que implica que el juez que ha de integrar Tribunal de enjuiciamiento (sea colegiado o 
unipersonal), no haya conocido del caso en audiencias preliminares*”. 


La Constitución Federal formaliza esa última categoría al prohibir al juez 
de control y establecer su impedimento automático para integrar tribunal de 
enjuiciamiento en los casos en que ha desempeñado aquella actividad en el mismo 
asunto. Dicen Cornish, Montes Calderón y Jiménez Montes que: 


“La radicalidad de la causal se explica precisamente en la preservación 
de la imparcialidad absoluta del servidor público. Y no es un asunto de talante 
personal, sino que el sistema asume, como elemento esencial de su engranaje, 
que el conocimiento previo del funcionario sobre el asunto objeto de debate lo 
ha hecho intervenir en el conflicto y por tanto le ha hecho perder la condición 
necesaria para juzgar: la de ser un tercero ajeno al conficto”.* 


Al dar inicio la audiencia de debate, el tribunal de enjuiciamiento sólo cuenta con 
el auto de apertura a juicio oral redactado por el juez de control en el que se plasma: 
el Tribunal de enjuiciamiento que resulte competente para celebrar la audiencia de 
debate; los datos de identificación de las partes; la acusación que será objeto del 
juicio, las correcciones formales que se le hubieren realizado, así como los hechos que 
le dan materia; los acuerdos probatorios autorizados; los medios de prueba admitidos, 
así como la prueba anticipada; los medios de pruebas que, en su caso, deban de 
desahogarse para la individualización de las sanciones y de reparación del daño; las 


51 Cfr. Beard Gómez,M.J.: Proceso penal acusatorio en la República Dominicana. 
República Dominicana. Escuela Nacional de la Judicatura. 2001; pp. 99 y 100. 


52 Cornish, T.: El rol de jueces y magistrados en el sistema penal acusatorio 
colombiano..., p.14. 
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medidas de resguardo de identidad y datos personales que resulten procedentes; las 
personas que deban ser citadas a la audiencia de debate, y las medidas cautelares que 
hayan sido impuestas al acusado. 


En ese orden de ideas, exponen Baytelman y Ducé: 


“El auto de apertura tiene la función de acotar el debate y delimitar la prueba 
que se va a rendir en él. En consecuencia, los jueces tienen más bien información 
acerca de qué se va a discutir en el juicio qué hechos, qué “teorías jurídicas” y 
qué pruebas- pero no cuentan con nada similar a un expediente y, desde luego, 
no tienen acceso a la investigación del ministerio público. Esta Investigación 
es precisamente lo que el fiscal está llamado a exponer y probar delante de 
ellos”. 


Ese nulo acceso a los antecedentes de la investigación es lo que impide al 
tribunal de enjuiciamiento ejercer un adecuado control sobre la propuesta de acuerdos 
probatorios en la etapa de juicio. Debe recordarse que, para aprobar una convención 
probatoria el juez debe verificar que tenga un sólido respaldo en los antecedentes de la 
investigación. En consecuencia, si el tribunal de enjuiciamiento interroga y se empapa 
de los antecedentes de la investigación, violenta aquella prohibición. 


2.- Deficiente control jurisdiccional de acuerdos probatorios. 


En los casos en que el tribunal de enjuiciamiento decide abordar la propuesta 
de acuerdos probatorios se presentan diversas irregularidades que enseguida se 
enuncian. 


53 Baytelman, A. y Ducé, J.M.: Litigación penal. Juicio oral y prueba, Chile, 
Universidad Diego Portales, 2004; p. 42. En línea. Disponible en: http://cec. 
mpba.gov.ar/sites/default/files/jxj/150409_litigacion_ penal.paf. 
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Al indagar el tribunal de enjuiciamiento los antecedentes de la investigación 
que dan sustento al acuerdo probatorio, genera una incorporación oral del dato de 
prueba. 


En la práctica, una vez que las partes exponen el hecho o circunstancia que 
pretenden dar por acreditado, enuncian el dato o datos de prueba que le dan sustento 
y en ocasiones incluso dan lectura de la parte conducente del acta de registro 0 
documento. Con ello se violenta el contenido del precepto 20, apartado A, fracción 
lll de la Constitución Federal que establece que “para los efectos de la sentencia sólo 
se considerarán como prueba aquellas que hayan sido desahogadas en la audiencia 
de juicio”. 


En otro orden de ideas, para un adecuado control de acuerdos probatorios 
se requiere verificar que no se quebranten derechos fundamentales y no se afecte 
la presunción de inocencia. Al entrar a este terreno, el tribunal de enjuiciamiento 
necesariamente debe indagar cuestiones que son propias de la audiencia de 
preparación a juicio oral, como lo es el análisis de la licitud o ilicitud de los datos de 
prueba que dan sustento al acuerdo probatorio y, obviamente, tal proceder atenta 
contra la imparcialidad orgánica o funcional. 


Ahora bien, en caso de que no se presente debate alguno a este respecto, 
quedará en el aire la posibilidad de que las partes, en aras de una supuesta economía y 
celeridad procesal, hayan fundamentado la convención probatoria en datos de prueba 
que fueron declarados nulos y con ello se atente contra los principio de probidad, 
lealtad, buena fe y veracidad. 
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Por último, en el supuesto en que exista oposición de parte y el acuerdo 
probatorio no sea autorizado por el tribunal de enjuiciamiento, también quedará 
afectada la imparcialidad funcional y el o los integrantes del tribunal de juicio oral 
deberán excusarse del conocimiento de la causa. 


3.-La preclusión. 


Finalmente, pero no de menor importancia, se advierte un impedimento más 
para abordar la propuesta de acuerdos probatorios en la audiencia de juicio oral: la 
institución de la preclusión. 


El proceso se desarrolla en el tiempo y “el tiempo que dura el proceso se mide 
fundamentalmente por medio de plazos y de términos*””. 


Los términos son de un instante, aunque en ocasiones es posible que ese 
instante pueda prolongarse por algunas horas. Los plazos, son lapsos dentro del 
proceso en los cuales es factible realizar válidamente un acto procesal; pueden ser 
cortos, incluso sólo horas. Existen plazos propios o impropios: los primeros se otorgan 
a las partes o a terceros que intervienen en el proceso, para realizar un acto procesal; 
su transcurso extingue la posibilidad de producir tal acto, excepto que la misma 
ley diga lo contrario. Son impropios los que la legislación otorga a los jueces y sus 
auxiliares, para la realización de los actos jurídico procesales que les corresponda; 
su incumplimiento no produce efectos preclusivos, pero da lugar a responsabilidad 
administrativa**, 


54 Gómez Lara, C.: Teoría general del proceso, 8a. ed., México, Harla, 1990; p. 
293. 


55 Cfr. Fairén Guillen, V.: Teoría general del derecho procesal..., p. 344 y 345. 
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Dice Luis Guillermo Torres Díaz que “la temporalidad del proceso es más evidente 
si se tiene en cuenta que éste se realiza por etapas y fases cuyo discurrir se inicia en 
un determinado momento para concluir en otro futuro más o menos inmediato**”. Y 
concluye Víctor Fairén Guillén que “una vez terminado un periodo o lapso de tiempo 
ideal, debe cerrarse y abrirse otro, destinado a otra actividad procesal; esto es, se 
trata de las preclusiones”””. 


En otras palabras, la preclusión “implica la necesidad de que se cumplan los 
pasos procesales previstos en su momento y oportunidad, ya que luego, cuando se 
intenten realizar extemporáneamente, serán nulos**”. 


Con forme a ello y de acuerdo a la regulación de los acuerdos probatorios, 
éstos deben concretarse en la audiencia intermedia y plasmarse en el auto de apertura 
a juicio oral; de no ser así, precluye la facultad de las partes para plantearlos en la 
audiencia de debate. 


56 Torres Díaz , L.G.: Teoría general del proceso, ...p. 239. 
57 Fairén Guillen, V.: Teoría general del derecho procesal..., p. 344 y 345. 


58 Frank, J.L.: Sistema acusatorio criminal y juicio oral..., p. 39. 
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Conclusiones 


os acuerdos probatorios son convenciones realizadas por las partes, con 

aprobación del juez de control, para dar por demostrados ciertos hechos no 

controvertidos, cuya teleología es la depuración de la prueba a fin de que no 
sean materia de debate en juicio, y que requieren tener respaldo en elementos de la 
investigación que acrediten la certeza del hecho. 


La facultad de las partes para celebrar acuerdos probatorios no es ilimitada; 
no es factible que queden al pleno arbitrio de las partes ya que se dan dentro del 
proceso penal y las normas que lo regulan son de orden público. Por ende, el juez de 
control debe velar por la legalidad y el preciso respaldo probatorio que deriva de la 
investigación para corroborar la veracidad de los convenios pretendidos y, sólo así, 
autorizarlos. 


El planteamiento de los acuerdos probatorios debe sujetarse a los parámetros 
del artículo 345 del Código Nacional de Procedimientos Penales que establece 
especificamente la facultad al juez de control, durante la audiencia intermedia, de 
autorizar la convención probatoria si está justificada por existir antecedentes de la 
investigación que acrediten el hecho. Tal control jurisdiccional sólo es posible 
realizarlo de manera adecuada en la audiencia intermedia por un juez de control. 


Conforme a la institución de la preclusión existeimposibilidad para abordar el 
planteamiento de acuerdos probatorios en la etapa de juicio oral. 


187 


Acuerdos probatorios 


Acuerdos probatorios 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


No es factible que el tribunal de juicio oral haga un adecuado control sobre 
la propuesta de un acuerdo probatorio realizada por las partes para verificar que se 
encuentre justificado por datos de prueba, toda vez que, de acuerdo al principio de 
imparcialidad tiene vedado el acceso a los antecedentes de la investigación. 
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El control negativo de la acusación en el proceso penal 
mexicano 


Juez Mtro. Mauricio Wilfrido Cruz Navarrete 
l.- A manera de introducción 


n la dinámica del proceso penal en México, son diversos los principios que  = 
rigen tanto el actuar de la autoridad jurisdiccional como de los intervinientes 1 
en el mismo, pero entre ellos debe destacarse, por tratarse de un postulado  €S 
constitucional, el de la acusatoriedad, que si bien el constituyente lo estableció a 


Acus 


la par de la oralidad, resulta evidente que la segunda de tales acepciones no puede 
concebirse como un principio, sino en todo caso como una regla de actuación en el 
mismo, lo que no resulta objeto de este análisis. 


Así, en abandono al papel inquisitorial que se confería al juzgador en el 
sistema procesal anterior, quien al final de la instrucción estaba en condiciones de 
hacerse llegar de pruebas para mejor proveer —lo que en el argot judicial se conoció 
como “prueba para mejor condenar”-, el proceso actual implica que será la intención 
persecutoria -del estado o del acusador particular- la que inste el juicio y obligue a 
este último a acreditar, más allá de toda duda razonable, la existencia de delito y la 
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responsabilidad del encausado; en donde, a la vez, los principios de contradicción, 
presunción de inocencia y el adecuado ejercicio del derecho a la defensa, desempeñan 
un rol trascendente. 


Bajo esta premisa, al juez le está vedado suplir en modo alguno la pretensión 
punitiva, tanto en sus vertientes fáctica, jurídica y probatoria, debiéndose limitar a 
la libre apreciación de la prueba —entendida en sentido amplio, como el conocimiento 
cierto, lícita y legalmente introducido al debate- para arribar a la solución del conflicto. 


Sin embargo, este modelo contempla la intervención de dos clases de jueces 
(además del encargado de la ejecución de las sanciones): de control y de enjuiciamiento. 
El primero de ellos interviene desde el momento mismo de la investigación', hasta el 
dictado del auto de apertura a juicio oral, además de la facultad de determinar en 
forma anticipada la causa. El de enjuiciamiento resuelve en cuanto al fondo del asunto 
tras la conclusión del juicio oral. 


El juez de control, por tanto, preserva el aseguramiento de los derechos 
que corresponden a la víctima y al imputado desde el momento mismo en que 
son denunciados los hechos, al ser quien no solo determina la formalización de la 
averiguación mediante el dictado de un auto de vinculación a proceso, sino que 
eventualmente autoriza actos de investigación que restrinjan en forma alguna 
derechos fundamentales, decide respecto a la ilicitud en la colecta de evidencias o 


1 Dado que se permea la posibilidad de que decida en la afectación de derechos 
aun cuando no se haya judicializado una carpeta de investigación, e incluso 
verifique la legalidad de la conclusión que el ministerio público determine tras 
sus pesquisas. 
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información, e incluso determina la posible ilegalidad de actuaciones por alguno de los 
intervinientes. Facultades decisorias que nos permiten considerar su categórico rol 
como garante del debido proceso. 


En este escenario, si bien el interés punitivo del estado es el que ha de 
determinar si una persona es enjuiciada, lo cierto es que el juez de control debe 
erigirse como auténtico salvaguarda de que el sometimiento de una persona a 
juicio público, que por sí mismo conlleva estigmatizaciones y erogaciones, cuenta 
con fundamentos mínimos de probabilidad de condena, pues caso contrario, ante la 
evidente imposibilidad de que ello ocurra, no existe razón de tal escrutinio social —que 
inevitablemente va aparejado al juicio-, la continua sujeción a medidas cautelares que 
cualquiera que sea su naturaleza significan una afectación personal o económica, así 
como el correspondiente gasto al erario que se produce. 


Supuesto en el que nos encontramos cuando la hipótesis fáctica que propone 
el ministerio público como base de su acusación no puede corresponderse al tipo 
penal en que fundamenta su persecución, pues serán tales hechos los que el órgano 
acusador deberá acreditar en juicio, sin que le sea permitido al tribunal eventualmente 
subsanar esa deficiencia; y si estos hechos no podrán subsumirse a la clasificación 
jurídica pretendida, la única alternativa posible es la absolución. 


Entonces, ante la inminente derrota que le significará al persecutor el juicio 
que pretende, no existe motivo para que se someta al mismo a una persona, por 
las razones que se señalaron con antelación; de ahí que, ante ese panorama, el juez 
que conoce de la etapa intermedia debe controlar en forma negativa la acusación y 
determinar la conclusión de la causa. 
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En el presente, habremos de demostrar que el marco jurídico de nuestro país 
faculta al juez de control para llevar a cabo tal determinación, no obstante que no se 
encuentre expresamente establecida en el código nacional de procedimientos penales. 
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ll. La etapa intermedia en el derecho comparado 


n el proceso penal alemán, si la investigación no ha conducido al sobreseimiento 

de la persecución penal, está prescripto, en principio, el llamado procedimiento 

intermedio, en el que se produce la “decisión judicial sobre la apertura del 
procedimiento principal.” 


Solamente en el procedimiento acelerado se realiza el juicio oral inmediatamente 
después del cierre de las investigaciones. Comunicada la acusación, el imputado recibe 
nuevamente la posibilidad de influir en la apertura del procedimiento principal a través 
de requerimientos de pruebas y objeciones. 


A resultas de dicho procedimiento intermedio, el auto que emite el tribunal 
puede ser en sentido positivo o negativo. En el primero de los casos se apertura 
el procedimiento principal, cuando el procesado es “suficientemente sospechoso” 
de haber cometido una acción punible y, en consecuencia, se tiene la probabilidad 
de una condena (Verurteilungs wahrscheinlichkeit?), ello a partir del examen fáctico 
(Tatverdachts priifung) y jurídico (Schliissigkeits priifung). En el caso de una decisión 
negativa, el tribunal puede rechazar la apertura del procedimiento principal cuando por 
motivo de hecho o de derecho se ha de esperar una absolución, o bien cuando el hecho 
cometido por el procesado no es punible. 


En Italia, concluida la fase de investigación preparatoria sin que el fiscal 
proceda al archivo de las actuaciones, se abre una etapa contradictoria denominada 
audiencia preliminar ante un órgano unipersonal, durante la cual se debate sobre los 


2 Misma que solo alcanza a la cuestión referida a la comisión del hecho, dado 
que el tribunal tiene que estar convencido de la existencia de los presupuestos 
procesales y de la punibilidad de la acción imputada. 
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resultados de la investigación. Tanto el acusador como el imputado pueden solicitar la 
práctica de diligencias que estimen conducentes para determinar si procede admitir la 
acusación; el propio tribunal puede actuar de oficio en tal sentido, pudiendo examinar 
la evidencia aportada por las partes y decidir si dispone la apertura del juicio o el 
sobreseimiento de la causa. 


En Estados Unidos de Norteamérica, previo a la presentación de la acusación 
por el fiscal, el imputado tiene derecho a la denominada audiencia preliminar, misma 
que tiene por objeto el control, por parte del tribunal, de la suficiencia de los cargos 
para ser llevados a juicio. Tiene carácter contencioso y pueden aportarse pruebas por 
ambas partes y, en consecuencia, derecho a la contradicción de las mismas. Concluye 
con la resolución judicial que decide elevar la causa a juicio, o bien la desestimación 
del caso. 


En tanto en el ordenamiento jurídico chileno, la etapa intermedia es aquella 
que separa la investigación preparatoria de la realización del juicio, comienza con la 
formulación de la acusación y culmina con la resolución jurisdiccional de apertura del 
juicio oral; en este caso, el control que se realiza es meramente formal y no sobre su 
mérito, ya que solo abarca la corrección de los vicios formales que de ella pudieran 
adolecer, así como la resolución de todas aquellas incidencias que pudieran dilatar la 
realización ininterrumpida del juicio. 
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111. Sobre el control negativo de la acusación 


partir de las regulaciones antes indicadas, María Inés Horvitz, citando a 
Andrés Ibañez, afirma que “La función primordial de esta etapa ha sido y 
continúa siendo la de controlar el requerimiento acusatorio del fiscal y, más 
precisamente, evitar que cualquiera pueda ser acusado sin fundamento suficiente.3” 


Agrega que entre tres diferentes sistemas existentes sobre el control de la 
acusación en la etapa intermedia, el primero consiste en la apertura directa del juicio, 
en donde la defensa carece de la facultad para manifestarse sobre el mérito de la 
investigación preparatoria y solo puede invocar hechos que paralizan temporalmente 
el procedimiento o dan lugar al sobreseimiento definitivo de la causa (legislaciones 
con matiz inquisitivo). 


Que el segundo de éstos contempla un control de la acusación que solo puede 
ser provocado por un acto de oposición a la apertura del juicio efectuado por la 
defensa; si ello no ocurre se pasa directamente al juicio. 


El último sistema, dice la autora, es el que proclama la obligatoriedad del control 
de la acusación, esto es, la formulación de ésta siempre provoca la evaluación de su 
mérito, independientemente de la eventual oposición de la defensa. En consecuencia, 
el juez puede rechazar la acusación, entre otras razones, por insuficiencia de los 
fundamentos que permiten realizar un juicio público contra una persona. En efecto, 
el control jurisdiccional de la acusación es, en realidad, un control de legalidad sobre 


3 Horvitz Lennon, M.!.: La etapa intermedia o de preparación del juicio. En Derecho 
procesal penal chileno. Tomo ll”. 1? edición. Santiago de Chile. 2008. p. 9. 
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el ejercicio de aquella, esto es, la verificación de concurrencia de los presupuestos 
legales que autorizan tal ejercicio y, por ello, se configura esencialmente como un 
control de carácter negativo. 


Al respecto, Claus Roxin señala que “la importancia principal del procedimiento 
intermedio reside en su función de control negativo; discutiendo la admisibilidad y 
la necesidad de una persecución penal posterior por un juez independiente o por un 
tribunal colegiado en una sesión a puertas cerradas, se pretende proporcionar otra 
posibilidad de evitar el juicio oral, que siempre es discriminatorio para el afectado”. 
Destaca que esta decisión se lleva a cabo por jueces profesionales, a quienes la ley 
les atribuye mayor objetividad. 


Entonces, el control negativo de la acusación se presenta como una institución 
que permea al proceso, a fin de evitar la consecución de un juicio que, desde la óptica 
de la pretensión punitiva, no habrá de prosperar dada la insuficiencia de sus méritos, 
advirtiéndose en estos cuestiones de hecho [sobre la base de que la conducta no 
puede estimarse típica], de derecho [por existir impedimentos legales de prosecución], 
o probatorios [como se advierte de la doctrina estadounidense en cuanto son 
confrontadas las pruebas con que el fiscal pretende obtener una condena]. 


Las cuestiones de derecho se refieren esencialmente a la interposición de 
objeciones que impiden la incoación —temporal o definitiva- del juicio, como en el 
caso de sobrevenir una causa de sobreseimiento [ejemplo: muerte del imputado, 
desistimiento de la acción, falta de algún requisito de procedibilidad, etcétera]. 
Las que inciden sobre aspectos probatorios, al efectuarse de manera contenciosa, 


4 Roxin, C.: El procedimiento intermedio. En “Derecho procesal penal”. 1?. Edi- 
ción. 2006. Buenos Aires. p. 347. 
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implican una suerte de pre juzgamiento que, al encontrarse inserto en el proceso 
estadounidense, tiene su explicación en permitir al imputado que, previo al debate 
frente a un jurado [por supuesto de ciudadanos], las pruebas con las que cuenta la 
fiscalía se sometan al escrutinio de un juez profesional que prevea así la existencia de 
sospecha suficiente para el enjuiciamiento. 


En tanto las de hecho son aquellas en que se determina que la conducta 
imputada no constituye delito, lo que en mi consideración se presenta como un 
auténtico control de legalidad por parte del juez, toda vez que implica el que, ante la 
deficiencia del ente acusador en cuanto las circunstancias espacio-temporales y de 
modo que atribuye a una persona y su correspondencia con un precepto de la norma 
penal, sin mediar solicitud de la defensa, se determine la imposibilidad de llevar a cabo 
el juicio. 


Sobre el particular, María Inés Horvitz, al criticar la ausencia de esta figura en 
el proceso chileno, dice que la justificación para omitir el control judicial negativo de 
la acusación, fundado en la suficiencia del mérito de la misma, reside en la necesidad 
de erradicar, para evitar cualquier rebrote inquisitivo, toda posibilidad de intervención 
de los jueces en la decisión de acusar. 


Tal postura, empero -coincidiendo con su crítica-, no puede por ningún motivo 
constituir justificante para evitar el control judicial, puesto que el hecho de que el 
ministerio público detente la decisión de someter a enjuiciamiento a una persona no 
implica que éste sea absoluto, precisamente porque como interviniente en el proceso 
debe sujetarse a las normas del mismo, y entre ellos se encuentra el que su postura 
punitiva sea ajustada a derecho, lo que no sucede si el marco fáctico que pretende 
probar no está previsto en la legislación como delito. 
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IV. El control de la acusación en México 


| control negativo del juez respecto a la determinación del ministerio público de 

llevar a juicio a una persona, no se encuentra como tal previsto en el código 

nacional de procedimientos penales, lo que no implica que el proceso criminal 
mexicano se encuentre ajeno al mismo; quien estime lo contrario, bajo el argumento 
de que en ese supuesto se actúa en contravención al principio de legalidad, olvida que 
los operadores jurídicos estamos llamados a la interpretación del derecho conforme a 
los postulados constitucionales y, a su vez, a las convenciones internacionales. 


Para tal efecto, Gustavo Zagrebelsky afirma que: “Cualquier ordenamiento 
jurídico, por el hecho de ser tal y no una mera suma de reglas, decisiones y 
medidas dispersas ocasionales, debe expresar una teoría intrínseca; es decir, debe 
ser reconducible a principios y valores sustanciales unitarios. En caso contrario 
se ocasionaría una suerte de guerra c/vi/ en el derecho vigente, paso previo a la 
anarquía en la vida social*” . Asimismo hace una crítica a aquellos que denomina 
juristas prácticos, enfatizando entre ellos a la persona de los jueces, que como meros 
servidores de la ley —califica- pretenden reconducir su actividad a la pura y simple 
búsqueda de la “voluntad del legislador”, que considera residuo que se explica por la 
fuerza de la tradición, aún cuando dicha inercia mental está en contradicción con el 
estado constitucional. 


o Horvitz Lennon, M.!.: La etapa intermedia o de preparación del juicio. En Dere- 
cho procesal penal chileno. Tomo ll”. 1? edición. Santiago de Chile. 2008. p. 9. 
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Así, el artículo 334 del código nacional de procedimientos penales establece: 
“La etapa intermedia tiene por objeto el ofrecimiento y admisión de los medios de 
prueba, así como la depuración de los hechos controvertidos que serán materia del 
juicio.” 


Esto es, que no se constriñe a decidir sobre la inadmisibilidad de los medios 
de prueba con que cuenten las partes y que pretendan se desahoguen en juicio, sino 
que implica se establezca de manera puntual, conforme a la acusación del ministerio 
público, el hecho que deberá ser probado a fin de destruir la presunción de inocencia 
que le asiste al acusado. 


Deviene importante destacar que a resultas de un contradictorio, la prueba 
habrá de ser sometida a un análisis exhaustivo por el tribunal, atendiendo para ello a 
las reglas de libre valoración (esencialmente las que corresponden a la sana crítica), 
que apreciadas en forma conjunta deberán soportar la tesis fáctica de la fiscalía, 
hecho lo anterior verificar que la misma es subsumible a la hipótesis jurídica también 
materia de la acusación [esto solo por lo que va al análisis típico del delito]. En ese 
orden de ideas, la propuesta de hechos por parte del ente acusador conforma el 
elemento primario de su aspiración punitiva y, por tanto, el referente de la discusión 
en etapa intermedia tanto para la pertinencia de los medios probatorios, como del 
eventual posicionamiento defensivo. 


El ordinal 335 del mismo código estatuye: 


“Una vez concluida la fase de investigación complementaria, si el 
Ministerio Público estima que la investigación aporta elementos para 
ejercer la acción penal contra el imputado, presentará la acusación. 
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La acusación del Ministerio Público, deberá contener en forma clara y 
precisa: 


|. La individualización del o los acusados y de su Defensor; 

Il. La identificación de la víctima u ofendido y su Asesor jurídico; 

III. La relación clara, precisa, circunstanciada y específica de los hechos 
atribuidos en modo, tiempo y lugar, así como su clasificación jurídica; 
IV. La relación de las modalidades del delito que concurrieren; 

V. La autoría o participación concreta que se atribuye al acusado; 

VI. La expresión de los preceptos legales aplicables; 

VII. El señalamiento de los medios de prueba que pretenda ofrecer, así 
como la prueba anticipada que se hubiere desahogado en la etapa de 
investigación; 

VIII. El monto de la reparación del daño y los medios de prueba que 
ofrece para probarlo; 

IX. La pena o medida de seguridad cuya aplicación se solicita incluyendo 
en su caso la correspondiente al concurso de delitos; 

X. Los medios de prueba que el Ministerio Público pretenda presentar 
para la individualización de la pena y en su caso, para la procedencia de 
sustitutivos de la pena de prisión o suspensión de la misma; 

XI. La solicitud de decomiso de los bienes asegurados; 

XIl. La propuesta de acuerdos probatorios, en su caso, y 

Xill. La solicitud de que se aplique alguna forma de terminación 
anticipada del proceso cuando ésta proceda. 
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La acusación sólo podrá formularse por los hechos y personas señaladas 


en el auto de vinculación a proceso, aunque se efectúe una distinta 


clasificación, la cual deberá hacer del conocimiento de las partes. 


Si el Ministerio Público o, en su caso, la víctima u ofendido ofrecieran 
como medios de prueba la declaración de testigos o peritos, deberán 
presentar una lista identificándolos con nombre, apellidos, domicilio 
y modo de localizarlos, señalando además los puntos sobre los que 
versarán los interrogatorios. [Subrayado añadido] ” 


Respecto al posicionamiento de las partes, establece que la víctima o el 
ofendido podrán constituirse en acusadores coadyuvantes y señalar los vicios 
formales de la acusación, requiriendo su corrección (artículo 338 CNPP); en tanto el 
imputado —que en este momento ya debiera nombrarlo acusado- también estará en 
condiciones de señalar los vicios formales del escrito de acusación y pronunciarse 
sobre las observaciones del coadyuvante, requiriendo su corrección, ya sea dentro de 
los diez días siguientes por escrito o en la audiencia intermedia, además de ofrecer los 
medios de prueba que a su parte corresponden, solicitar la acumulación o separación 
de procesos y manifestarse respecto a acuerdos probatorios (artículo 340 CNPP). 


Una interpretación literal de los preceptos antes invocados, nos llevaría a 
concluir que el control que eventualmente habrá de realizar el juez de la causa es solo 
de carácter positivo, al referirse a las cuestiones meramente formales del escrito de 
acusación, pues así se evidencia de la lectura de los numerales que refieren lo que, 
frente al libelo de acusación, están en condiciones de adoptar la víctima u ofendido y 
el acusado; lo que como ya se dijo, es incorrecto. 
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Sobre el particular, previo a la entrada en vigor de la actual normativa procesal 
en materia criminal, Jahaziel Reyes, se pronunció respecto de la existencia del control 
negativo de la acusación en los procesos penales de corte acusatorio que hasta 
ese momento se implementaron en el país, estimando que no obstante la exclusiva 
prevención del control formal o positivo de la acusación, así establecido por las 
legislaciones de las entidades que adoptaron dicho sistema, se contemplaron figuras 
que se corresponden necesariamente con un control negativo; señala como tales la de 
excusa absolutoria, prescripción de la acción penal y la de //tís cerrada. Todas ellas, 
enfatiza, solo resultan atendibles cuando exista excepción opuesta por el imputado. 


No obstante, en lo que concierne a la excusa absolutoria, habrá de verificarse 
conforme a la legislación sustantiva de cada entidad, mientras que la eventual 
prescripción de la acción habrá de analizarse en forma casuística; se trata entonces 
de cuestiones de derecho que deben forzosamente ser analizados por el tribunal de 
garantía, precisamente porque ello impide la continuación de una persecución penal. 
De ahí que en mi concepto no se corresponda con un auténtico control negativo de la 
acusación. 


Respecto a la litis cerrada, refiere el mismo autor, se trata de una recalificación 
con variación de los hechos en relación con aquellos por los cuales se vinculó a proceso 
al acusado, o bien de la inclusión de sujetos que no fueron vinculados en audiencia 
inicial. Es evidente que este atentado al principio de congruencia no puede ser pasado 
por alto, por lo que no habrá de incoarse el juicio respecto de persona que no haya 
sido sometida al proceso mediante un auto de vinculación; sin embargo, al referirse al 
primero de tales supuestos, coloca sobre la mesa la solución de que el juez habrá de 
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limitar al ministerio público para que ajuste su acusación con la calificación legal que 
estime pertinente sin que exista variación alguna en cuanto a los hechos fijados en el 
auto de vinculación a proceso. 


En lo personal me aparto de tal propuesta, toda vez que con ello sí se actúa en 
resabio al procedimiento inquisitorial, al corregir la plana al ente acusador respecto de 
una pretensión carente de sustento, violentando con ello el principio de acusatoriedad. 


De acuerdo a los preceptos legales que se invocaron con antelación, el escrito 
de acusación debe contener la relación clara, precisa, circunstanciada y específica de 
los hechos atribuidos en modo, tiempo y lugar; mismos que se circunscriben a aquellos 
por los cuales se vinculó a proceso al acusado [evidentemente, se insiste, solo a las 
personas que fueron vinculadas a proceso). 


Lo anterior, es coincidente con lo que dispone el artículo 19 de la carta magna, 
en cuanto se dictará auto de vinculación a proceso cuando se tengan datos que 
establezcan que se cometió un hecho que la ley señala como delito y que exista la 
probabilidad de que el imputado lo cometió o participó en su comisión. Más adelante 
consigna que todo proceso penal se seguirá por el hecho o hechos delictivos señalados 
en el auto de vinculación a proceso. 


Este hecho que la ley señala como delito, se refiere a un acontecimiento con 
relevancia para el derecho penal dado que debe tener correspondencia con una de las 
hipótesis previamente establecidas por la ley como delito; es decir, no se analiza en 
dicha etapa la tipicidad, lo que es propio de la sentencia que se emita en juicio. 
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Hecho consignado en el auto de vinculación que deberá dictarse según el que 
fue imputado por el agente del ministerio público, aún y cuando se asigne al mismo 
una clasificación jurídica preliminar diversa a la que éste propuso, conforme al ordinal 
316 segundo párrafo, de la legislación adjetiva en comento. Circunstancia que tiene 
efectos solo de relevancia procesal, dado que conforme a ello se determinará la 
posibilidad de salidas alternas o de terminación anticipada; lo anterior, considerando 
que el ministerio público puede variar dicha clasificación en su pedimento acusatorio 
según preceptúa el diverso arábigo 335 tercer párrafo, o incluso en etapa de juicio 
atendiendo al 398, ambos del código nacional de procedimientos penales, supuestos 
respecto de los cuales al juez ya no le está dado variar tal calificación jurídica, sino 
determinar la correspondencia entre el hecho y la norma legal invocada, es decir, que 
la teoría fáctica propuesta —y probada- constituye delito. 


De lo que se obtiene que en el proceso penal la asignación normativa que se 
dé al caso concreto puede variar en sus diversas etapas, con disímiles consecuencias 
y cargas procesales definidas; sin embargo, respecto del hecho, es advertible que no 
puede variar conforme al principio de congruencia, o lo que es lo mismo, permanece 
intocado a lo largo del proceso; pero además se sujeta a lo propuesto por el órgano 
acusador, pues como se dijo en precedentes, la acusatoriedad es el basamento del 
proceso. 


Si bien en audiencia inicial le es dable al juzgador, advirtiendo que el hecho 
reviste características de delito, establecer el dispositivo legal en que el mismo se 
ajusta aún ante la divergencia que en ese punto sostenga con el ministerio público, 
por tratarse de una etapa en que se permea la permisibilidad de continuar con la 
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investigación formalizada; respecto de la acusación no tiene cabida el subsanar 
deficiencia alguna en la misma, pues de lo contrario atentaría también contra el 
principio de adecuada defensa [en su vertiente material]. 


Esta afirmación, es la que nos permite considerar que el último de los sistemas 
de control negativo a que aludimos se refirió María Inés Horvitz, es acorde conforme a 
la interpretación sistemática que se obtiene del contenido del artículo 8.2 inciso a) de 
la convención americana sobre derechos humanos, donde se dispone que al ciudadano 
se le debe comunicar de manera previa y detallada la acusación que se le formula; así 
como el arábigo 14.3 inciso a) del pacto internacional de derechos civiles y políticos, 
en cuanto todo acusado debe conocer en forma detallada de la naturaleza y causas de 
la acusación formulada contra él. Dispositivos que tienen su génesis en garantizar el 
debido proceso, en su acepción de una adecuada defensa. 


Sobre el alcance de dicho precepto convencional, se erigió la corteinteramericana 
de derechos humanos, en el caso Fermín Ramírez vs Guatemala*, concluyendo: 


“67. Al determinar el alcance de las garantías contenidas en el artículo 
8.2 de la Convención, la Corte debe considerar el papel de la “acusación” 
en el debido proceso penal vis-á-vis el derecho de defensa. La descripción 
material de la conducta imputada contiene los datos fácticos recogidos 
en la acusación, que constituyen la referencia indispensable pare el 
ejercicio de la defensa del imputado y la consecuente consideración 
del juzgador en la sentencia. De ahí que el imputado tenga derecho 
a conocer, a través de una descripción clara, detallada y precisa, los 


6 Sentencia de fecha 20 de junio de 2005. Fondo, reparaciones y costas. Serie C, 
número 67. 
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hechos que se le imputan. La calificación jurídica de éstos puede ser 
modificada en el proceso por el órgano acusador o por el juzgador, sin 
que ello atente contra el derecho a la defensa, cuando se mantengan 


sin variación los hechos mismos y se observan las garantías procesales 


previstas en la ley para llevar a cabo la nueva calificación. El llamado 
“principio de coherencia o de correlación entre acusación y sentencia” 
implica que la sentencia puede versar únicamente sobre hechos o 
circunstancias contemplados en la acusación. 


68. Por constituir el principio de coherencia o correlación un corolario 
indispensable del derecho de defensa, la Corte considera que aquél 
constituye una garantía fundamental del debido proceso en materia 
penal, que los Estados deben observar en cumplimiento de las 
obligaciones previstas en los incisos b) y c) del artículo 8.2 de la 
Convención.” [Subrayado añadido]. 


Hecho de la acusación que resulta la materia del debate en juicio y cuya 
acreditación el tribunal habrá de verificar a partir de la prueba producida, lo que se 
advierte de la determinación asumida por la corte interamericana al aseverar que la 
sentencia solo puede versar sobre los hechos o circunstancias materia de la acusación 
y que, en consonancia, prevé el código nacional de procedimientos penales que reza en 
su artículo 402 tercer párrato: “Nadie podrá ser condenado, sino cuando el tribunal 
que lo juzgue adquiera la convicción más allá de toda duda razonable, de que el 
acusado es responsable de la comisión del hecho por el que se siguió el juicio. La duda 
siempre favorece al acusado. [Subrayado agregado] Ese hecho por el que se habrá de 
seguir el juicio es el que se estableció en el escrito de acusación. 
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De tal suerte que, si la propuesta fáctica que motiva la acusación ministerial 
no es coincidente con la clasificación jurídica pretendida, la única solución que se 
advierte habrá de tomar el tribunal de enjuiciamiento es la absolución, de ahí el 
imperativo de que el juez de control determine la imposibilidad del juicio por su falta 
de méritos, alcanzando con ello el propósito de evitar un debate innecesario con la 
estigmatización al encausado, a la que ya nos referimos, así como el gasto al erario. 


Supuestos que se materializan, al menos en el estado de Michoacán, con un 
sinnúmero de acusaciones en que el ministerio público obvia circunstancias fácticas 
que son exigibles por el supuesto típico, siendo entre éstos en mayor medida los que 
pretende se juzgue por delitos de robo de vehículo de motor terrestre y receptación, 
de los cuales al menos he efectuado dicho control negativo en dos ocasiones [y otro 
más en materia de delito forestal]. 


En estos supuestos, donde de ordinario inician una investigación con imputado 
detenido, construyen su “teoría del caso” a partir de lo que se asienta en el informe 
policial homologado, es decir, desde la óptica de un servidor público que, habiendo 
recibido la noticia de su base de radio sobre el robo de un vehículo automotor, se da a 
la tarea de búsqueda, localización y persecución del mismo, con la posterior detención 
del conductor; ahí señala que al solicitar al mismo acredite la propiedad, éste manifiesta 
no estar en condiciones de poder hacerlo, que verifica de nueva cuenta la existencia 
del reporte de robo (comúnmente acaecido escasas horas previas) y posteriormente 
deja al probable infractor a disposición del agente del ministerio público. 


En el ejemplo anterior, formulan acusación reproduciendo las situaciones 
narradas en el citado informe policial homologado, sin establecer por tanto, en el 
caso de que pretendan un juicio por robo de vehículo, las circunstancias de tiempo, 
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modo y lugar en que el encausado se apoderó del mismo; o bien, si lo que buscan 
es una condena por receptación, en qué sentido dejó el acusado de cerciorarse de 
la legal procedencia de la unidad motriz, incluso bajo los supuestos de verificación 
documental a que hace alusión el código penal del estado”. 


Estimo que ello no obedece más que a una técnica inadecuada de litigio, puesto 
que dejan de lado que la construcción de una teoría fáctica debe ser a partir del 
resultado de las pesquisas que se efectúan, posterior a la denuncia, estableciendo 
inferencias razonables de cómo sucedieron los hechos, y no restringirlo a las 
circunstancias que se establecen en el citado informe policial, e incluso en otras 
ocasiones por la narrativa de la víctima. 


En este escenario, deviene evidente que aún y cuando tal propuesta fáctica sea 
acreditada con la prueba desahogada en juicio, impide la obtención de una condena, 
precisamente porque no se justificarán los elementos objetivos (circunstancias en que 
el acusado sustrajo para sí el vehículo, para el caso de robo) o normativos del delito 
(como es la propiedad de la unidad, por lo que ve a la receptación). 


7 Previsión que fue motivo de reforma al código punitivo, tomando en cuenta que 
esta figura se corresponde con la otrora denominada adquisición de objetos 
robados o de procedencia ilegal, en su momento estimado inconstitucional 
por el tribunal colegiado en materia penal del décimo primer circuito. Véase: 
ADQUISICIÓN DE OBJETOS ROBADOS O DE PROCEDENCIA ILEGAL. 
EL ARTÍCULO 310 DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE MICHOACÁN 
ABROGADO, QUE PREVÉ ESTE DELITO, AL CONTENER LA EXPRESIÓN 
“MEDIDAS INDISPENSABLES”, VULNERA EL DERECHO FUNDAMENTAL A 
LA EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL. Décima Época. 
Registro: 2011968. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de 
Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 
31, Junio de 2016, Tomo IV. Materia(s): Constitucional. Tesis: XI.P.8 P (10a.). 
Página: 2728. 
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Luego, el juicio que pretende la fiscalía carece de sentido, puesto que siendo su 
objeto la sanción en cuanto reproche al infractor de una norma penal, ello no habrá de 
ocurrir dado que el supuesto de hecho no se corresponderá con los elementos típicos 
de la norma que se irroga se ajusta al mismo, pero sí se ocasionará un perjuicio al 
encausado en cuanto deberá soportar la estigmatización que el mismo conlleva. 


Por tanto, resulta imperativo que el juez de control que preside la audiencia 
intermedia, en cuanto garante del debido proceso, efectúe el control negativo de la 
pretensión punitiva determinando la falta de méritos para el enjuiciamiento público, al 
sostenerse que el mismo está destinado, desde la óptica del persecutor que es quien 
ejercita la acción penal, al fracaso. 


En esa tesitura, decretar el sobreseimiento de la causa, por sobrevenir el 
supuesto previsto en el numeral 327 fracción II del código nacional de procedimientos 
penales (el hecho cometido no constituye delito). 
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V. La vinculación a proceso y la recalificación jurídica en alegato 
de juicio 
| control negativo que referimos debe aplicarse en el proceso penal mexicano, no 
se encuentra contradicho por la existencia de la particular figura de la vinculación 
a proceso —resultante de la nostalgia del legislador por los procedimientos 
inquisitivos- y la permisibilidad al ministerio público de variar la calificación jurídica en 
el alegato de apertura o clausura que se efectúan en el debate. 


Una vez comunicado el imputado respecto de los hechos por los cuales se le 
investiga, conocidos los datos de prueba con que hasta el momento cuenta el ministerio 
público (o bien el acusador particular), habiéndose dado al mismo la oportunidad de 
declarar o abstenerse de hacerlo, permitido el argumento del asesor legal de la víctima 
u ofendido así como la postura de la defensa (con la posibilidad de proponer de su 
parte datos de prueba), el juez de control debe emitir un auto en que determine si aquél 
queda o no vinculado a un proceso penal, lo que en esencia representa el inicio de una 
investigación formal. 


Esta inusual figura en un proceso de corte acusatorio, implica por tanto un 
análisis de razonabilidad suficiente respecto a la existencia de un hecho señalado 
como delito así como de la probabilidad de que fue el imputado quien intervino en el 
mismo?, lo que no debiera ocurrir porque ello, en mi opinión, sí coloca en riesgo un 


8 Aunque la codificación procesal hable también de participación, lo que no 
es congruente con el estudio que se efectúa en esta etapa, dado que ello es 
atingente a la tipicidad. 
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rebrote de la intervención judicial en el quehacer de la fiscalía, dado que en una etapa 
tan temprana no debería asignarse determinado alcance probatorio a información que, 
en esencia, no es prueba?. 


Empero, la trascendencia de este estadio procesal es que se establece, por 
mandato constitucional, el hecho por el que habrá de seguirsela causa y, eventualmente, 
el juicio. Luego, ¿debiera ser este el momento en que el juez de control determine la 
falta de éxito de la pretensión punitiva por las consideraciones que anotamos en el 
apartado anterior?, la respuesta es: no. 


Ello, porque si bien el ejercicio de la acción penal, de acuerdo a lo estatuido 
en el arábigo 211, segundo párrafo, del código nacional de procedimientos penales, 
inicia con la solicitud de citatorio a audiencia inicial, puesta a disposición del detenido 
ante la autoridad judicial o cuando se solicite orden de aprehensión o comparecencia, 
esto no representa por sí mismo la intención del juzgamiento; virtud a que los actos 
que referimos con antelación tienen por objeto que una persona sea presentada ante 
el juez, que la autoridad persecutora informe al investigado las pesquisas que sigue 
respecto del mismo y, mediante el dictado del auto de vinculación a proceso, se 
permita iniciar la investigación complementaria. 


Serán entonces las resultas de dicha etapa formalizada en que la fiscalía (o el 
acusador particular), atendiendo a los principios de objetividad y de lealtad con que 
debe conducirse, determine si cuenta con elementos suficientes para llevar a juicio al 


9 Sin embargo, ha de destacarse que ante la existencia en el proceso penal 
mexicano de otra institución ajena a los de corte acusatorio, la medida cautelar 
de prisión preventiva oficiosa, la vinculación a proceso se erige como un freno 
al eventual abuso de las fiscalías, en tanto bastaría la imputación por alguno 
de los supuestos prevenidos en el artículo 19 constitucional, para mantener en 
encarcelamiento a una persona. 
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procesado. Pues incluso, no debemos olvidar que hasta antes del dictado del auto de 
apertura es posible que los intervinientes resuelvan el conflicto por salidas alternas, 
o bien el ministerio público se decida, con aprobación del imputado, por llevar a cabo 
un procedimiento abreviado. 


En las relatadas condiciones, es claro que el juez de control no puede 
determinarse respecto a la ausencia de fundamento —fáctico- para evitar el juicio, 
según correspondencia al control negativo que hemos referido, toda vez que no se debe 
confundir la permisibilidad de continuar investigando con el eventual sometimiento de 
una persona a enjuiciamiento público. 


Por otro lado, el artículo 398 de la legislación adjetiva del país prevé la 
posibilidad de que el órgano acusador, tanto en el alegato de apertura como en el 
de clausura, esté en condiciones de plantear una reclasificación respecto del delito 
invocado en su escrito de acusación, caso en que se habrá de dar oportunidad al 
imputado —debiera decir acusado- y a su defensor para que ofrezcan nuevas pruebas 
0 preparen su intervención (con posibilidad de solicitar la suspensión del debate). 


Lo que no puede, en modo alguno, impedir el control negativo de la acusación en 
los términos previamente señalados, toda vez que se trata de una mera eventualidad 
para el caso de que el ministerio público se percate que los hechos sometidos a prueba 
no se corresponden con un supuesto jurídico pero si con otro; como en los casos de 
secuestro, en que la propuesta de hechos se limita a señalar el momento en que el 
acusado se presentó en un punto específico a recoger el paquete extorsivo, pero no 
se apunta la intervención que tuvo en la privación de la libertad y posterior cautiverio. 
En este ejemplo, tendría la oportunidad de reconducir su pretensión de secuestro a 
extorsión. 
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Afirmo lo anterior, porque ello se avizora como una expectativa que solo pudiera 
verse materializada para el caso de que la fiscalía anticipe la derrota concluido el 
desfile probatorio, es decir que pudiera no ocurrir, lo que resulta insuficiente para 
someter al escrutinio social a una persona cuando, desde el momento mismo de 
la acusación, se advierte que el hecho materia de ésta, subsistiendo la pretendida 
calificación jurídica, no redundará en una condena aún y cuando quede acreditado. 
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Conclusiones 


El principio acusatorio se erige como basamento del proceso penal conforme al 
postulado constitucional, de ahí que el ente persecutor debe cumplir a cabalidad 
su obligación de establecer en forma precisa las circunstancias de tiempo, modo 
y lugar bajo las cuales pretende se someta a juicio a una persona. 

La hipótesis de hechos que conforma la acusación, será aquella que el ministerio 
público (o acusador particular) deberá acreditar en juicio, debiendo el tribunal 
verificar que la misma se ajusta al supuesto jurídico materia del debate. 

El juez de control, en cuanto garante del debido proceso, a fin de salvaguardar 
que una persona no sea sometida a juicio público cuando éste carece de sustento 
para eventualmente imponerle una sanción, debe verificar que la hipótesis fáctica 
de la fiscalía se ajusta a la porción normativa propuesta; caso contrario, ante el 
inminente fracaso que le significará al persecutor su ejercicio punitivo, habrá de 
determinar la falta de méritos para el juzgamiento y decretar el sobreseimiento 
de la causa. 
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